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LECTURA A LA LISTA DE LA CORRESPONDENCIA OFICIAL RECIBIDA PARA SU 

TRÁMITE.               

 

TRÁMITE: 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE 

ECOLOGÍA 

OFICIO No. D.G.P.L. 65-II-2-2159.- ENVIADO POR LA 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE 

CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL ANEXA 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A 

LOS CONGRESOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

A REVISAR SU LEGISLACIÓN LOCAL EN MATERIA DE 

MALTRATO Y CRUELDAD ANIMAL Y, EN SU CASO, 

HACER LOS AJUSTES NECESARIOS PARA 

SANCIONAR ADECUADAMENTE DICHOS ACTOS. 

TRÁMITE: 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE 

ASUNTOS FAMILIARES Y DE LOS 

DERECHOS DE NIÑAS NIÑOS Y 

ADOLESCENTES. 

 

OFICIO No. D.G.P.L. 65-II-6-2212.- ENVIADO POR LA 

CÁMARA DE DIPUTADOS DEL HONORABLE 

CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL ANEXA 

PUNTO DE ACUERDO POR EL QUE SE EXHORTA A 

LAS Y LOS TITULARES DEL PODER EJECUTIVO DE 

LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS A REALIZAR LAS 

ACCIONES NECESARIAS PARA FORTALECER LAS 

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA GARANTIZAR LA 

PROTECCIÓN DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES EN LOS CENTROS DE ASISTENCIA 

SOCIAL. 

TRÁMITE: 

ENTERADOS. 

CIRCULAR No.42/LXV.- ENVIADA POR EL CONGRESO 

DEL ESTADO DE OAXACA, COMUNICANDO 

INTEGRACIÓN DE SU DIPUTACIÓN PERMANETE, QUE 

FUNGIRÁ DURANTE EL PRIMER RECESO DEL 

SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL. 

TRÁMITE: 

A SU EXPEDIENTE. 

OFICIO No. GN/UAJT/DGCCT/ 915/2023.- ENVIADO POR 

EL TITULAR DE LA UNIDAD DE ASUNTOS JURÍDICOS 

Y TRANSPARENCIA DE LA GUARDIA NACIONAL, 

DANDO RESPUESTA A PUNTO DE ACUERDO 

APROBADO EL 7 DE MARZO DE 2023. 
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INICIATIVA PRESENTADA POR LAS Y LOS CC. DIPUTADOS ALEJANDRO MOJICA 

NARVAEZ, JOEL CORRAL ALCÁNTAR, GERARDO GALAVIZ MARTÍNEZ, SILVIA 

PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO, VERÓNICA PÉREZ HERRERA Y FERNANDO ROCHA 

AMARO INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN 

NACIONAL, QUE CONTIENE REFORMAS Y ADICIONES AL CÓDIGO CIVIL VIGENTE 

EN EL ESTADO DE DURANGO Y A LA LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES DEL ESTADO DE DURANGO, EN MATERIA DE DERECHO A 

ALIMENTOS Y DEUDORES ALIMENTARIOS.  

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS 
DE LA LXIX LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO  
P R E S E N T E S.  
 
 

Los suscritos Diputadas y Diputados ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ, JOEL CORRAL 

ALCANTAR, GERARDO GALAVIZ MARTINEZ, SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO, 

VERONICA PÉREZ HERRERA y FERNANDO ROCHA AMARO integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional, de la LXIX Legislatura del Congreso de Durango, en 

ejercicio de la facultad que nos confieren los artículos 78 fracción I, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Durango, y 178 fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado 

de Durango, nos permitimos someter a la consideración de esta Honorable Soberanía Popular, 

Iniciativa con proyecto de Decreto por el proponemos reformas y adiciones al Código Civil vigente 

en nuestra entidad y a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

Durango, en materia de derecho a alimentos y deudores alimentarios, con base en la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Como bien precisa el párrafo tercero del artículo 4o Constitucional, mismo que a la letra dice: 

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo 

garantizará. 

Los entes gubernamentales debemos establecer los mecanismos, estructura y políticas para que 

toda la población tenga acceso a una alimentación con esas cualidades. 
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En ese marco, se debe comprender que para que se ejerza el derecho pleno de la población a una 

alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, se deben realizar las modificaciones de las políticas 

públicas, de las acciones y los mecanismos existentes y la creación de las que sean necesarias para 

satisfacerlo y activar la participación real de la población en general, con la liberación de elementos 

que condicionen o limiten la característica prioritaria de esa prerrogativa en materia de satisfacción 

alimentaria. 

A decir de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante la tesis de 

jurisprudencia número 2024599, la obligación de dar y el derecho a recibir alimentos es uno de 

carácter fundamental que tiene como base un interés público sostenido en tres principios: el de 

proporcionalidad, el de necesidad y el de solidaridad familiar.  

Desde la perspectiva de estos dos últimos principios, el interés público de la familia consiste en que 

ésta funcione como un ámbito inmediato que, mediante la satisfacción de necesidades básicas, 

permita el libre y sano desarrollo de las personas que la conforman. 

Por parte de los padres hacia los hijos, la obligación alimentaria tiene su causa en la facultad que se 

conoce como patria potestad, además de que ello es derivado de un mandato constitucional 

específico por el que se vincula a los progenitores para proporcionar a sus hijos, el mayor nivel de 

protección, educación y formación integral posible, que les garantice su pleno desarrollo. 

Para tal propósito, y en relación directa con el interés superior de niñas, niños y adolescentes, en 

esta ocasión se da un paso importante para asegurar su salud y nutrición, cuando estos sean 

acreedores alimentarios de personas que aspiran a cargos de elección popular. 

Aunque también se debe recordar que los adultos mayores tienen, como parte de esas prerrogativas 

que surgen de los lazos familiares, derechos alimentarios, así como las personas discapacitadas o 

en estado de interdicción, entre otras, 

Por otro lado, en el pasado mes de marzo se publicó decreto en el por el que se reforman y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en 

materia de pensiones alimenticias, mismo que crea el Registro Nacional de Obligaciones 

Alimentarias, cuyo objeto es concentrar la información de deudores y acreedores de obligaciones 

alimentarias, a fin de dar efectiva protección y restitución de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes. 
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Además de lo anterior, se ordena al Sistema Nacional DIF, para que, en un plazo de trescientos días 

hábiles, realice la implementación del Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias. 

También, mediante el mencionado decreto, se obliga a los Congresos Locales y los Tribunales 

Superiores de Justicia de las Entidades Federativas y de la Ciudad de México, para que, en el ámbito 

de sus atribuciones, realicen las adecuaciones al marco normativo correspondiente y las acciones 

que sean requeridas al respecto y para el funcionamiento del mencionado Registro. 

En relación con lo mencionado, como de todos es sabido, recientemente fueron aprobadas por el 

Congreso de la Unión, diversas reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

en materia de requisitos que debe cumplir una persona que aspira a ocupar un cargo público, entre 

los que se encuentra el no ser persona deudora alimentaria morosa, por lo que, sumado a lo 

mencionado en esta misma exposición de motivos, es menester realizar las adecuaciones 

normativas a las leyes locales. 

Por lo manifestado, el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, a través de la presente 

iniciativa de reforma, propone la modificación del artículo 304, del Código Civil vigente en nuestro 

Estado, con la finalidad de especificar que si una vez emitida la sentencia de pensión alimenticia, el 

sentenciado incumple con su obligación, adquirirá el carácter de deudor alimentista. 

Además, se proponen diversas modificaciones a la Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

del Estado de Durango, para establecer a detalle aquello que comprende el derecho alimentario de 

los menores, y con relación a los menores con algún tipo de discapacidad o declarados en estado 

de interdicción, comprenderá lo necesario para lograr, en lo posible, su habilitación o rehabilitación 

y su desarrollo. 

También, se establece que el Poder Judicial de nuestra entidad, implementará un sistema a manera 

de registro que integre los datos, antecedentes y referencias de las personas obligadas por sentencia 

ejecutoriada a dar alimentos y que hayan adquirido el carácter de deudor alimentista por 

incumplimiento a esa obligación.  

Para lo anterior, y para efecto de integrar el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias, podrá 

sistematizar, suministrar e intercambiar información que se genere al respecto en coordinación con 

el Sistema Nacional DIF. 
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Derivado de lo expuesto y precisado, de manera atenta y respetuosa se presenta ante esta 

Soberanía, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL 

PUEBLO DECRETA: 

ARTÍCULO PRIMERO: Se reforma el artículo 304, del Código Civil vigente en el Estado de 

Durango, para quedar de la manera siguiente: 

Artículo 304. El obligado a dar alimento cumple la obligación asignando una pensión competente al 

acreedor alimentario, o incorporándolo a la familia. Si el acreedor se opone a ser incorporado, 

compete al juez, según las circunstancias, fijar la manera de ministrar los alimentos. 

Si una vez emitida la sentencia de pensión alimenticia, el sentenciado incumple con su 

obligación, adquirirá el carácter de deudor alimentista. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Se reforman los artículos 60 bis 4 y 63, de la Ley de Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes del Estado de Durango, para quedar de la manera siguiente: 

Artículo 60 bis 4. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una alimentación saludable que 

asegure su pleno desarrollo físico y mental. Por lo cual este derecho será el eje de la política pública 

de seguridad alimentaria del Estado.  

Los derechos alimentarios comprenden esencialmente la satisfacción de las necesidades de 

sustento y supervivencia y, en la especie: 

a)    La alimentación y nutrición, vestido, habitación, recreación, atención médica y 

psicológica preventiva integrada a la salud, asistencia médico-hospitalaria y, en su caso, los 

gastos de embarazo y parto; 

b)    Los gastos derivados de la educación y la formación para proporcionar a los menores un 

oficio, arte o profesión, adecuados a sus circunstancias personales, y 
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c)    Con relación a los menores con algún tipo de discapacidad o declarados en estado de 

interdicción, lo necesario para lograr, en lo posible, su habilitación o rehabilitación y su 

desarrollo; 

La desnutrición y la obesidad entre las niñas, niños y adolescentes son asuntos de salud pública en 

el Estado. 

El Poder Ejecutivo del Estado y gobiernos municipales podrán crear programas de educación 

alimentaria y mejoramiento nutricional para las niñas, niños y adolescentes en la etapa inicial, 

preescolar, primaria, secundaria y medio superior en zonas identificadas con altos índices de 

desnutrición, anemia o en riesgo de desnutrición. Madres y padres de familia participaran en el 

cumplimiento de la misma. 

El Poder Judicial implementará un sistema a manera de registro que integre los datos, 

antecedentes y referencias de las personas obligadas por sentencia ejecutoriada a dar 

alimentos y que hayan adquirido el carácter de deudor alimentista por incumplimiento a esa 

obligación.  

Para lo anterior, y para efecto de integrar el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias, 

podrá sistematizar, suministrar e intercambiar información que se genere al respecto en 

coordinación con el Sistema Nacional DIF. 

Artículo 63. Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así 

como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado 

niñas, niños o adolescentes, las siguientes: 

I. Proporcionar y garantizar el derecho a alimentos, el libre desarrollo de su personalidad y el ejercicio 

de sus derechos, además de denunciar el incumplimiento de las obligaciones alimentarias de 

la persona o personas sentenciadas a dicho deber; 

II a la XII… 

… 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

 

A t en t a m en t e 

Victoria de Durango, Dgo. a 22 de mayo de 2023. 

 

DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

 

DIP. JOEL CORRAL ALCÁNTAR 

 

DIP. GERARDO GALAVIZ MARTÍNEZ 

 

DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO 

 

DIP. VERÓNICA PÉREZ HERRERA 

 

DIP. FERNANDO ROCHA AMARO 
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INICIATIVA PRESENTADA POR LAS Y LOS CC. DIPUTADOS ALEJANDRO MOJICA 

NARVAEZ, JOEL CORRAL ALCÁNTAR, GERARDO GALAVIZ MARTÍNEZ, SILVIA 

PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO, VERÓNICA PÉREZ HERRERA Y FERNANDO ROCHA 

AMARO INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN 

NACIONAL, ASI COMO POR LOS CC. DIPUTADOS FRANCISCO LONDRES BOTELLO 

CASTRO Y J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA, INTEGRANTES DE LA FRACCIÓN 

PARLAMENTARIA DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, QUE 

CONTIENE REFORMAS Y ADICIONES AL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO Y AL CÓDIGO CIVIL VIGENTE EN EL ESTADO DE 

DURANGO, EN MATERIA DE MATRIMONIO ENTRE MENORES.  

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS 
DE LA LXIX LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO  
P R E S E N T E S.  
 

Los suscritos Diputadas y Diputados ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ, JOEL CORRAL 

ALCANTAR, GERARDO GALAVIZ MARTINEZ, SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO, 

VERONICA PÉREZ HERRERA y FERNANDO ROCHA AMARO integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional, así como por los CC. Diputados FRANCISCO LONDRES 

BOTELLO CASTRO y J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA, integrantes de la Fracción 

Parlamentaria del Partido de la Revolución Democrática de la LXIX Legislatura del Congreso de 

Durango, en ejercicio de la facultad que nos confieren los artículos 78 fracción I, de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Durango, y 178 fracción I, de la Ley Orgánica del Congreso 

del Estado de Durango, nos permitimos someter a la consideración de esta Honorable Soberanía 

Popular, Iniciativa con proyecto de Decreto por el proponemos reformas y adiciones al Código Penal 

del Estado Libre y Soberano de Durango y al Código Civil vigente en nuestra entidad, en materia 

de matrimonio entre menores, con base en la siguiente:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, vigente en todo el territorio 

nacional, incluye, entre otros, el garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los 

derechos humanos de niñas, niños y adolescentes conforme a lo establecido en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales signados por el Estado 

mexicano. 
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Lo anterior, implica también el proporcionar los mecanismos y políticas que aseguren el libre 

desarrollo de la personalidad de los menores. 

El libre desarrollo de la personalidad, es un derecho que resulta imposible cuando un menor es 

obligado a tener y mantener una unión de hecho, a consecuencia de su entrega a un adulto que se 

constituye prácticamente como su dueño y señor para toda la vida. 

Por otro lado y por irracional o absurdo que se escuche, en México aún se realizan uniones legales 

o de hecho arregladas por los padres de los implicados directos, lo que suena aún peor si le 

agregamos que ello en ocasiones ocurre por un poco de dinero o incluso a cambio de algún animal. 

Lo mencionado, es algo demasiado serio para que pase desapercibido, ya que puede ser suficiente 

para condenar a una niña a algo parecido a una esclavitud de por vida.   

En pasadas semanas, se aprobó en este mismo recinto diversas reformas a la Ley de los Derechos 

de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Durango, para que, para que en el ámbito de las 

respectivas competencias de las autoridades locales y con la finalidad de brindar protección los 

menores de nuestra entidad, establezcan medidas y acciones encaminadas a erradicar toda práctica 

de cesión de menores a título oneroso o gratuito con fines de unión legal, informal o de hecho. 

Lo anterior, lo celebramos pero consideramos que debemos ir mas allá y establecer como delito esa 

misma conducta. 

Una unión para cohabitar o vivir en matrimonio en la que una de las partes o ambas sean menores 

de edad, reduce significativamente la posibilidad de un desarrollo pleno y condena, en la mayoría de 

los casos, a responsabilidades para las que una niña o un niño o adolescente no se encuentra 

preparado ni física, ni mental, ni emocionalmente. 

Si bien se presenta una tendencia de disminución de dichas acciones, como se puede establecer a 

consecuencia de las cifras que proporciona el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática en relación a la cantidad de matrimonios que involucran a menores de edad, aún sigue 

siendo muy alta su frecuencia. 

Sumado a lo mencionado, se debe considerar que es muy probable que no todas las uniones se 

consideran en dichas cifras, como sucede en otros rubros.  
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Por lo manifestado, el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, a través de la presente 

iniciativa, propone la modificación del artículo 279, del Código Penal del Estado Libre y Soberano de 

Durango, para establecer sancionar a aquel que por cualquier medio obligue, procure, propicie, 

induzca o facilite el matrimonio o el establecer una relación de hecho entre menores o entre persona 

adulta y persona menor de edad para cohabitar y hacer una vida en común, sin fines de lucro o a 

cambio de un pago en efectivo o en especie, aun cuando sean los padres o quienes ejerzan la patria 

potestad, tutela o guarda y custodia, quienes obliguen a las personas menores de edad involucradas. 

Dicho acto será castigado mediante una pena de dos a ocho años de prisión y multa de ciento 

cuarenta y cuatro a quinientas setenta y seis veces la Unidad de Medida y Actualización. 

También se modifica la fracción primera del artículo 151, del Código Civil vigente en nuestra entidad,  

Derivado de lo expuesto y precisado, de manera atenta y respetuosa se presenta ante esta 

Soberanía, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL 

PUEBLO DECRETA: 

 

ARTÍCULO PRIMERO: Se reforma el artículo 279, del Código Penal del Estado Libre y Soberano 

de Durango, para quedar de la manera siguiente: 

Artículo 279… 

… 

… 

… 

Al que por cualquier medio obligue, procure, propicie, induzca o facilite el matrimonio o el 

establecer una relación de hecho entre menores o entre persona adulta y persona menor de 
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edad para cohabitar y hacer una vida en común, sin fines de lucro o a cambio de un pago en 

efectivo o en especie, aun cuando sean los padres o quienes ejerzan la patria potestad, tutela 

o guarda y custodia, quienes obliguen a las personas menores de edad involucradas, se 

impondrá la pena de dos a ocho años de prisión y multa de ciento cuarenta y cuatro a 

quinientas setenta y seis veces la Unidad de Medida y Actualización. 

Al que procure o facilite la práctica de la mendicidad, se le impondrán de tres a ocho años de 

prisión y multa de doscientas dieciséis a quinientas setenta y seis veces la Unidad de Medida y 

Actualización. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Se reforma la fracción I del artículo 151, del Código Civil vigente en el 

Estado de Durango, para quedar de la manera siguiente: 

Artículo 151. Son impedimentos para celebrar el matrimonio: 

I. La falta de cumplimiento de la mayoría de edad de los contrayentes, aunque esto vaya en 

contra de las tradiciones, usos y costumbres; 

II a la XI… 

… 

 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. La presente reforma entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado. 

 

SEGUNDO.  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

 

A t en t a m en t e 

Victoria de Durango, Dgo. a 22 de mayo de 2023 
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DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

 

DIP. JOEL CORRAL ALCÁNTAR 

 

DIP. GERARDO GALAVIZ MARTÍNEZ 

 

DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO 

 

DIP. VERÓNICA PÉREZ HERRERA 

 

DIP. FERNANDO ROCHA AMARO 

 

DIP.  FRANCISCO LONDRES BOTELLO CASTRO 

 

DIP. J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA 
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LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE CULTURA, POR EL 

QUE SE DEROGA LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 104 DE LA LEY DE CULTURA 

PARA EL ESTADO DE DURANGO.   

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Cultura, le fue turnada para su estudio y dictamen correspondiente, iniciativa con 

Proyecto de Decreto, enviada por el DR. ESTEBAN ALEJANDRO VILLEGAS VILLARREAL, 

Gobernador del Estado de Durango, la iniciativa que contiene derogaciones a la Ley de Cultura 

para el Estado de Durango, por lo que en cumplimiento a la responsabilidad encomendada y de 

conformidad con lo dispuesto por la fracción I del artículo 93, y los diversos artículos 150, 183, 184, 

186, 187, 188, 189, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos 

permitimos presentar a la consideración de esta Honorable Asamblea, el presente dictamen, con 

base en los siguientes antecedentes y consideraciones que valoran y motivan la aprobación del 

mismo.  

 

A N T E C E D E N T E S 

En la sesión de la comisión permanente con fecha 02 de febrero del año 2023, el H. Congreso del 

Estado de Durango recibió por parte del DR. Esteban Alejandro Villegas Villarreal, Gobernador 

del Estado de Durango, la iniciativa que contiene derogaciones a la Ley de Cultura para el 

Estado de Durango; iniciativa que fue turnada a este órgano dictaminador por la Presidencia de la 

Mesa Directiva. 

C O N S I D E R A N D O S: 

 

PRIMERO.-. La iniciativa a consideración tiene como finalidad sustraer a la Escuela de la Música 

Mexicana como parte de la estructura orgánica y administrativa del Instituto de Cultura del Estado 

de Durango para re adscribirla a la Secretaría de Educación del Estado de Durango. 

SEGUNDO. Ahora bien, en nuestra Constitución Política Local en su artículo 28 menciona lo 

siguiente:  
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“ARTÍCULO 28.- - Toda persona tiene derecho a la cultura y a participar de la 

vida cultural de su comunidad. El Estado garantizará la conservación y 

promoción del patrimonio histórico, cultural y artístico de Durango; protegerá y 

promoverá en todas sus manifestaciones y expresiones, la diversidad cultural 

existente en la entidad, la libertad creativa y fortalecerá su identidad 

duranguense.  

El patrimonio y las expresiones culturales y artísticas de los pueblos y 

comunidades indígenas y comunidades menonitas del Estado serán objeto de 

especial reconocimiento y protección.  

Toda persona tiene derecho a la libre producción y creación artística, científica y 

técnica.” 

Esto consagra que se reconoce el acceso a la cultura como un derecho fundamental. 

TERCERO.-. Así mismo, en el artículo 22 de nuestra Constitución Política Local expresa lo siguiente:  

“ARTICULO 22… 

El Estado promoverá la educación superior, la investigación científica y 

tecnológica y la difusión de la cultura.  

La educación pública será laica y gratuita; su objetivo será el pleno desarrollo de 

la personalidad y las capacidades de los estudiantes; promoverá la conservación 

y difusión del patrimonio artístico, histórico, científico y cultural de Durango; 

estimulará el pensamiento crítico e impulsará el conocimiento y respeto de los 

derechos humanos, la cultura de paz, el amor a la patria y a Durango, la 

solidaridad, la justicia, la democracia y la tolerancia, la igualdad de género, la 

preservación de la naturaleza y el respeto a la ley.” 

En ese sentido la Ley de Educación del Estado de Durango en su artículo 5 dispone; Además de 

impartir la educación básica y la media superior, el Gobierno del Estado de Durango promoverá y 

atenderá todos los tipos del servicio educativo, incluida la educación superior, apoyará la 

investigación científica y tecnológica, fomentará y difundirá la cultura e impulsará el deporte y la 

actividad física para la salud. Al igual en el artículo 21 en sus fracciones II, XXII menciona lo siguiente: 

“ARTÍCULO 21. Corresponden a la Secretaría, las siguientes atribuciones: … 
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I.- Prestar servicios de Educación Inicial, Especial, y para Adultos e implementar 

Programas Específicos de Capacitación para el Trabajo, en función de las 

necesidades productivas de los Municipios, las regiones y el Estado; así como 

Programas de Educación Extraescolar, de Actividades Culturales, Artísticas, 

Deportivas y de Recreación; 

… 

XXII.- Fomentar y difundir actividades artísticas, culturales y físico-deportivas en 

todas sus manifestaciones; “ 

 

Esto considera que el derecho que le asiste a toda persona al acceso a la cultura, es una virtud de 

garantizar los derechos humanos y dar relevancia para el ejercicio de sus derechos culturales y que 

al igual es uno de los objetivos de la educación, el de fomentar en los duranguenses el arte y la 

cultura, permitiendo que formen parte del currículo que contribuya a su desarrollo personal y social. 

CUARTO.-. Dado lo anterior, esta dictaminadora coincide con el planteamiento de la iniciativa aludida 

en el proemio del presente Decreto, en virtud de consolidar y fomentar la cultura en el Estado y que 

las artes se vuelvan un pilar primordial en la educación, a fin de que se reciba una educación de 

calidad procurando siempre la enseñanza cultural a través de cursos, talleres, actividades 

relacionadas con las diversas disciplinas artísticas y culturales, entre otros.  

Por lo anterior expuesto y considerado, esta Comisión que dictamina, estima que la iniciativa cuyo 

estudio nos ocupa, es procedente. Así mismo nos permitimos someter a la consideración de esta 

Honorable Representación Popular, para su discusión y aprobación correspondiente en su caso, el 

siguiente.  

 

PROYECTO DE DECRETO 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL 

PUEBLO DECRETA: 
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PRIMERO. – Se deroga la fracción VI del artículo 104 de la Ley de Cultura para el Estado de 

Durango, para quedar de la siguiente manera: 

 

Articulo 104. … 

De la I. a la V. … 

 

VI. Se deroga. 

 

De la VII. a la XXVII … 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Gobierno del Estado de Durango. 

Segundo. -  Los recursos humanos, materiales y financieros de la Escuela de la Música Mexicana 

del Instituto de Cultura del Estado de Durango, se transfieren al área que designe la Secretaría de 

Educación del Estado de Durango, a más tardar el 31 de diciembre de 2024, la cual determinará la 

calidad con la que se adscriba ello. 

Tercero. – Se derogan todas las disposiciones legales y administrativas que se opongan en el 

presente Decreto. 

 

El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 

observe. 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 19 

(diecinueve) días del mes abril del año 2023 (dos mil veintitrés). 
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LA COMISIÓN DE CULTURA 

 

 

DIP. JOSÉ RICARDO LÓPEZ PESCADOR  

PRESIDENTE 

 

 

 

 

DIP. SANDRA LILIA AMAYA ROSALES 

                   SECRETARIA 

 

 

 

DIP. SUSY CAROLINA TORRECILLAS SALAZAR 

       VOCAL 

 

 

 

 

DIP. VERÓNICA PÉREZ HERRERA 

    VOCAL 

 

 

                                                           DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO 

 VOCAL 

 

 

DIP. EDUARDO GARCÍA REYES 

VOCAL 
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LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE DESARROLLO 

URBANO Y OBRAS PÚBLICAS, POR EL CUAL SE EXPIDE LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS 

Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LA MISMA PARA EL ESTADO DE DURANGO Y 

SUS MUNICIPIOS.  
 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Desarrollo Urbano y Obras Públicas, le fue turnada para su estudio y dictamen 

correspondiente, la iniciativa enviada por las y los CC. Diputadas y Diputados, Luis Enrique Benítez 

Ojeda, José Ricardo López Pescador, Joel Corral Alcántar, Alejandro Mojica Narvaez, Ricardo 

Fidel Pacheco Rodríguez, José Antonio Solís Campos, Gabriela Hernández López, Susy 

Carolina Torrecillas Salazar, Silvia Patricia Jiménez Delgado, Sandra Luz Reyes Rodríguez, 

Rosa María Triana Martínez, Pedro Toquero Gutiérrez, Sughey Adriana Torres Rodríguez, 

Teresa Soto Rodríguez, Fernando Rocha Amaro y J. Carmen Fernández Padilla, integrantes del 

Sexagésima Novena Legislatura, la cual contiene la Ley de Obras Públicas del Estado de Durango 

y sus Municipios; por lo que en cumplimiento a nuestra responsabilidad encomendada, y con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 93 fracción I, 118 fracción VI, 125, 183, 184, 187, 188, 

189 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos 

presentar a la consideración de esta Honorable Asamblea, el presente dictamen, con base en los 

siguientes antecedentes y consideraciones que motivan la aprobación de la misma. 

 

A N T E C E D E N T E S 

 

Con fecha 24 de mayo de 2022, le fue turnada a este órgano dictaminador iniciativa que contiene 

Ley de Obras Públicas del Estado de Durango y sus Municipios, la cual fue presentada por los CC. 

Diputados Integrantes de la Coalición Parlamentaria “Va Por Durango” que se aluden en el proemio 

del presente Dictamen; todos de la LXIX Legislatura. 

C O N S I D E R A C I O N E S  

 

PRIMERO. Que el Honorable Congreso del Estado de Durango, es competente para legislar en las 

materias que no estén reservadas al Congreso de la Unión, de conformidad con lo previsto en los 

artículos 73 fracción XXIX-C de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 82 de la 
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C. 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, así como, en aquellas en que existan 

facultades concurrentes, conforme a leyes federales. 

 

SEGUNDO. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado 

de Durango, a la Comisión de Desarrollo Urbano y Obras Públicas le corresponde el estudio y 

dictamen de la legislación relacionada con las obras públicas, la planeación urbana, los 

asentamientos humanos (Sic.), por lo que es competente para analizar, estudiar y en su caso, 

dictaminar la iniciativa citada al proemio del presente documento.   

 

TERCERO.  La Comisión observa, que los iniciadores, ingresaron la iniciativa de mérito, con la 

finalidad de actualizar el marco normativo en materia de obra pública y servicios relacionados con la 

misma, obedeciendo a que no cumple con las exigencias de la dinámica social actual, lo cual tiene 

implicaciones negativas en la calidad de la infraestructura en la entidad, en la eficiencia del gasto 

público y por tanto en el desarrollo económico. Al respecto, los iniciadores establecen: 

(…) existen deficiencias jurídicas en este ordenamiento, que disminuyen la posibilidad de garantizar 
infraestructura de calidad y eficiencia en el gasto público; obedeciendo en parte, a que no se han 
introducido reformas medulares para que en un ambiente de modernidad y desarrollo se elabore un 
ordenamiento jurídico promotor del desarrollo integral de la economía y de las tareas productivas del 
Estado y los Municipios1.  

Como parte de las soluciones legislativas que contempla la iniciativa, la cual tiene como finalidad, 

optimizar el gasto público, así como eficientar los procesos administrativos relacionados con la 

ejecución de obra pública en el Estado, los promoventes destacan las siguientes medidas, entre 

otras, actualizar la denominación de dependencias, entidades y de ordenamientos legales, que ya 

han sido superados por otras reformas legislativas o bien para precisar conceptos. 

CUARTO.  A partir del análisis de la iniciativa citada en el proemio del presente dictamen, se derivó 

un proyecto de Decreto que expide la Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma 

para el Estado de Durango y sus Municipios, la cual tiene como objeto, abrogar la Ley de Obras 

Públicas del Estado de Durango, la cual, data de fecha 10 de junio de 1999, para crear una normativa 

moderna y eficaz que permita optimizar y racionalizar el uso y aplicación de recursos, haciendo 

posible articular la actividad gubernamental a las necesidades de la sociedad duranguense, así como 

modernizar los procesos administrativos de licitación y ejecución de obras públicas en el Estado y 

sus municipios.  

 
1 https://congresodurango.gob.mx/Archivos/LXIX/GACETAS/ORDINARIO/GACETA83.pdf 
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El Proyecto en mención, se integra por 120 artículos divididos en ocho Títulos, el primero 

denominado Disposiciones Generales que contiene los capítulos de Generalidades y De la 

Planeación, Programación y Presupuestación de la Obra Pública; el segundo denominado De los 

Procedimientos de Contratación cuyos tres capítulos se denominan, Generalidades, De la Licitación 

Pública, De las Excepciones a la Licitación Pública; el tercero denominado De los Contratos, el cual 

contiene dos capítulos los cuales se denominan De la Contratación y De la Ejecución; el cuarto 

intitulado De la Administración Directa, el cual contiene un capítulo único denominado De la 

Administración Directa; el quinto denominado Del Padrón de Contratistas de Obra Pública, cuyos 

dos capítulos se denominan Del Registro de Contratistas y De la Suspensión y Cancelación del 

Registro; el sexto denominado De la Información y Verificación, el cual contiene un capítulo único 

con ésta misma denominación; el séptimo denominado De las Infracciones y Sanciones, el cual 

contiene un capítulo único intitulado de la misma forma y finalmente el octavo denominado De la 

Solución de Controversias, el cual contiene tres capítulos los cuales se denominan De la Instancia 

de Inconformidad, Del Procedimiento de Conciliación y De Otros Mecanismos de Solución de 

Controversias. 

QUINTO.  En el proyecto, se atiende a la armonización legislativa, conforme a la Ley de Obras 

Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; atendiendo a que ello contribuirá a garantizar el 

cumplimiento de las obligaciones constitucionales, reducirá la posibilidad de conflictos jurídicos, 

además, promoverá una mejor coordinación para la planeación y programación de las obras públicas 

y servicios relacionados, entre los tres niveles de gobierno.  

SEXTO. Ahora bien, esta Comisión que dictamina estima oportuno modificar la denominación del 

nombre de la Ley que la iniciativa plantea, con el objetivo que la adecuación asegure una mejor 

regulación respecto de la obra pública y de aquellos servicios que se relacionan con la misma, para 

quedar como Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma para el Estado de Durango 

y sus Municipios. Asimismo, introduce importantes modificaciones que tienden a eficientar y 

simplificar diversos procedimientos relacionados con las contrataciones de obra pública, destacando 

las siguientes disposiciones:  

• Se armoniza con la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; lo cual 

permitirá unificar los procedimientos de licitación pública, evitándose la duplicidad de 

procedimientos en contratación con mezcla de recursos federales, y se facilitara la 

interpretación y el cumplimiento, dado que se homologan plazos, trámites y procedimientos.  
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• Se propone una distribución orgánica del ordenamiento, que atienda a la funcionalidad 

cronológica de la Ley; desde la etapa de planeación hasta la terminación de la obra, por lo 

que el texto es más sencillo de consultar. 

 

• Se prevé profesionalizar la prestación del servicio del residente de obra, estableciendo como 

requisito que tenga una profesión a fin a la materia de obra pública. 

 

 

• Se integra el Consejo Consultivo de Obra Pública, para dar participación a la sociedad civil, 

representada por el gremio constructor. 

 

 

• Se establece que, en las licitaciones públicas internacionales, las dependencias, entidades 

y municipios deben requerir que las obras o servicios a contratar, utilicen por lo menos el 

treinta por ciento de mano de obra nacional. 

 

• Se determina la imposibilidad de participar a los licitantes que se encuentren vinculados 

entre sí, por algún socio común, lo cual brinda transparencia y legalidad.   

 

• Se establece la obligatoriedad de contratar como mínimo un 90% de contratistas locales, en 

las modalidades de invitación a cuando menos tres personas y en adjudicaciones directas, 

con la finalidad de fortalecer su competitividad sin afectar la libre competencia.  

 

• Se incorpora la posibilidad de que participen en los procedimientos de licitación pública, 

representantes de la sociedad civil en calidad de observadores, bajo la condición de registrar 

su asistencia y abstenerse de intervenir, para asegurar que dicho procedimiento se realice 

con auténtica transparencia y rendición de cuentas que exige la sociedad.  

 

• Se establece que en las licitaciones públicas se podrán utilizar medios electrónicos, 

conforme a las disposiciones administrativas que emita la Contraloría. Lo anterior, sin 

perjuicio de que los licitantes puedan optar por presentar sus proposiciones por escrito 

durante el acto de presentación y apertura de las mismas. Además, se precisa el medio 

electrónico en el cual se publicarán las convocatorias a dichas licitaciones, es decir, de 

COMPRANET a Compras Estatal. El uso de tecnologías de la información, es una 

innovación que contribuye a la simplificación administrativa, y la reducción de costos para 

los contratistas.  
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• Se detallan con mayor precisión, los requisitos de las bases de las convocatorias de las 

licitaciones públicas, para una mejor elaboración de las propuestas que se presenten; dando 

claridad y reducción de la discrecionalidad.  

 

• Se prevé que, en la participación, adjudicación o contratación de obra pública o servicios 

relacionados con la misma, no podrán establecerse requisitos que tengan por objeto o efecto 

limitar el proceso de competencia y libre concurrencia. 

 

• Se establece que la apertura tanto de la propuesta técnica como la económica, en los 

procedimientos de licitación, se celebren separadamente, pero dentro de un mismo acto; con 

la finalidad de economizar tiempos, eliminar trámites burocráticos, y se garantiza mayor 

certeza a los participantes de que entre las propuestas presentadas se elige la mejor y que 

participan en igualdad de circunstancias. 

 

• Se propone establecer el criterio de que, si dos o más propuestas son solventes, por que 

satisfacen la totalidad de requerimientos, el contrato se adjudicara a quien presente las 

mejores condiciones en cuanto a precio, calidad, financiamiento y oportunidad, en 

contraposición a la prevención de la Ley que se abroga, que únicamente establece como 

factor de decisión el precio más bajo.  

 

• En aras de transparentar la materia de contratación de obra pública se previene la obligación 

de los Entes Públicos de publicitar los procedimientos respectivos, en las modalidades de 

adjudicación directa e invitación a cuando menos tres personas. 

 

• Se adicionan nuevos requisitos que deberán contener los contratos de obra pública, con el 

objetivo de regular de forma precisa los derechos y obligaciones de las partes; generando 

mayor certeza entre las mismas.  

 

• Se establecen retenciones por incumplimiento al programa de ejecución de obra, pero 

recuperables, siempre y cuando se realicen los trabajos dentro del periodo contractual. 

 

• Se establece como Único Padrón de Contratistas obligatorios a nivel estatal, el 

implementado por SECOPE y se excluye la posibilidad de exigir la incorporación a un padrón 

diverso, como condicionante para contratación de obra pública; lo cual disminuye.  

 

• Se incorpora un capítulo respecto de la ejecución de obra pública, siendo relevante ya que 

se determina el programa de ejecución de la obra por medio del cual se medirán los avances 
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de la misma, además de que se establece la posibilidad de que el propio contratista pueda 

adquirir de manera transparente algún inmueble que sea necesario para su ejecución.  

 

• Se regula con mayor precisión la mecánica de operación para el caso de terminación 

anticipada y recisión administrativa de los contratos de obra pública; se reducen plazos y se 

definen términos relacionados con los procedimientos involucrados en la recisión de 

contratos. (de 20 a15 días).  

 

De esta manera, con las modificaciones que se han precisado anteriormente, se busca que el texto 

de ambos ordenamientos legales sea uniforme y la legislación local se encuentre actualizada. 

 

SÉPTIMO. En general, la Comisión prevé que con el proyecto, se fortalece el sistema normativo 

global, haciendo más eficaz y eficiente la aplicación de los recursos públicos; ya que con las medidas 

previstas, se contribuye a mejorar los estándares y mecanismos de planeación y programación de 

las obras públicas y servicios relacionados con la misma, entre los diferentes órdenes de gobierno; 

y se  prescriben medidas que contribuyen a sentar las bases, para garantizar  procedimientos de 

licitación y contratación ágiles, competitivos, transparentes y en igualdad de condiciones, con 

implicaciones en la calidad y la sustentabilidad de las obras públicas y servicios relacionados con la 

misma.  

 

Al respecto, nuestra Carta Magna, en su artículo 134, establece las condiciones bajo las cuales se 

deberá administrar y evaluar el gasto público, así como los términos en los que se deben realizar las 

licitaciones:  

 

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, 

los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con 

eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén 

destinados. 

Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas que 

establezcan, respectivamente, la Federación y las entidades federativas, con el objeto de propiciar 

que los recursos económicos se asignen en los respectivos presupuestos en los términos del párrafo 

precedente. Lo anterior, sin menoscabo de lo dispuesto en los artículos 26, Apartado C, 74, fracción 

VI y 79 de esta Constitución.  

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de 

servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que realicen, se adjudicarán o 

llevarán a cabo a través de licitaciones públicas mediante convocatoria pública para que 

libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto 
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públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en cuanto a 

precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

Cuando las licitaciones a que hace referencia el párrafo anterior no sean idóneas para 

asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, 

requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad y 

honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado.  

El manejo de recursos económicos federales por parte de las entidades federativas, los municipios 

y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se sujetará a las bases de este artículo y 

a las leyes reglamentarias. La evaluación sobre el ejercicio de dichos recursos se realizará por las 

instancias técnicas de las entidades federativas a que se refiere el párrafo segundo de este artículo. 

….. 

En este mismo sentido, el artículo 160 de la Constitución Local, expresa lo siguiente, en tanto al 

manejo de los recursos públicos y las condiciones en que se realizan las licitaciones:  

ARTÍCULO 160.- En el manejo de los recursos públicos, los poderes del Estado, los órganos 
constitucionales autónomos y los municipios se ajustarán a los principios de eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia, imparcialidad, honradez y responsabilidad social para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados.  

Las obligaciones o empréstitos que autorice el Congreso del Estado deberán destinarse a 
inversiones públicas productivas y a su refinanciamiento o reestructura, las cuales deberán realizarse 
bajo las mejores condiciones del mercado; en ningún caso podrán destinar empréstitos para cubrir 
gasto corriente.  

El Estado y los Municipios podrán contratar obligaciones para cubrir sus necesidades de corto plazo, 
sin rebasar los límites máximos y condiciones que establezca la ley general expedida por el 
Congreso de la Unión. Las obligaciones a corto plazo, deberán liquidarse a más tardar tres meses 
antes del término del periodo de gobierno correspondiente y no podrán contratarse nuevas 
obligaciones durante esos últimos tres meses.  

Las licitaciones públicas contempladas en la ley, tendrán por objeto asegurar al Estado las 
mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y 
demás circunstancias pertinentes.2 

…. 

 

OCTAVO. A su vez, la Comisión considera que, con el Proyecto, se atiende al Objetivo 5 de la 

Agenda Legislativa 2021-2024, denominado, Regular Promover el Desempeño de Gobierno, que, en 

su línea de acción, Presupuesto Eficiente y Responsable; se prevén llevar a cabo acciones 

legislativas, con el fin de hacer más eficiente el gasto público, y contribuir a impulsar el desarrollo y 

 
2 

https://congresodurango.gob.mx/Archivos/legislacion/CONSTITUCION%20POLITICA%20DEL%20ESTA

DO%20(NUEVA).pdf 
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el crecimiento económico. Para lo cual se contempla como acción específica, impulsar la 

armonización del marco normativo local y federal en materia de obras públicas.  

NOVENO. Coincidimos con los iniciadores en sus propósitos, ya que la falta de normatividad 

apropiada a la fecha ha quedado rebasada respecto a los retos, necesidades y expectativas de 

nuestra Entidad, por lo que se propone la expedición de un nuevo ordenamiento, en donde se 

contemplan las adecuaciones con la Ley Federal en la materia, las necesidades de nuestro Estado 

y los municipios con lo que se promueve la publicidad y competencia en los procesos de contratación 

de obra pública, brindando certeza jurídica y equidad en los citados procesos a los participantes. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, esta Comisión que dictamina, estima que la 

iniciativa cuyo estudio nos ocupa es procedente con las adecuaciones y aportaciones señaladas; lo 

anterior, con fundamento en lo que dispone el artículo 189 último párrafo de la Ley Orgánica del 

Congreso del Estado de Durango, en virtud de considerar que la misma, obedece al mejoramiento 

de forma y fondo jurídicos; por lo que se somete a la determinación de esta Honorable 

Representación Popular, para su discusión y aprobación, en su caso, el siguiente:  

P R O Y E C T O    D E    D E C R ET O 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL 

PUEBLO, DECRETA:  

 

ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma 

para el Estado de Durango y sus Municipios, para quedar como sigue:  

 

LEY DE OBRA PÚBLICA Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LA MISMA PARA EL ESTADO 

DE DURANGO Y SUS MUNICIPIOS  

 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

 

Capítulo I 

Generalidades 

 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y tiene por objeto reglamentar los 

aspectos relativos a la planeación, programación, presupuestación, adjudicación, contratación, 
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ejecución, supervisión, conservación, mantenimiento, ampliación, demolición, coordinación y control 

de obra pública que se lleve a cabo en la entidad, a través de las dependencias de la administración 

pública, centralizada y paraestatal, así como los municipios que conforman el Estado; la cual 

atenderá las directrices establecidas por los artículos 40 y 48 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Durango, referidas a la materia de obra pública y servicios relacionados con la 

misma. 

 

Los Poderes Legislativo y Judicial, así como las demás personas de derecho público de carácter 

estatal con autonomía legal, podrán adoptar los criterios y procedimientos previstos en esta Ley, 

sujetándose a sus propios órganos de control. El Ejecutivo podrá convenir con éstos, cuando así lo 

soliciten, la coordinación de las operaciones regidas por esta Ley. 

 

Artículo 2. Quedan sujetos a las disposiciones de esta Ley, la obra pública y los servicios 

relacionados con la misma, que contraten el Estado, las dependencias, las entidades y los 

municipios, cuando se realicen con cargo total o parcial a fondos estatales o municipales. 

 

Cuando por las condiciones especiales de la obra pública o de los servicios relacionados, se requiera 

la intervención de dos o más Entes Públicos, cada uno de ellos será responsable de la ejecución de 

la parte de los trabajos que le corresponda, sin perjuicio de la responsabilidad que, en razón de sus 

respectivas atribuciones, tenga la encargada de la planeación y programación del conjunto. 

 

El Ente Público encargado de la planeación y programación de la obra pública conjunta coordinará 

la integración de los expedientes técnicos de obra pública o servicios relacionados, los cuales 

deberán incluir los proyectos ejecutivos y los estudios técnicos necesarios que realice cada uno de 

los Entes Públicos involucrados. 

 

Será responsabilidad de los Entes Públicos mantener adecuada y satisfactoriamente aseguradas las 

obras públicas a partir del momento de su recepción. 

 

Artículo 3. Serán supletorios de esta Ley y de las demás disposiciones que de ella se deriven, en lo 

que corresponda, el Código Civil del Estado de Durango, la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de Durango, el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Durango, la Ley de Gestión 

Ambiental Sustentable para el Estado de Durango, la Ley de Planeación del Estado de Durango, la 

Ley de Vivienda del Estado de Durango, la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 

y Desarrollo Urbano del Estado de Durango y, la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de 

Durango. 

 

Los Entes Públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, para efectos administrativos, 

quedan facultadas para interpretar esta Ley y dictar las disposiciones necesarias para el 

cumplimiento y aplicación de las mismas. 

 

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

 

I. COMITÉ: Al Comité de Obra Pública de cada Ente Público; 
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II. COMPRAS ESTATAL: El sistema electrónico de información pública gubernamental 

sobre obra pública y servicios relacionados con la misma, contrataciones, supervisión y 

control de la obra, el cual estará a cargo de la Secretaría de la Contraloría del Estado de 

Durango; 

 

III. CCOP: Consejo Consultivo de la Obra Pública; 

 

IV. CONTRALORÍA: La Secretaría de Contraloría del Estado de Durango; 

 

V. CONTRATISTA: La persona, física o moral, que celebre contratos de obra pública y 

servicios relacionados con la misma; 

 

VI. CONVOCATORIA: Documento mediante el cual se invita a las personas físicas y 

morales directamente o mediante su publicación en Compras Estatal a participar en un 

procedimiento de licitación de obra pública o servicio relacionado con la misma;  

 

VII. DEPENDENCIAS: Las establecidas por el artículo 19 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de Durango; 

 

VIII. ENTES PÚBLICOS: Las dependencias, entidades y los municipios en los términos 

establecidos en la presente Ley; 

 

IX. ENTIDADES: Las señaladas por el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública del Estado de Durango; 

 

X. EXPEDIENTE TÉCNICO: A la cédula de información básica, estudios técnicos, 

permisos, licencias, factibilidades, proyecto ejecutivo y especificaciones particulares; 

 

XI. FINANZAS: La Secretaría de Finanzas y de Administración del Estado de Durango; 

 

XII. LEY: La Ley de Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma para el Estado de 

Durango y sus Municipios; 

 

XIII. LICITANTE: La persona que participa en cualquier procedimiento de licitación pública o 

de invitación a cuando menos tres personas; 

 

XIV. MUNICIPIOS: Cada una de las entidades locales básicas de la organización territorial 

del Estado; 

 

XV. OBRA PÚBLICA: Todo trabajo que tenga por objeto crear, construir, conservar, instalar, 

ampliar, adecuar, remodelar, demoler, mantener, modificar y restaurar bienes inmuebles 

de uso público; 
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XVI. PROYECTO ARQUITECTÓNICO: El que define la forma, estilo, distribución y el diseño 

funcional de una obra. Se expresará por medio de planos, maquetas, perspectivas, 

dibujos artísticos, entre otros; 

 

XVII. PROYECTO DE INGENIERÍA: El que comprende los planos constructivos, memorias 

de cálculo y descriptivas, especificaciones generales y particulares aplicables, así como 

plantas, alzados, secciones y detalle, que permitan llevar a cabo una obra civil, eléctrica, 

mecánica o de cualquier otra especialidad; 

 

XVIII. PROYECTO EJECUTIVO: El conjunto de planos y documentos que conforman los 

proyectos arquitectónicos y de ingeniería de una obra, el catálogo de conceptos, así 

como las descripciones e información suficientes para que ésta se pueda llevar a cabo; 

 

XIX. REGLAMENTO: El Reglamento de esta Ley; 

 

XX. SECOPE: La Secretaría de Comunicaciones y Obras Públicas del Estado de Durango, 

y 

 

XXI. SERVICIOS RELACIONADOS CON LA OBRA PÚBLICA: Los trabajos que tengan por 

objeto concebir, diseñar y calcular los elementos que integran un proyecto de obra 

pública; las investigaciones, estudios, asesorías y consultorías que se vinculen con las 

acciones que regula esta Ley; la dirección o supervisión de la ejecución de las obras y 

los estudios que tengan por objeto rehabilitar, corregir o incrementar la eficiencia de las 

instalaciones. 

 

Artículo 5. En materia de obra pública, los titulares de los Entes Públicos serán los responsables de 

que, en la adopción e instrumentación de acciones que deban llevar a cabo, en cumplimiento de esta 

Ley, se observen criterios que promuevan la profesionalización, modernización y desarrollo 

administrativo, la descentralización de funciones y la efectiva delegación de facultades.  

 

Se establece la obligatoriedad de que los residentes de obra tendrán que cumplir con el perfil afín a 

las funciones que realicen, para lo cual deberán contar con título y cédula profesionales, acorde a la 

materia correspondiente.  

 

Artículo 6. Dentro de la obra pública quedan comprendidos los siguientes conceptos: 

 

I. La construcción, instalación, conservación, mantenimiento, reparación, restauración, 

ampliación y demolición de los bienes inmuebles, incluidos los que tienden a mejorar y 

utilizar la infraestructura agropecuaria del Estado y de los municipios, así como los 

trabajos de exploración, localización, perforación, extracción y aquellos similares que 

tengan por objeto la explotación y desarrollo de los recursos naturales que se encuentran 

en el suelo o en el subsuelo y los bienes inmuebles destinados a un servicio público o al 

uso común;  
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II. Los proyectos integrales, en los cuales el contratista se obliga desde el diseño de la obra 

hasta su terminación total incluyéndose, cuando se requiera, la transferencia de 

tecnología; 

 

III. La instalación, montaje, colocación o aplicación, incluyendo las pruebas de operación 

de bienes muebles que deban incorporarse, adherirse o destinarse a un inmueble, 

siempre y cuando dichos bienes sean proporcionados por la convocante al contratista; 

o bien, cuando incluyan la adquisición y su precio sea menor al de los trabajos que se 

contraten; 

 

IV. Las asociadas a proyectos de infraestructura que impliquen inversión a largo plazo y 

amortización programada en los términos de esta Ley, en las cuales el contratista se 

obligue desde la ejecución de la obra, su puesta en marcha, mantenimiento y operación 

de la misma; 

 

V. Los trabajos de infraestructura agropecuaria, y 

 

VI. Todos aquéllos de naturaleza análoga, salvo que su contratación se encuentre regulada 

en forma específica por otras disposiciones legales. 

 

Artículo 7. Quedan comprendidos dentro de los servicios relacionados con la obra pública los 

siguientes conceptos: 

 

I. La planeación y el diseño, incluyendo los trabajos que tengan por objeto concebir, 

diseñar, proyectar y calcular los elementos que integran un proyecto de ingeniería 

básica, estructural, de instalaciones, de infraestructura, industrial, electromecánica y de 

cualquier otra especialidad de la ingeniería que se requiera para integrar un proyecto 

ejecutivo de obra pública; 

 

II. La planeación y el diseño, incluyendo los trabajos que tengan por objeto concebir, 

diseñar, proyectar y calcular los elementos que integran un proyecto urbano, 

arquitectónico, de diseño gráfico o artístico y de cualquier otra especialidad del diseño, 

la arquitectura y el urbanismo, que se requiera para integrar un proyecto ejecutivo de 

obra pública; 

 

III. Los estudios económicos y de planeación, de preinversión, factibilidad técnico 

económica, ecológica o social, de evaluación, adaptación, tenencia de la tierra, 

financieros, de desarrollo y restitución de la eficiencia de las instalaciones; 

 

IV. Los trabajos de coordinación, supervisión y control de obra, de laboratorio de análisis y 

control de calidad; de laboratorio de geotecnia, de resistencia de materiales y 

radiografías industriales; de preparación de especificaciones de construcción, 

presupuestación o la elaboración de cualquier otro documento o trabajo para la 

adjudicación del contrato de obra correspondiente; 
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V. Los dictámenes, peritajes, avalúos y auditorías técnico normativas y estudios aplicables 

a las materias que regula esta Ley; 

 

VI. Los estudios que tengan por objeto rehabilitar, corregir, sustituir o incrementar la 

eficiencia de las instalaciones en un bien inmueble, y 

 

VII. Todos aquellos de naturaleza análoga. 

 

Los contratos de servicios relacionados con las obras públicas sólo se podrán celebrar cuando las 

áreas responsables de su ejecución no dispongan cuantitativa o cualitativamente de los elementos, 

instalaciones y personal para llevarlos a cabo, lo cual deberá justificarse a través del dictamen que 

para el efecto emita el titular del área responsable de los trabajos. 

 

Artículo 8. En las placas inaugurales conmemorativas o de identificación de la obra pública y 

servicios relacionados con la misma que realicen los Entes Públicos, no deberán consignarse los 

nombres del Gobernador del Estado, presidentes municipales, ni de cualquier otro funcionario 

público, durante el tiempo de su encargo, ni el de sus cónyuges o parientes hasta el segundo grado. 

 

En dichas placas deberá asentarse, únicamente, que la obra pública y los servicios relacionados con 

la misma fueron realizados por la instancia correspondiente, con el esfuerzo del pueblo y que se 

entrega para beneficio de éste. 

 

Tampoco podrán emplearse signos, eslogan, emblemas y colores alusivos a los partidos políticos o 

características de la administración en turno, en las obras realizadas. 

 

Es obligación de los funcionarios públicos adoptar y vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en el 

presente artículo; en caso contrario, se aplicará lo establecido en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

 

Artículo 9. Para el cumplimiento del objeto de esta Ley, la Contraloría tiene las siguientes 

atribuciones: 

 

I. Actuar como órgano de control y vigilancia dentro de los procedimientos de licitación, 

adjudicación, contratación, supervisión y ejecución de las materias a que se refiere esta 

Ley, dándole la participación que corresponda a las autoridades de control y supervisión 

interna de los municipios, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 

 

II. Dictar las disposiciones administrativas que sean estrictamente necesarias para el 

adecuado cumplimiento de la Ley; 

 

III. Vigilar la observancia de criterios que promuevan la simplificación administrativa, la 

descentralización de funciones y la efectiva delegación de facultades; 

 

IV. Resolver las Inconformidades y el recurso de Revocación que se interponga con motivo 

de la aplicación de la presente Ley; 
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V. Participar con un representante, en el acto de apertura de proposiciones, para lo cual 

los Entes Públicos deberán enviarle la invitación correspondiente con una antelación 

mínima de tres días hábiles, previos al acto que se va a realizar, debiendo anexarle copia 

de la convocatoria o invitación; tratándose del procedimiento de invitación restringida, 

así como las bases de licitación correspondientes, y 

 

VI. Aplicar, directa o supletoriamente, las sanciones o infracciones, de conformidad con esta 

Ley. 

 

Artículo 10. Los Entes Públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias tendrán las 

siguientes facultades y obligaciones: 

 

I. Planear, programar, presupuestar, contratar y ejecutar obra pública; 

 

II. Celebrar los actos y contratos, previo procedimiento licitatorio, en los términos 

establecidos por esta Ley; 

 

III. Elaborar la convocatoria para el procedimiento de licitación, observando los requisitos y 

formalidades establecidos en el artículo 36 de esta Ley; 

 

IV. Emitir las bases de licitación para la contratación de obra pública, en los términos del 

artículo 40 de esta Ley; 

 

V. Observar estrictamente los procedimientos que establece esta Ley; 

 

VI. Proporcionar a Contraloría y a los interesados toda clase de información relacionada con 

la convocatoria a la licitación pública y con las bases de licitación correspondientes; 

 

VII. Integrarse y utilizar Compras Estatal en los términos establecidos por esta Ley; 

 

VIII. Considerar en la presupuestación de sus obras el dos al millar, tratándose de ejecución 

por administración directa y el cinco al millar para el caso de las obras que serán objeto 

de contratación, por concepto de derechos de inspección y vigilancia de obra y, en su 

momento oportuno, transferir dichos recursos a Contraloría, y 

 

IX. Las demás que señalen las Leyes y reglamentos aplicables. 

 

Artículo 11. Los actos, contratos y convenios que los Entes Públicos realicen o celebren en 

contravención a lo dispuesto por esta Ley, serán nulos. 

 

Las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de esta Ley, o de los contratos 

celebrados con base en ella, serán resueltas por los tribunales estatales, de conformidad con el 

ámbito competencial que les corresponda, en términos de la legislación vigente. 
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Lo anterior sin perjuicio de las inconformidades y recursos que presenten los interesados, en relación 

con los procedimientos de contratación respectivos, en los términos del Título Octavo de esta Ley. 

 

 

Capítulo II 

De la Planeación, Programación y Presupuestación de la Obra Pública 

 

Artículo 12. La planeación, programación, presupuestación y el gasto de las obras y servicios 

relacionados con las mismas, se sujetará a las disposiciones específicas del Presupuesto de Egresos 

contenido en la Ley de Egresos del Estado de Durango y de los Presupuestos de Egresos de los 

Municipios; a las disposiciones normativas que regulan el ejercicio y control del gasto público, a los 

preceptos de esta Ley y a los convenios, acuerdos y contratos que celebren la Federación, el Estado 

y los Municipios. 

 

Los recursos destinados a la obra pública y servicios relacionados con la misma se administrarán 

con eficiencia, eficacia, economía, transparencia, honradez e imparcialidad para satisfacer los 

objetivos a los que fueren destinados. 

 

 

Artículo 13. En la planeación de la obra pública y servicios relacionados con la misma, los Entes 

Públicos deberán ajustarse a: 

 

I. Los objetivos y prioridades del Plan Estatal y Planes Municipales de Desarrollo, así como 

a las previsiones contenidas en sus Programas Anuales de Obra y en los programas que 

de ellos deriven; 

 

II. Los objetivos, metas y previsiones de recursos establecidos en los correspondientes 

Presupuestos de Egresos estatal y municipales del ejercicio correspondiente, y 

 

III. A lo contemplado en los respectivos presupuestos estatal y municipales, en relación con 

las obras nuevas, obras en proceso, inconclusas, complementarias y prioritarias. 

 

Artículo 14. Los Entes Públicos que requieran contratar o realizar estudios o proyectos, previamente 

verificarán en sus archivos la existencia de trabajos sobre la materia de que se trate. 

 

En el supuesto de que se advierta la existencia de dichos trabajos y se compruebe que los mismos 

satisfacen sus requerimientos, no procederá la contratación, con excepción de aquellos trabajos que 

sean necesarios para su adecuación, actualización o complemento. 

 

Artículo 15. Los Entes Públicos que realicen obra pública y servicios relacionados con la misma, 

sea por contrato o por administración directa, así como los contratistas con quienes aquéllos 

contraten, observarán las disposiciones que, en materia de asentamientos humanos, desarrollo 

urbano y construcción, rijan en el ámbito federal, estatal y municipal. 

 



  
   

 

  

 
 

 40  

 

C. 

Los Entes Públicos, cuando sea el caso, previamente a la realización de los trabajos, deberán 

tramitar y obtener de las autoridades competentes, los dictámenes, permisos, licencias, derechos de 

bancos de materiales, así como la propiedad o la constitución de derechos reales, incluyendo 

derechos de vía y expropiación de inmuebles, sobre los cuales se ejecutará la obra pública o, en su 

caso, los derechos otorgados por quien pueda disponer legalmente de los mismos. 

 

En la convocatoria a la licitación se precisarán, en su caso, aquellos trámites que corresponda 

realizar al Contratista. 

 

Artículo 16. Sin perjuicio de lo previsto en el segundo párrafo del artículo anterior, los Entes Públicos 

deberán establecer en la convocatoria, en su caso, que los licitantes tendrán a su cargo gestionar la 

adquisición de los bienes inmuebles o constitución de derechos reales que correspondan y que sean 

necesarios para ejecutar la obra pública. 

 

La convocatoria siempre deberá considerar los montos necesarios para cubrir la adquisición de los 

inmuebles, bienes y derechos necesarios, cuidando que no se generen ventajas indebidas a los 

licitantes, que puedan ser previamente propietarios de los inmuebles o derechos reales destinados 

a la ejecución del proyecto. 

 

Artículo 17. Los Entes Públicos estarán obligadas a considerar los efectos sobre el medio ambiente 

que pueda causar la ejecución de la obra pública con sustento en la evaluación de impacto ambiental 

prevista por las Leyes de la materia. Los proyectos deberán incluir las acciones necesarias para que 

se preserven o restituyan, en forma equivalente, las condiciones ambientales, cuando éstas puedan 

ser objeto de deterioro, y se dará la intervención que corresponda a las diversas instancias que 

tengan atribuciones en la materia. 

 

Artículo 18. Los Entes Públicos pondrán a disposición del público en general, a través de Compras 

Estatal y de su página de Internet, a más tardar el 31 de marzo de cada año, su Programa Anual de 

Obra Pública y Servicios Relacionados con la Misma, correspondiente al ejercicio fiscal de que se 

trate, con excepción de aquella información que, de conformidad con las disposiciones aplicables 

sea de naturaleza reservada o confidencial, en los términos establecidos en la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Durango. 

 

La obra pública y servicios relacionados con la misma contenida en el citado programa podrá ser 

adicionada, modificada, suspendida o cancelada, sin responsabilidad alguna para los Entes Públicos 

de que se trate, debiendo informar de ello a Contraloría y actualizar el programa en Compras Estatal. 

 

Artículo 19.- Los Entes Públicos según las características, complejidad y magnitud de los trabajos 

formularán sus programas anuales de obra pública y de servicios relacionados con la misma y los 

que abarquen más de un ejercicio presupuestal, así como sus respectivos presupuestos, 

considerando: 

 

I. Los estudios de preinversión que se requieran para definir la factibilidad técnica, económica, 

ecológica y social de los trabajos; 
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II. Los objetivos y metas a corto, mediano y largo plazo; 

 

III. Las acciones previas, durante y posteriores a la ejecución de la obra pública, incluyendo, 

cuando corresponda, las obras principales, las de infraestructura, las complementarias y 

accesorias, así como las acciones para poner aquéllas en servicio; 

 

IV. Las características ambientales, climáticas y geográficas de la región donde deba realizarse 

la obra pública; 

 

V. Las normas aplicables conforme a la Ley Federal sobre Metrología y Normalización o, a falta 

de éstas, las normas internacionales; 

 

VI. Los resultados previsibles; 

 

VII. La coordinación que sea necesaria para resolver posibles interferencias y evitar duplicidad 

de trabajos o interrupción de servicios públicos; 

 

VIII. La calendarización física y financiera de los recursos necesarios para la realización de 

estudios y proyectos, la ejecución de los trabajos, así como los gastos de operación; 

 

IX. Las unidades responsables de su ejecución, así como las fechas previstas de iniciación y 

terminación de los trabajos; 

 

X. Las investigaciones, asesorías, consultorías y estudios que se requieran, incluyendo los 

proyectos arquitectónicos y de ingeniería necesarios; 

 

XI. La adquisición y regularización de la tenencia de la tierra, así como la obtención de los 

permisos de construcción necesarios; 

 

XII. La ejecución, que deberá incluir el costo estimado de las obras públicas y servicios 

relacionados con las mismas que se realicen por contrato y, en caso de realizarse por 

administración directa, los costos de los recursos necesarios; las condiciones de suministro 

de materiales, de maquinaria, de equipos o de cualquier otro accesorio relacionado con los 

trabajos; los cargos para pruebas y funcionamiento, así como los indirectos de los trabajos; 

 

XIII. Los trabajos de mantenimiento de los bienes inmuebles a su cargo; 

 

XIV. Los permisos, autorizaciones y licencias que se requieran; 

 

XV. Toda instalación pública deberá asegurar la accesibilidad, evacuación, libre tránsito sin 

barreras arquitectónicas, para todas las personas; y deberán cumplir con las normas de 

diseño y de señalización que se emitan, en instalaciones, circulaciones, servicios sanitarios 

y demás instalaciones análogas para las personas con discapacidad, y 

 

XVI. Las demás previsiones y características de los trabajos. 
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Artículo 20. En la obra pública y servicios relacionados con la misma, cuya ejecución rebase un 

ejercicio presupuestal, los Entes Públicos deberán determinar, tanto el presupuesto total como el 

relativo a los ejercicios de que se trate, en la formulación de los presupuestos de los ejercicios 

subsecuentes, además de considerar los costos que, en su momento se encuentren vigentes, se 

deberán tomar en cuenta las previsiones necesarias para los ajustes de costos y convenios que 

aseguren la continuidad de los trabajos. 

 

El presupuesto actualizado será la base para solicitar la asignación de cada ejercicio presupuestal 

subsecuente. 

 

La asignación presupuestal aprobada para cada contrato servirá de base para otorgar, en su caso, 

el porcentaje pactado por concepto de anticipo. 

 

Artículo 21. Los Entes Públicos solo podrán convocar, adjudicar o contratar obra pública o servicios 

relacionados con la misma, cuando cuenten con la autorización global o específica, representada 

por medio del respectivo oficio de disponibilidad presupuestal expedido por la correspondiente área 

encargada de la administración de los recursos financieros, que otorgue factibilidad económica a los 

programas de ejecución y pagos correspondientes. 

 

En casos excepcionales, previo a la autorización de la disponibilidad presupuestal, los Entes Públicos 

podrán solicitar a Finanzas o Cabildo, según corresponda, su aprobación para convocar, adjudicar y 

formalizar contratos cuya vigencia inicie en el ejercicio fiscal siguiente de aquél en que se formalizan. 

Los referidos contratos estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria del año en que se prevé el 

inicio de su vigencia, por lo que sus efectos estarán condicionados a la existencia de los recursos 

presupuestarios respectivos, sin que la no realización de la referida condición suspensiva origine 

responsabilidad alguna para las partes. Cualquier pacto en contrario a lo dispuesto en este párrafo 

se considerará nulo. 

 

Para la realización de obra pública y servicios relacionados con la misma, se requerirá contar con 

los estudios y proyectos, especificaciones de construcción, normas de calidad y el programa de 

ejecución totalmente terminados, o bien, en el caso de obra pública de gran complejidad, con un 

avance en su desarrollo que permita a los licitantes preparar una proposición solvente y ejecutar los 

trabajos hasta su conclusión, en forma ininterrumpida, en concordancia con el programa de ejecución 

convenido. Se exceptúan de lo anterior, los casos a que se refieren las fracciones II, IV y VII, salvo 

los trabajos de mantenimiento, del artículo 50 de esta Ley. 

 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de la responsabilidad de los servidores públicos que 

autoricen el Proyecto Ejecutivo. 

 

Artículo 22.- Se constituye el consejo consultivo de la obra pública, en el seno de la SECOPE, como 

órgano de asesoría y consulta de carácter interinstitucional y de opinión, para el establecimiento de 

objetivos, políticas, prioridades y metas en la materia, así como para coadyuvar en la aplicación de 

esta Ley.   
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Se integrará con el titular de SECOPE quien lo presidirá, así como con los titulares de las Secretarías 

de Finanzas y de Administración y de Contraloría, quienes excepcionalmente podrán ser 

representados por las personas titulares de la sub secretaría que corresponda, además del 

Representante de la Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción y los representantes de 

los Colegios de Ingenieros Civiles y Arquitectos del Estado de Durango.  

  

Artículo 23. Son obligaciones y atribuciones de los miembros del CCOP:  
 
I. Asistir a las sesiones; 
 
II. Proponer al CCOP los asuntos que deban tratarse en las sesiones ordinarias y extraordinarias; 
 
III. Intervenir en las discusiones del CCOP; 
 
IV. Emitir su voto respecto a los asuntos tratados en las sesiones, en caso de empate, el Presidente 
tendrá voto de calidad; 
 
V. Proponer al Presidente asuntos específicos para la celebración de sesiones extraordinarias del 
CCOP; 
  
VI. Solicitar al Presidente, se convoque a sesión extraordinaria, y  
  
VII. Todas aquellas que resulten inherentes al cargo.  
 
 
Artículo 24. El CCOP invitará a sus sesiones a representantes de otras dependencias, 

organismos auxiliares, entidades o municipios, así como a los sectores social y privado cuando 

por la naturaleza de los asuntos que deba tratar, se considere pertinente su participación, los 

cuales solo tendrán derecho a voz.  

El CCOP deberá sesionar trimestralmente a convocatoria de su presidente o bien a petición 

escrita de al menos tres de sus integrantes.  

El CCOP podrá sesionar de manera extraordinaria a convocatoria de su presidente o bien a 

petición escrita de al menos tres de sus integrantes y sus sesiones serán válidas con al menos 

el cincuenta por ciento más uno de sus integrantes.  

Artículo 25. Son atribuciones del CCOP:  

I. Sugerir los procedimientos de coordinación y consulta entre los sectores público, social y 
privado, para la realización de la obra pública;  
 
II. Proponer criterios en materia de financiamiento privado total o parcial y su pago para la 
realización de obras públicas;  
 
III. Difundir los montos máximos que deben observarse en los procedimientos de contratación de 
la obra pública estatal y los servicios relacionados con las mismas, en las modalidades de 
licitación pública, invitación a cuando menos tres personas y adjudicación directa;  
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IV. Sugerir las medidas que permitan la consecución oportuna de los objetivos y metas de los 
planes y programas en materia de obra pública y revisión de los proyectos de los planes 
municipales y estatal correspondientes; 
 
V. Opinar sobre los problemas específicos que las ejecutoras de obra, pongan a su 
consideración;  
 
VI. Coadyuvar al cumplimiento de esta Ley y demás disposiciones aplicables, y 

VII. Las demás que le otorgue este ordenamiento y otras disposiciones aplicables. 
 
El Reglamento de esta Ley, normara la organización y funcionamiento del CCOP. 

 

Artículo 26. Los titulares de los Entes Públicos, atendiendo a la cantidad de obra pública y servicios 

relacionados con la misma que realicen, deberán establecer su respectivo comité para los casos que 

establece esta Ley, los cuales tendrán, como mínimo, las siguientes funciones: 

 

I. Revisar el programa y el presupuesto de obra pública y servicios relacionados con la 

misma, así como sus modificaciones y formular las observaciones y recomendaciones 

convenientes; 

 

II. Dictaminar los proyectos de políticas, bases y lineamientos, en materia de obra pública 

y servicios relacionados con la misma que le presenten, así como someterlas a la 

consideración del titular de la Dependencia, del órgano de gobierno de las Entidades o 

del Cabildo y, en su caso, autorizar los supuestos no previstos en las mismas; 

 

III. Dictaminar, previamente a la iniciación del procedimiento, sobre la procedencia de no 

celebrar licitaciones públicas por encontrarse en alguno de los supuestos de excepción 

previstos en el artículo 50 de esta Ley; 

 

IV. Autorizar, cuando se justifique, la creación de subcomités de obra pública, así como 

aprobar la integración y funcionamiento de los mismos; 

 

V. Elaborar y aprobar el manual de integración y funcionamiento del comité, conforme a las 

bases que establezca la Contraloría y el Reglamento de esta Ley, mismos que deberán 

considerar, cuando menos, las siguientes bases:  

 

a). Será presidido por el funcionario que designe el titular de la Dependencia, Entidad o 

Municipio de que se trate; 

 

b). Los vocales titulares deberán tener un nivel jerárquico mínimo de director o 

equivalente; 

 

c). El número total de miembros del comité deberá ser impar, quienes invariablemente 

deberán emitir su voto en cada uno de los asuntos a su consideración; 
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C. 

 

d). El área jurídica y el órgano interno de control de la Dependencia, Entidad o Municipio, 

deberán asistir a las sesiones del comité, como asesores, con voz, pero sin voto, 

debiendo pronunciarse de manera razonada en los asuntos que conozca el comité, y 

 

e). El comité deberá dictaminar en la misma sesión los asuntos que se presenten a su 

consideración; el Reglamento de esta Ley establecerá las bases conforme a las cuales 

el comité podrá, de manera excepcional, dictaminar los asuntos en una siguiente sesión. 

 

Los integrantes del comité con derecho a voz y voto, así como los asesores del mismo, 

podrán designar por escrito a sus respectivos suplentes; 

 

VI. Coadyuvar al cumplimiento de esta Ley y demás disposiciones aplicables, y 

 

VII. Analizar trimestralmente el informe de la conclusión y resultados generales de las 

contrataciones que se realicen y, en su caso, recomendar las medidas necesarias para 

verificar que el programa y presupuesto de obras y servicios, se ejecuten en tiempo y 

forma, así como proponer medidas tendientes a mejorar y corregir sus procesos de 

contratación y ejecución. 

 

Artículo 27. En la planeación de cada obra pública, los Entes Públicos deberán prever y considerar, 

según el caso: 

 

I. Las acciones a realizar, previas, durante y posteriores a su ejecución; 

 

II. Las obras principales, las de infraestructura, las complementarias y accesorias, así como 

las acciones requeridas para poner aquéllas en servicio; 

 

III. Los avances tecnológicos aplicables en función de la naturaleza de las obras y la 

selección, preferentemente, de materiales, productos, equipos y procedimientos de 

tecnología nacional, que satisfagan los requerimientos técnicos y económicos del 

proyecto; 

 

IV. Los requerimientos de áreas y predios, tanto en zonas urbanas como rurales. Asimismo, 

la observancia de las declaratorias de provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y 

predios que se hubieren hecho, conforme a lo dispuesto por las Leyes de la materia; 

 

V. Promover programas de adecuación arquitectónica que favorezcan la inclusión total a 

las vías y espacios públicos; 

 

VI. Tratándose de edificaciones de vivienda de interés social, se procurará que en su 

construcción se utilicen, preferentemente, módulos, sistemas y componentes de carácter 

ecológico y sustentable que reduzca costos y cargas al deterioro del medio ambiente; 
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VII. Los efectos y consecuencias sobre las condiciones ambientales, cuando éstas pudieran 

deteriorarse; en estos casos los proyectos deberán incluir, en la medida de lo posible, la 

implementación de todos los insumos que en materia de construcción se emplean 

puedan ser de carácter renovable, ecológico y sustentable, para que se preserven o 

restauren las condiciones ambientales y los procesos ecológicos, y 

 

VIII. Se utilice, preferentemente, el empleo de recursos humanos y de materiales propios de 

la región. 

 

Artículo 28. Los Entes Públicos podrán contratar etapas de una obra y formular en un solo contrato 

la vigencia necesaria para la ejecución de la misma, cuando solo existan recursos para ello y 

cumpliendo con la normatividad de esta Ley. 

 

Artículo 29. Los Entes Públicos podrán realizar obra pública y servicios relacionados con la misma 

por alguna de las formas siguientes: 

 

I. Por contrato, o 

 

II. Por administración directa. 

 

 

Título Segundo 

De los Procedimientos de Contratación 

 

Capítulo I 

Generalidades 

 

Artículo 30. Los Entes Públicos seleccionarán, de entre los procedimientos que a continuación se 

señalan aquél que, de acuerdo con la naturaleza de la contratación, asegure al Estado las mejores 

condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás 

circunstancias pertinentes: 

 

I. Licitación pública; 

 

II. Invitación a cuando menos tres personas, o 

 

III. Adjudicación directa. 

 

Los contratos de obra pública y servicios relacionados con la misma se adjudicarán, por regla 

general, a través de licitaciones públicas, mediante convocatoria pública para que, libremente, se 

presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto públicamente. 
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En los procedimientos de contratación deberán establecerse los mismos requisitos y condiciones 

para todos los participantes, especialmente por lo que se refiere a tiempo y lugar de entrega, plazos 

de ejecución, forma y tiempo de pago, penas convencionales, anticipos y garantías; debiendo los 

Entes Públicos proporcionar a todos los interesados igual acceso a la información relacionada con 

dichos procedimientos, a fin de evitar favorecer a algún participante. 

 

Las condiciones contenidas en la convocatoria a la licitación e invitación a cuando menos tres 

personas y en las proposiciones presentadas por los licitantes, no podrán ser negociadas, sin 

perjuicio de que la convocante pueda solicitar a los licitantes aclaraciones o información adicional, 

en los términos del artículo 32 de esta Ley. 

 

La licitación pública inicia con la publicación de la convocatoria y, en el caso de invitación a cuando 

menos tres personas, con la entrega de la primera invitación; ambos procedimientos concluyen con 

la emisión del fallo y la firma del contrato o, en su caso, con la cancelación del procedimiento 

respectivo. 

 

Los licitantes solo podrán presentar una proposición en cada procedimiento de contratación; iniciado 

el acto de presentación y apertura de proposiciones, las ya presentadas no podrán retirarse o dejarse 

sin efecto por los licitantes. 

 

A los actos del procedimiento de licitación pública e invitación a cuando menos tres personas, podrá 

asistir cualquier persona en calidad de observador, bajo la condición de registrar su asistencia y 

abstenerse de intervenir, en cualquier forma, en los mismos. 

 

Artículo 31. En los procedimientos de contratación de obra pública y de servicios relacionados con 

la misma, los Entes Públicos optarán, en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos 

humanos del Estado y por la utilización de bienes o servicios de procedencia local. 

 

Artículo 32. Los Entes Públicos deberán realizar un procedimiento de licitación pública cuando el 

monto de la obra exceda de 110 veces la Unidad de Medida y Actualización elevado al año, sin 

considerar el IVA. 

 

Para el caso de que el monto de la obra sea mayor de 20 y hasta 110 veces la Unidad de Medida y 

Actualización, elevado al año, sin considerar el IVA, el procedimiento que se empleará es el de 

invitación a cuando menos tres personas. 

 

En tratándose de una obra cuyo precio tenga un límite máximo de 20 veces la Unidad de Medida y 

Actualización, elevado al año, sin considerar el IVA, será permitido llevar a cabo un procedimiento 

de Adjudicación Directa, para efectos de su contratación. 

 

Artículo 33. En las licitaciones públicas se podrán utilizar medios electrónicos, conforme a las 

disposiciones administrativas que emita la Contraloría. Lo anterior, sin perjuicio de que los licitantes 

puedan optar por presentar sus proposiciones por escrito durante el acto de presentación y apertura 

de las mismas. 
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Las proposiciones presentadas deberán ser firmadas autógrafamente por los licitantes o sus 

apoderados; en el caso de que éstas sean enviadas a través de medios remotos de comunicación 

electrónica, en sustitución de la firma autógrafa, se emplearán medios de identificación electrónica, 

los cuales producirán los mismos efectos que las Leyes otorgan a los documentos correspondientes 

y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

 

En el caso que los licitantes opten por el uso de dichos medios para enviar sus proposiciones, ello 

no limita que participen en los diferentes actos derivados de las licitaciones. 

 

La Contraloría operará y se encargará del sistema de certificación de los medios de identificación 

electrónica que utilicen los Entes Públicos y será responsable de ejercer el control de estos medios, 

salvaguardando la confidencialidad de la información que se remita por esta vía. 

 

La Contraloría podrá aceptar la certificación o identificación electrónica que otorguen los Entes 

Públicos, así como terceros facultados por autoridad competente en la materia, cuando los sistemas 

de certificación empleados se ajusten a las disposiciones que emita la Contraloría. 

 

El sobre que contenga la proposición de los licitantes deberá entregarse en la forma y medios que 

prevea la convocatoria a la licitación. 

 

Artículo 34. Los contratistas con quienes se celebren contratos de obra pública o de servicios 

relacionados con la misma, cubrirán un cinco al millar sobre el importe de cada una de las 

estimaciones, por concepto de derechos de inspección, vigilancia y control de obra necesarios para 

su ejecución. 

 

Los Entes Públicos al hacer el pago de las estimaciones de obra o de servicios relacionados con la 

misma, retendrán el importe de los derechos y aportaciones a que se refiere el párrafo anterior y 

harán la consignación respectiva a la Contraloría.   

 

Capítulo II 

De la Licitación Pública 

 

Artículo 35. El carácter de las licitaciones públicas será: 

 

I. Nacional, en la cual únicamente pueden participar personas de nacionalidad mexicana, 

e 

 

II. Internacional, en la que podrán participar licitantes mexicanos y extranjeros, cualquiera 

que sea su nacionalidad, cuando: 

 

a). Previa investigación que realice el Ente Público convocante, los contratistas 

nacionales no cuenten con la capacidad para la ejecución de los trabajos, o sea 

conveniente en términos de precio, y 

 

b). Habiéndose realizado una de carácter nacional, no se presenten proposiciones. 
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C. 

 

En el caso de las licitaciones a que se refiere esta fracción, deberá negarse la 

participación a extranjeros cuando ese país no conceda un trato recíproco a los licitantes, 

bienes o servicios mexicanos. 

 

En las licitaciones públicas, podrá requerirse la incorporación de materiales, maquinaria y equipo de 

instalación permanente nacional por el porcentaje del valor de los trabajos que determine la 

convocante. Asimismo, deberá incorporarse, por lo menos, treinta por ciento de mano de obra 

nacional, sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados Internacionales. 

 

Artículo 36. La convocatoria a la licitación pública, en la cual se establecerán las bases en que se 

desarrollará el procedimiento y en las cuales se describirán los requisitos de participación, deberá 

contener como mínimo, lo siguiente: 

 

I. El nombre, denominación o razón social de la Dependencia, Entidad o Municipio 

convocante; 

 

II. La indicación de los lugares, fechas y horarios en que los interesados podrán registrarse 

y obtener las bases de licitación y, en su caso, el costo y forma de pago de las mismas. 

Cuando el documento que contenga las bases de licitación implique un costo, éste será 

fijado solo en razón de la recuperación de las erogaciones por publicación de la 

convocatoria y de los documentos que se entreguen. Los interesados podrán revisar 

tales documentos, previamente a la inscripción y al pago de dicho costo, el cual será 

requisito para participar en la licitación; 

 

III. La indicación si la licitación es nacional o internacional; 

 

IV. La fecha, hora y lugar de celebración del acto de presentación y apertura de 

proposiciones; 

 

V. La descripción general de la obra y el lugar donde se llevarán a cabo los trabajos, así 

como, en su caso, la indicación de que podrán subcontratarse partes de la obra; 

 

VI. Fecha estimada de inicio y terminación de los trabajos; 

 

VII. La forma en que los licitantes deberán acreditar su existencia legal; 

 

VIII. La experiencia y capacidad técnica y financiera que se requiera para participar en la 

licitación, de acuerdo con las características de la obra, y demás requisitos generales 

que deberán cumplir los interesados; 

 

IX. La información sobre los porcentajes a otorgar por concepto de anticipos, y 

 

X. Los criterios generales, conforme a los cuales se adjudicará el contrato. 
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Para la participación, adjudicación o contratación de obra pública o servicios relacionados con la 

misma, no podrán establecerse requisitos que tengan por objeto o efecto limitar el proceso de 

competencia y libre concurrencia. En ningún caso se deberán establecer requisitos o condiciones 

imposibles de cumplir. 

 

Artículo 37. La publicación de la convocatoria a la licitación pública se realizará a través de Compras 

Estatal y por el medio de difusión que establezca la Contraloría. Además, simultáneamente se 

enviará para su publicación, tanto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, como en un diario 

local de amplia circulación, un resumen de la convocatoria a la licitación que deberá contener, entre 

otros elementos, el objeto de la licitación, el volumen de obra, el número de licitación, las fechas 

previstas para llevar a cabo los procedimientos de contratación y la fecha en que se publicó en 

Compras Estatal y, asimismo, la convocante pondrá a disposición de los licitantes copia del texto de 

la convocatoria. 

 

Artículo 38. El plazo para la presentación y apertura de proposiciones de las licitaciones 

internacionales no podrá ser inferior a veinte días naturales, contados a partir de la fecha de 

publicación de la convocatoria en Compras Estatal. 

 

En licitaciones nacionales, el plazo para la presentación y apertura de proposiciones será, cuando 

menos, de quince días naturales contados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria. 

 

Cuando no puedan observarse los plazos indicados en este artículo porque existan razones 

justificadas debidamente acreditadas en el expediente por el área solicitante de los trabajos, siempre 

que ello no tenga por objeto limitar el número de participantes, el titular del área responsable de la 

contratación podrá reducir los plazos a no menos de diez días naturales, contados a partir de la fecha 

de publicación de la convocatoria. 

 

La determinación de estos plazos y sus cambios, deberán ser acordes con la planeación y 

programación previamente establecida. 

 

Artículo 39. Los Entes Públicos, podrán modificar aspectos establecidos en la convocatoria, siempre 

que ello no tenga por objeto limitar el número de licitantes, a más tardar el séptimo día natural previo 

al acto de presentación y apertura de proposiciones, debiendo difundir dichas modificaciones en 

Compras Estatal y en los mismos medios utilizados para su publicación, a más tardar el día hábil 

siguiente a aquél en que se efectúen. 

 

La convocante deberá realizar, al menos, una junta de aclaraciones a la convocatoria de la licitación, 

siendo optativa para los licitantes la asistencia a la misma. De resultar modificaciones, en ningún 

caso podrán consistir en la sustitución o variación sustancial de los trabajos convocados 

originalmente, o bien, en la adición de otros distintos. 

 

Cualquier modificación a la convocatoria de la licitación, incluyendo las que resulten de la o las juntas 

de aclaraciones, formará parte de la convocatoria y deberá ser considerada por los licitantes en la 

elaboración de su proposición. 
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Artículo 40. Las bases de licitación que emitan las convocantes, se pondrán a disposición de los 

interesados a través de Compras Estatal o en el lugar que se establezca en la convocatoria, donde 

podrán ser adquiridas, previo pago efectuado por los licitantes interesados, a partir de la fecha de 

publicación de la convocatoria y hasta siete días naturales previos al acto de presentación y apertura 

de proposiciones, y contendrán, cuando menos, lo siguiente: 

 

I. El nombre, denominación o razón social del Ente Público convocante; 

 

II.  La indicación de si la licitación es nacional o internacional; 

 

III.  La descripción general de la obra o del servicio y el lugar en donde se llevarán a cabo los 

trabajos; 

 

IV.  Los porcentajes, forma y términos de los anticipos que, en su caso, se otorgarán; 

 

V.  Plazo de ejecución de los trabajos determinado en días naturales, indicando la fecha 

estimada de inicio y de terminación de los mismos; 

 

VI.  Moneda en que deberán presentarse las proposiciones; 

 

VII.  Las condiciones de pago de acuerdo al tipo de contrato a celebrar; 

 

VIII.  La indicación de que, en su caso, las proposiciones podrán presentarse a través de medios 

electrónicos, precisando los términos y condiciones para ello; 

 

IX.  Cuando proceda, lugar, fecha y hora para la visita o visitas al sitio de realización de los 

trabajos, la que deberá llevarse a cabo dentro del período comprendido entre el cuarto 

día natural siguiente a aquél en que se publique la convocatoria y el sexto día natural 

previo al acto de presentación y apertura de proposiciones; 

 

X.  La fecha, hora y lugar de la junta de aclaraciones a la convocatoria de la licitación, siendo 

optativa la asistencia a la misma; 

 

XI.  Las fechas, horas y lugares de celebración del acto de presentación y apertura de 

proposiciones; comunicación del fallo y firma del contrato; 

 

XII.  El señalamiento de que para intervenir en el acto de presentación y apertura de 

proposiciones bastará que los licitantes presenten un escrito en el que su firmante 

manifieste, bajo protesta de decir verdad, que cuenta con facultades suficientes para 

comprometerse por sí o por su representada, sin que resulte necesario acreditar su 

personalidad jurídica; 

 

XIII.  La forma en que los licitantes deberán acreditar su existencia legal y personalidad jurídica, 

para efectos de la suscripción de las proposiciones y, en su caso, firma del contrato. 
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Asimismo, la indicación de que el licitante deberá proporcionar una dirección de correo 

electrónico; 

 

XIV.  La indicación de que no podrán participar las personas que se encuentren en los 

supuestos de los artículos 63 y 100 de esta Ley; 

 

XV.  La indicación de que las personas a que se refiere el segundo párrafo de la fracción VII del 

artículo 63 de esta Ley, que pretendan participar en el procedimiento de contratación para 

la ejecución de una obra, manifiesten bajo protesta de decir verdad que los estudios, 

planes o programas que previamente hayan realizado, incluyen supuestos, 

especificaciones e información verídicos y se ajustan a los requerimientos reales de la 

obra a ejecutar, así como que, en su caso, consideran costos estimados apegados a las 

condiciones del mercado. 

 

En el caso de que la manifestación se haya realizado con falsedad, se sancionará al 

licitante conforme al Título Séptimo de esta Ley; 

 

XVI.  La forma en que los licitantes acreditarán su experiencia y capacidad técnica y financiera 

que se requiera para participar en la licitación, de acuerdo con las características, 

complejidad y magnitud de los trabajos; 

 

XVII.  Proyectos arquitectónicos y de ingeniería que se requieran para preparar la proposición; 

normas de calidad de los materiales y especificaciones generales y particulares de 

construcción aplicables, en el caso de las especificaciones particulares, deberán ser 

firmadas por el responsable del proyecto; 

 

XVIII.  Tratándose de servicios relacionados con las obras públicas, los términos de referencia 

que deberán precisar el objeto y alcances del servicio; las especificaciones generales y 

particulares; el producto esperado, y la forma de presentación, así como los tabuladores 

de las cámaras industriales y colegios de profesionales que deberán servir de referencia 

para determinar los sueldos y honorarios profesionales del personal técnico; 

 

XIX.  Relación de materiales y equipo de instalación permanente que, en su caso, proporcione 

la convocante, debiendo acompañar los programas de suministro correspondientes; 

 

XX.  En su caso, el señalamiento del porcentaje de contenido nacional del valor de la obra que 

deberán cumplir los licitantes en materiales, maquinaria y equipo de instalación 

permanente, que serían utilizados en la ejecución de los trabajos; 

 

XXI. El porcentaje mínimo de mano de obra local que los licitantes deberán incorporar en las 

obras o servicios a realizarse; 

 

XXII.  Información específica sobre las partes de los trabajos que podrán subcontratarse; 
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XXIII.  Criterios claros y detallados para la evaluación de las proposiciones y la adjudicación de 

los contratos, de conformidad con lo establecido por el artículo 45 de esta Ley; 

 

XXIV.  Señalamiento de las causas expresas de desechamiento, que afecten directamente la 

solvencia de las proposiciones, entre las que se incluirá la comprobación de que algún 

licitante ha acordado con otro u otros elevar el costo de los trabajos, o cualquier otro 

acuerdo que tenga como fin obtener una ventaja sobre los demás licitantes; 

 

XXV.  Porcentaje, forma y términos de las garantías que deban otorgarse; 

 

XXVI.  Modelo de contrato al que para la licitación de que se trate se sujetarán las partes, el cual 

deberá contener los requisitos a que se refiere el artículo 57 de esta Ley; 

 

XXVII. La indicación de que el licitante ganador que no firme el contrato por causas imputables al 

mismo será sancionado en los términos del artículo 100 de esta Ley; 

 

XXVIII. El procedimiento de ajuste de costos que deberá aplicarse, según el tipo de contrato; 

 

XXIX.  Atendiendo al tipo de contrato, la información necesaria para que los licitantes integren 

sus proposiciones técnica y económica. En caso de que exista información que no pueda 

ser proporcionada a través de Compras Estatal, la indicación de que la misma estará a 

disposición de los interesados en el domicilio que se señale por la convocante; 

 

XXX.  La relación de documentos que los licitantes deberán integrar a sus proposiciones, 

atendiendo al tipo de contrato, así como a las características, magnitud y complejidad de 

los trabajos; 

 

XXXI.  El domicilio de las oficinas de la Contraloría en que podrán presentarse inconformidades, 

de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 106 de la presente Ley; 

 

XXXII. Precisar que será requisito el que los licitantes presenten una declaración de integridad, 

en la que manifiesten, bajo protesta de decir verdad, que por sí mismos o a través de 

interpósita persona, se abstendrán de adoptar conductas, para que los servidores 

públicos de la dependencia o entidad, induzcan o alteren las evaluaciones de las 

proposiciones, el resultado del procedimiento, u otros aspectos que otorguen condiciones 

más ventajosas con relación a los demás participantes, y 

 

XXXIII. Los demás requisitos generales que, por las características, complejidad y magnitud de 

los trabajos, deberán cumplir los interesados, precisando cómo serán utilizados en la 

evaluación. 

 

 

Artículo 41. Para la junta de aclaraciones se considerará lo siguiente: 
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El acto será presidido por el servidor público designado por la convocante, quien deberá ser asistido 

por un representante del área requirente de los trabajos, a fin de que se resuelvan en forma clara y 

precisa las dudas y planteamientos de los licitantes relacionados con los aspectos contenidos en la 

convocatoria. 

 

Las personas que pretendan solicitar aclaraciones a los aspectos contenidos en la convocatoria 

deberán presentar un escrito en el que expresen su interés en participar en la licitación, por sí o en 

representación de un tercero, manifestando en todos los casos los datos generales del interesado y, 

en su caso, del representante. 

 

Las solicitudes de aclaración se entregarán personalmente en la junta de aclaraciones. 

 

Al concluir la junta de aclaraciones, de ser necesario podrá señalarse la fecha y hora para la 

celebración de otra junta, considerando que entre la última de éstas y el acto de presentación deberá 

existir un plazo de, al menos, seis días naturales. De resultar necesario, la fecha señalada en la 

convocatoria para realizar el acto de presentación y apertura de proposiciones podrá diferirse. 

 

De cada junta de aclaraciones se levantará acta en la que se harán constar los cuestionamientos 

formulados por los interesados y las respuestas de la convocante. En el acto correspondiente a la 

última junta de aclaraciones se indicará expresamente esta circunstancia. 

 

Artículo 42. Todo interesado que satisfaga los requisitos de la convocatoria y adquiera las bases de 

licitación tendrá derecho a presentar proposiciones. 

 

Artículo 43. La entrega de proposiciones se hará en sobre cerrado. La documentación distinta a la 

propuesta técnica y económica podrá entregarse, a elección del licitante, dentro o fuera de dicho 

sobre. En el caso de las proposiciones presentadas a través de Compras Estatal, los sobres serán 

generados mediante el uso de tecnologías que resguarden la confidencialidad de la información de 

tal forma que sean inviolables, conforme a las disposiciones técnicas que al efecto establezca la 

Contraloría. 

 

Dos o más personas podrán presentar conjuntamente proposiciones, sin necesidad de constituir una 

sociedad o nueva sociedad en caso de personas morales, siempre que, para tales efectos, en la 

proposición y en el contrato se establezca, con precisión y a satisfacción de la convocante, las partes 

de los trabajos que cada persona se obligará a ejecutar, así como la manera en que se exigirá el 

cumplimiento de las obligaciones. En este supuesto, la proposición deberá ser firmada por el 

representante común que para ese acto haya sido designado por el grupo de personas. 

 

Cuando la proposición ganadora de la licitación haya sido presentada en forma conjunta, el contrato 

deberá ser firmado por el representante común de las personas participantes, debiendo presentar 

para tal fin un Convenio de Participación debidamente formalizado ante Notario Público. 

 

Lo anterior, sin perjuicio de que las personas que integran la proposición conjunta puedan 

constituirse en una nueva sociedad, para dar cumplimiento a las obligaciones previstas en el 
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convenio de proposición conjunta, siempre y cuando se mantengan en la nueva sociedad las 

responsabilidades de dicho convenio. 

 

En todos los casos, se deberá preferir la especialidad, experiencia y capacidad técnica de los 

interesados, así como a aquellos contratistas que tengan un historial de cumplimiento satisfactorio 

de los contratos sujetos a esta Ley. 

 

Artículo 44. El acto de presentación y apertura de proposiciones se llevará a cabo en el día, lugar y 

hora previstos en la convocatoria a la licitación, conforme a lo siguiente: 

 

I.  Una vez recibidas las proposiciones en sobre cerrado, se procederá a su apertura, 

haciéndose constar la documentación presentada, sin que ello implique la evaluación de su 

contenido; 

 

II.  De entre los licitantes que hayan asistido, éstos elegirán a uno, que en forma conjunta con 

el servidor público que el Ente Público designe, rubricarán las partes de las proposiciones 

que previamente haya determinado la convocante en la convocatoria a la licitación, las que 

para estos efectos constarán documentalmente, y 

 

III.  Se levantará acta que servirá de constancia de la celebración del acto de presentación y 

apertura de las proposiciones, en la que se harán constar el importe de cada una de ellas; 

se señalará lugar, fecha y hora en que se dará a conocer el fallo de la licitación, fecha que 

deberá quedar comprendida dentro de los treinta días naturales siguientes a la establecida 

para este acto y podrá diferirse, siempre que el nuevo plazo fijado no exceda de treinta días 

naturales contados a partir del plazo establecido originalmente para el fallo. 

 

Artículo 45. Los Entes Públicos, para hacer la evaluación de las proposiciones, deberán verificar 

que las mismas cumplan con los requisitos solicitados en la convocatoria y bases de licitación, para 

tal efecto, la convocante deberá establecer los procedimientos y los criterios claros y detallados para 

determinar la solvencia de las proposiciones, dependiendo de las características, complejidad y 

magnitud de los trabajos por realizar. 

 

Cuando el área convocante tenga necesidad de solicitar al licitante las aclaraciones pertinentes o 

aportar información adicional para realizar la correcta evaluación de las proposiciones, dicha 

comunicación se realizará según lo indicado por el Reglamento de esta Ley, siempre y cuando no 

implique alteración alguna a la parte técnica o económica de su proposición. 

 

Una vez hecha la evaluación de las proposiciones, en contrato se adjudicará, de entre los licitantes, 

a aquél cuya proposición resulte solvente porque reúne, conforme a los criterios de adjudicación 

establecidos en la convocatoria y bases de licitación, las condiciones legales, técnicas y económicas 

requeridas por la convocante y, por tanto, garantiza el cumplimiento de las obligaciones respectivas. 

 

Si resultare que dos o más proposiciones son solventes porque satisfacen la totalidad de los 

requerimientos solicitados por la convocante, el contrato se adjudicará a quien presente la 
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proposición que asegure las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, 

financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. 

 

En todo el proceso de la licitación pública será convocado un representante de Contraloría. 

 

Artículo 46. La convocante emitirá un fallo, el cual deberá contener lo siguiente: 

 

I. La relación de licitantes cuyas proposiciones se desecharon, expresando todas las 

razones legales, técnicas o económicas que sustentan tal determinación e indicando los 

puntos de las bases de licitación que en cada caso se incumple; 

 

II. La relación de licitantes cuyas proposiciones resultaron solventes, describiendo en lo 

general dichas proposiciones. Se presumirá la solvencia de las proposiciones cuando 

no se señale expresamente incumplimiento alguno; 

 

III. Nombre del licitante a quien se adjudica el contrato, indicando las razones que motivaron 

la adjudicación, de acuerdo con los criterios previstos en la convocatoria y bases de 

licitación, así como el monto total de la proposición; 

 

IV. Fecha, lugar y hora para la firma del contrato, la presentación de garantías y, en su caso, 

la entrega de anticipos, y 

 

V. Nombre, cargo y firma del servidor público que lo emite, señalando sus facultades, de 

acuerdo con los ordenamientos jurídicos que rijan a la convocante. Indicará también el 

nombre y cargo de los responsables de la evaluación de las proposiciones. 

 

En caso de que se declare desierta la licitación, se señalarán en el fallo las razones que lo motivaron. 

 

En el fallo no se deberá incluir información reservada o confidencial, en los términos de las 

disposiciones aplicables. 

 

En junta pública se dará a conocer el fallo de la licitación, a la que libremente podrán asistir los 

licitantes que hubieren presentado proposiciones, entregándoseles copia del mismo y levantándose 

el acta respectiva. A los licitantes que no hayan asistido a la junta pública, se les enviará por correo 

electrónico un aviso informándoles que el acta de fallo se encuentra a su disposición en el domicilio 

de la convocante. 

 

Con la notificación del fallo por el que se adjudica el contrato, las obligaciones derivadas de éste 

serán exigibles, sin perjuicio de la obligación de las partes de firmarlo en la fecha y términos 

señalados en el fallo. 

 

Cuando se advierta en el fallo la existencia de un error aritmético, mecanográfico o de cualquier otra 

naturaleza, que no afecte el resultado de la evaluación realizada por la convocante, dentro de los 

cinco días hábiles siguientes a su notificación, y siempre que no se haya firmado el contrato, el titular 
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del área responsable del procedimiento de contratación procederá a su corrección, con la 

intervención de su superior jerárquico, aclarando o rectificando el mismo, mediante el acta 

administrativa correspondiente, en la que se harán constar los motivos que lo originaron y las razones 

que sustentan su enmienda, hecho que se notificará a los licitantes que hubieran participado en el 

procedimiento de contratación, remitiendo copia de la misma a Contraloría, dentro de los cinco días 

hábiles posteriores a la fecha de su firma. 

 

Si el error cometido en el fallo no fuera susceptible de corrección conforme a lo dispuesto en el 

párrafo anterior, el servidor público responsable dará vista de inmediato al órgano interno de control, 

a efecto de que, previa intervención de oficio, se emitan las directrices para su reposición. 

 

Cuando el fallo no se dé a conocer en la junta pública de que trata este artículo, se enviará por correo 

electrónico a los licitantes un aviso informándoles que el fallo se encuentra a su disposición en el 

domicilio de la convocante. 

 

Contra el fallo no procederá recurso alguno, sin embargo, procederá la inconformidad, en los 

términos previstos por el Título Octavo, Capítulo I, de esta Ley. 

 

Artículo 47. Las actas de las juntas de aclaraciones, del acto de presentación y apertura de 

proposiciones y de la junta pública en la que se dé a conocer el fallo, serán firmadas por los licitantes 

que hubieren asistido, sin que la falta de firma de alguno de ellos reste validez o efectos a las mismas, 

de las cuales se podrá entregar una copia a dichos asistentes, y al finalizar cada acto se fijará un 

ejemplar del acta correspondiente en un lugar visible, al que tenga acceso el público, en el domicilio 

del área responsable del procedimiento de contratación, por un término no menor de cinco días 

hábiles. El titular de la citada área dejará constancia en el expediente de la licitación, de la fecha, 

hora y lugar en que se hayan fijado las actas o el aviso de referencia. 

 

Asimismo, se difundirá un ejemplar de dicha acta en Compras Estatal para efectos de su notificación 

a los licitantes que no hayan asistido al acto. Dicho procedimiento sustituirá a la notificación personal. 

 

Artículo 48. Los Entes Públicos procederán a declarar desierta una licitación cuando la totalidad de 

las proposiciones presentadas no reúnan los requisitos solicitados en la convocatoria y bases de 

licitación, o sus precios de insumos no fueren aceptables. 

 

Los Entes Públicos podrán cancelar una licitación por caso fortuito, fuerza mayor, existan 

circunstancias justificadas que provoquen la extinción de la necesidad de contratar los trabajos, o 

que de continuarse con el procedimiento de contratación se pudiera ocasionar un daño o perjuicio al 

propio Ente Público. La determinación de dar por cancelada la licitación deberá precisar el 

acontecimiento que motivó la decisión, la cual se hará del conocimiento de los licitantes y no será 

procedente contra ella recurso alguno, sin embargo, podrán interponer la inconformidad, en términos 

del Título Octavo, Capítulo I de esta Ley. 

 

Salvo en las cancelaciones por caso fortuito y fuerza mayor, los Entes Públicos cubrirán a los 

licitantes los gastos no recuperables que, en su caso, procedan, en términos de lo dispuesto por el 

Reglamento de esta Ley. 



  
   

 

  

 
 

 58  

 

C. 

 

Capítulo III 

De las Excepciones a la Licitación Pública  

 

Artículo 49. En los supuestos que prevé el siguiente artículo, los Entes Públicos, bajo su 

responsabilidad, podrán optar por no llevar a cabo el procedimiento de licitación pública y celebrar 

contratos a través de los procedimientos de invitación a cuando menos tres personas o de 

adjudicación directa. 

 

La selección del procedimiento de excepción que realicen los Entes Públicos deberá fundarse y 

motivarse, según las circunstancias que concurran en cada caso, en criterios de economía, eficacia, 

eficiencia, imparcialidad, honradez y transparencia que resulten procedentes para obtener las 

mejores condiciones para el Estado. El acreditamiento del o los criterios en los que se funde, así 

como la justificación de las razones en las que se sustente el ejercicio de la opción, deberán constar 

por escrito y ser firmado por el titular del área responsable de la ejecución de los trabajos. 

 

En cualquier supuesto se invitará a personas que cuenten con capacidad de respuesta inmediata, 

así como con los recursos técnicos, financieros y demás que sean necesarios, de acuerdo con las 

características, complejidad y magnitud de los trabajos a ejecutar. 

 

Se establece la obligatoriedad para los Entes Públicos de otorgar, cuando menos, un noventa por 

ciento de los contratos que se celebren mediante el procedimiento de invitación a cuando menos tres 

personas y de adjudicación directa a personas físicas y morales de origen local; exceptuándose el 

restante diez por ciento para las obras que, por cualquier motivo, no puedan celebrar los contratistas 

locales,  debiendo considerarse dicho porcentaje en relación con los contratos que se celebren cada 

año calendario. 

En estos casos, el titular del área responsable de la contratación de los trabajos, a más tardar el día 

último hábil de cada mes, enviará al órgano interno de control en la dependencia o entidad de que 

se trate, un Informe relativo a los contratos formalizados durante el mes calendario inmediato 

anterior, acompañando copia del escrito aludido en este artículo y de un dictamen en el que se hará 

constar el análisis de la o las proposiciones y las razones para la adjudicación del contrato.  

 

Artículo 50. Los Entes Públicos, bajo su responsabilidad, podrán contratar obra pública y servicios 

relacionados con la misma, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los 

procedimientos de invitación a cuando menos tres personas o de adjudicación directa, cuando: 

 

I. El contrato solo pueda celebrarse con una determinada persona por tratarse de obras de 

arte, el licenciamiento exclusivo de patentes, derechos de autor u otros derechos exclusivos; 

 

II. Peligre o se altere el orden social, la economía, los servicios públicos, la salubridad, la 

seguridad o el ambiente de alguna zona o región del Estado, como consecuencia de caso 

fortuito o fuerza mayor; 

 



  
   

 

  

 
 

 59  

 

C. 

III. Existan circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicionales importantes, 

debidamente justificados; 

 

IV. Derivado de caso fortuito o fuerza mayor, no sea posible ejecutar los trabajos mediante el 

procedimiento de licitación pública en el tiempo requerido para atender la eventualidad de 

que se trate, en este supuesto, deberán limitarse a lo estrictamente necesario para 

afrontarla; 

 

V. Se hubiere rescindido el contrato respectivo por causas imputables al contratista que hubiere 

resultado ganador en una licitación. En estos casos, los Entes Públicos podrán adjudicar el 

contrato al licitante que haya presentado la siguiente proposición solvente más baja, siempre 

que la diferencia en precio, con respecto a la proposición que inicialmente hubiere resultado 

ganadora, no sea superior al diez por ciento; 

 

VI. Se haya declarado desierta una licitación pública, siempre que se mantengan los requisitos 

establecidos en la convocatoria y en las bases de licitación, cuyo incumplimiento haya sido 

considerado como causa de desechamiento porque afecta directamente la solvencia de la 

proposición; 

 

VII. Se trate de trabajos de mantenimiento, restauración, reparación y demolición de inmuebles, 

en los que no sea posible precisar su alcance, establecer el catálogo de conceptos, 

cantidades de trabajo, determinar las especificaciones correspondientes o elaborar el 

programa de ejecución; 

 

VIII. Se trate de trabajos que requieran fundamentalmente de mano de obra campesina o urbana 

marginada y que los Entes Públicos contraten directamente con los habitantes beneficiarios 

de la localidad o del lugar donde deba realizarse los trabajos, ya sea como personas físicas 

o morales; 

 

IX. Se trate de servicios relacionados con la obra pública prestados por una persona física, 

siempre que éstos sean realizados por ella misma, sin requerir de la utilización de más de 

un especialista o técnico; o 

 

X. Se trate de servicios de consultorías, asesorías, estudios o investigaciones, relacionados 

con obras públicas, debiendo aplicar el procedimiento de invitación a cuando menos tres 

personas, entre las que se incluirán instituciones públicas y privadas de educación superior 

y centros públicos de investigación. 

 

Solo podrá autorizarse la contratación mediante adjudicación directa cuando la información que se 

tenga que proporcionar a los licitantes para la elaboración de su proposición, se encuentre reservada 

en los términos establecidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Durango. 

 

Artículo 51. Tratándose de las fracciones II, IV, V y VI del artículo anterior, no será necesario contar 

con el dictamen previo de excepción a la licitación pública del comité de obra pública por lo que, en 

estos casos, el área responsable de la contratación de los Entes Públicos deberá informar al propio 
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comité, una vez que se concluya el procedimiento de contratación correspondiente; lo anterior sin 

perjuicio de que el área responsable de la contratación pueda someter previamente a dictamen del 

comité, los citados casos de excepción a la licitación pública. 

 

Artículo 52. Los Entes Públicos, bajo su responsabilidad, podrán contratar obra pública o servicios 

relacionados con la misma, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los de 

invitación a cuando menos tres personas o de adjudicación directa, cuando el importe de cada 

contrato sea igual o menor a 110 veces la Unidad de Medida y Actualización elevado al año, sin 

considerar el IVA, siempre que los contratos no se fraccionen para quedar comprendidos en los 

supuestos de excepción a la licitación pública a que se refiere este artículo. 

 

Se impone como obligación a los Entes Públicos, efectuar la publicación trimestral de las 

contrataciones llevadas a cabo en dicho período, respecto de los procedimientos de invitación a 

cuando menos tres personas y adjudicación directa, lo cual deberá ser realizado a través de la 

plataforma nacional de transparencia, en los términos que establece la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Durango. 

 

Artículo 53. El procedimiento de invitación a cuando menos tres personas se sujetará a lo siguiente: 

 

I. Difundir las invitaciones en Compras Estatal y en la página de internet del Ente Público 

que realiza la invitación; 

 

II. La convocante deberá elaborar una invitación por escrito y dirigirla a los contratistas 

seleccionados para tal efecto, según la obra o el servicio de que se trate, de la cual 

contará con su acuse de recibo respectivo, ésta no se limitará a tres contratistas, por lo 

que podrá ser enviada a más de tres personas físicas o morales; 

 

III. El acto de presentación y apertura de proposiciones podrá hacerse sin la presencia de 

los correspondientes licitantes, pero invariablemente se invitará a un representante de 

Contraloría y del órgano interno de control que corresponda; 

 

IV. Para llevar a cabo la adjudicación correspondiente se deberá contar con un mínimo de 

tres proposiciones susceptibles de análisis; 

 

V. En la invitación se indicarán, según las características, complejidad y magnitud de los 

trabajos, aquellos aspectos contenidos en los artículos 36 y 40 de esta Ley, que fueren 

aplicables; 

 

VI. Los plazos para la presentación de las proposiciones se fijarán para cada contrato, 

atendiendo a las características, complejidad y magnitud de los trabajos, y 

 

VII. A las demás disposiciones de esta Ley que resulten aplicables a la licitación pública. 

 

Artículo 54. En el supuesto de que un procedimiento de invitación a cuando menos tres personas 

haya sido declarado desierto, el titular del área responsable de la contratación del Ente Público podrá 
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adjudicar directamente el contrato, siempre que no se modifiquen los requisitos establecidos en 

dichas invitaciones. 

 

 

Título Tercero 

De los Contratos. 

 

Capítulo I 

De la Contratación. 

 

Artículo 55. Los Entes Públicos, deberán incorporar en las convocatorias y bases de licitación las 

modalidades de contratación que tiendan a garantizar al Estado las mejores condiciones en la 

ejecución de los trabajos, ajustándose a las condiciones de pago señaladas en este artículo. 

 

Las condiciones de pago en los contratos podrán pactarse conforme a lo siguiente: 

 

I. Sobre la base de precios unitarios, en cuyo caso el importe de la remuneración o pago 

total que deba cubrirse al contratista se hará por unidad de concepto de trabajo 

terminado; 

 

II. A precio alzado, en cuyo caso el importe de la remuneración o pago total fijo que deba 

cubrirse al contratista será por los trabajos totalmente terminados y ejecutados en el 

plazo establecido; 

 

Las proposiciones que presenten los contratistas para la celebración de estos contratos, 

tanto en sus aspectos técnico como económico, deberán estar desglosadas por lo 

menos en cinco actividades principales, y 

 

III. Mixtos, cuando contengan una parte de los trabajos sobre la base de precios unitarios y 

otra a precio alzado. 

 

Artículo 56. En los casos en que, derivado de caso fortuito o fuerza mayor, y a los que se refiere la 

fracción VII del artículo 50 de esta Ley, con excepción de los trabajos de mantenimiento, no sea 

posible determinar con precisión el alcance y cantidades de trabajo, así como la totalidad de sus 

especificaciones, y por consiguiente tampoco resulte factible definir con exactitud un catálogo de 

conceptos, se podrán celebrar contratos sobre la base de precios unitarios, siempre y cuando, para 

cada caso específico, se definan una serie de precios unitarios y una relación de insumos que sirvan 

de base o referencia para la ejecución de los trabajos y para la conformación de los conceptos no 

previstos de origen que se requieran de acuerdo a las necesidades de la obra. De resultar 

estrictamente necesario, los Entes Públicos podrán ordenar el inicio en la ejecución de los trabajos 

de manera previa a la celebración del contrato, mismo que se formalizará tan pronto como se cuente 

con los elementos necesarios para tal efecto. 

 

Tratándose de trabajos de mantenimiento, se podrán celebrar contratos sobre la base de precios 

unitarios, para que los mismos se ejecuten de acuerdo a las necesidades del Ente Público, en base 
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a órdenes de trabajo o servicio que se emitan, a efecto de que sean atendidas en los términos y 

condiciones establecidas en los propios contratos. 

 

Artículo 57. Los contratos de obra pública y servicios relacionados con la misma contendrán, en lo 

aplicable, lo siguiente: 

 

I.  El nombre, denominación o razón social del Ente Público convocante y del contratista; 

 

II.  La indicación del procedimiento conforme al cual se llevó a cabo la adjudicación del 

contrato;  

 

III.  Los datos relativos a la autorización del presupuesto para cubrir el compromiso derivado 

del contrato; 

 

IV.  Acreditación de la existencia y personalidad del licitante adjudicado; 

 

V.  La descripción pormenorizada de los trabajos que se deban ejecutar, debiendo acompañar 

como parte integrante del contrato, en el caso de las obras, los proyectos, planos, 

especificaciones, normas de calidad, programas y presupuestos; tratándose de servicios, 

los términos de referencia; 

 

VI.  El precio a pagar por los trabajos objeto del contrato, así como los plazos, forma y lugar de 

pago y, cuando corresponda, de los ajustes de costos; 

 

VII.  El plazo de ejecución de los trabajos, así como los plazos para verificar la terminación de 

los trabajos y la elaboración del finiquito; 

 

VIII.  Porcentajes, número y fechas de las exhibiciones y amortización de los anticipos que se 

otorguen; 

 

IX.  Forma o términos y porcentajes de garantizar la correcta inversión de los anticipos y el 

cumplimiento del contrato; 

 

X.  Términos, condiciones y el procedimiento para la aplicación de penas convencionales, 

retenciones y/o descuentos; 

 

XI.  Procedimiento de ajuste de costos que regirá durante la vigencia del contrato; 

 

XII.  Términos en que el contratista, en su caso, reintegrará las cantidades que, en cualquier 

forma, hubiere recibido en exceso por la contratación o durante la ejecución de los trabajos, 

para lo cual se utilizará el procedimiento establecido en el artículo 68 de este ordenamiento; 

 

XIII.  La indicación de que, en caso de violaciones en materia de derechos inherentes a la 

propiedad intelectual, la responsabilidad estará a cargo del licitante o contratista según sea 

el caso. Salvo que exista impedimento, la estipulación de que los derechos inherentes a la 
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propiedad intelectual, que se deriven de los servicios de consultorías, asesorías, estudios 

e investigaciones contratados, invariablemente se constituirán a favor de los Entes 

Públicos, según corresponda, en términos de las disposiciones legales aplicables; 

 

XIV.  El procedimiento para la solución de controversias previstos en el Título Octavo de esta 

Ley; 

 

XV.  Causales por las que los Entes Públicos podrá dar por rescindido el contrato, y 

 

XVI.  Los demás aspectos y requisitos previstos en la convocatoria a la licitación e invitaciones 

a cuando menos tres personas, así como los relativos al tipo de contrato de que se trate. 

 

Para los efectos de esta Ley, la convocatoria, las bases de licitación, el contrato, sus anexos y la 

bitácora de los trabajos son los instrumentos que vinculan a las partes en sus derechos y 

obligaciones. Las estipulaciones que se establezcan en el contrato no deberán modificar las 

condiciones previstas en la convocatoria y bases de licitación. 

 

En la formalización de los contratos, podrán utilizarse los medios de comunicación electrónica que 

al efecto autorice la Contraloría. 

 

Artículo 58. Las penas convencionales se aplicarán por atraso en la ejecución de los trabajos, por 

causas imputables a los contratistas, determinadas únicamente en función del importe de los trabajos 

no ejecutados en la fecha pactada en el contrato para la conclusión total de las obras. 

 

Asimismo, se podrá pactar que las penas convencionales se aplicarán por atraso en el cumplimiento 

de las fechas críticas establecidas en el programa de ejecución general de los trabajos. 

 

En ningún caso las penas convencionales podrán ser superiores, en su conjunto, al monto de la 

garantía de cumplimiento. 

 

Asimismo, los Entes Públicos, en caso de atraso en la ejecución de los trabajos durante la vigencia 

del programa de ejecución general de los trabajos, aplicarán retenciones económicas a las 

estimaciones que se encuentren en proceso en la fecha que se determine el atraso, las cuales serán 

calculadas en función del avance en la ejecución de los trabajos conforme a la fecha de corte para 

el pago de estimaciones pactada en el contrato. Dichas retenciones podrán ser recuperadas por los 

contratistas en las siguientes estimaciones, si regularizan los tiempos de atraso, conforme al citado 

programa. 

 

Artículo 59. La notificación del fallo obligará a los Entes Públicos convocantes y a la persona a quien 

se haya adjudicado, a firmar el contrato, en la fecha, hora y lugar previstos en el propio fallo, o bien 

en la convocatoria y bases de licitación, y en defecto de tales previsiones, dentro de los quince días 

naturales siguientes al de la citada notificación. No podrá formalizarse contrato alguno que no se 

encuentre garantizado, de acuerdo con lo dispuesto en la fracción II del artículo 60 de esta Ley. 
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Si el interesado no firmare el contrato por causas imputables al mismo, en la fecha o plazo 

establecido en el párrafo anterior, el Ente Público convocante podrá, sin necesidad de un nuevo 

procedimiento, adjudicar el contrato al participante que haya presentado la siguiente proposición 

solvente que resulte más conveniente para el Estado, de conformidad con lo asentado en el fallo, y 

así sucesivamente en caso de que este último no acepte la adjudicación, siempre que la diferencia 

en precio con respecto a la proposición que inicialmente hubiere resultado ganadora no sea superior 

al quince por ciento. 

 

Si el Ente Público convocante no firmare el contrato respectivo o cambia las condiciones de la 

convocatoria o bases de licitación que motivaron el fallo correspondiente, el licitante ganador, sin 

incurrir en responsabilidad, no estará obligado a ejecutar los trabajos. En este supuesto, el Ente 

Público, a solicitud escrita del licitante, cubrirá los gastos no recuperables en que hubiere incurrido 

para preparar y elaborar su proposición, siempre que éstos sean razonables, estén debidamente 

comprobados y se relacionen directamente con la licitación de que se trate. 

 

El contratista a quien se adjudique el contrato, no podrá hacerlo ejecutar por otro; pero con 

autorización previa del titular del área responsable de la ejecución de los trabajos del Ente Público 

de que se trate, podrá hacerlo respecto de partes del contrato o cuando adquiera materiales o equipo 

que incluyan su instalación en la obra. Esta autorización previa no se requerirá cuando el Ente 

Público señale específicamente en las bases de licitación, las partes de los trabajos que podrán ser 

objeto de subcontratación. En todo caso, el contratista seguirá siendo el único responsable de la 

ejecución de los trabajos ante el Ente Público. 

 

Los derechos y obligaciones que se deriven de los contratos no podrán ser transferidos por el 

contratista en favor de cualesquiera otras personas, con excepción de los derechos de cobro sobre 

las estimaciones por trabajos ejecutados, en cuyo caso se deberá contar con el consentimiento del 

Ente Público de que se trate. 

 

El contratista deberá tener a la vista y por el tiempo que dure la construcción de la obra pública que 

realiza, fijando en la misma obra, una lona que mida 2 metros de largo por 1 metro de ancho, la cual 

deberá contener como mínimo la siguiente información: 

 

a) Dependencia, Entidad o Municipio contratante;   

b) Tipo de contratación de la obra pública;   

c)  Nombre y número de contrato de la obra;   

d) Numero del padrón estatal del contratista;   

e) Fecha de inicio y plazo de ejecución de la obra, y;  

f)   Responsable de la obra. 

 

Artículo 60. Los contratistas que celebren los contratos a que se refiere esta Ley deberán garantizar: 

 

I.  Los anticipos que reciban. Estas garantías deberán presentarse en la fecha y lugar 

establecidas en la convocatoria y bases de licitación o en su defecto, dentro de los diez días 

naturales siguientes a la fecha de notificación del fallo y por la totalidad del monto de los 

anticipos, y 
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II.  El cumplimiento de los contratos. Esta garantía deberá presentarse en la fecha y lugar 

establecidos en la convocatoria de la licitación o en su defecto, dentro de los diez días 

naturales siguientes a la fecha de notificación del fallo. 

 

Para los efectos de este artículo, los titulares de los Entes Públicos, fijarán las bases, la forma y el 

porcentaje a los que deberán sujetarse las garantías que deban constituirse, considerando los 

antecedentes de cumplimiento de los contratistas en los contratos celebrados con los Entes Públicos, 

a efecto de determinar montos menores para éstos, de acuerdo a los lineamientos que al efecto 

emita la Contraloría. En los casos señalados en los artículos 50 fracciones VIII y IX, y 52 de esta 

Ley, el servidor público facultado para firmar el contrato, bajo su responsabilidad, podrá exceptuar a 

los contratistas de presentar la garantía del cumplimiento del contrato respectivo. 

 

Artículo 61. Las garantías que deban otorgarse obligatoriamente conforme a esta Ley, serán 

constituidas en favor de Finanzas, tratándose de dependencias y entidades; y de las tesorerías 

municipales o sus equivalentes en caso de municipios. 

 

Artículo 62 El otorgamiento del anticipo se deberá pactar en los contratos y se sujetará a lo siguiente: 

 

I. El importe del anticipo concedido será puesto a disposición del contratista con antelación 

a la fecha pactada para el inicio de los trabajos; el atraso en la entrega del anticipo será 

motivo para diferir, en igual plazo, el programa de ejecución pactado. Cuando el 

contratista no entregue la garantía de anticipo dentro del plazo señalado en el artículo 

60 de esta Ley, no procederá el diferimiento y, por lo tanto, deberá iniciar los trabajos en 

la fecha establecida originalmente; 

 

II. Los Entes Públicos podrán otorgar hasta un treinta por ciento de la asignación 

presupuestaria aprobada al contratista en el ejercicio de que se trate, para que el 

contratista realice en el sitio de los trabajos la construcción de sus oficinas, almacenes, 

bodegas e instalaciones y, en su caso, para los gastos de traslado de la maquinaria y 

equipo de construcción e inicio de los trabajos; así como para la compra y producción 

de materiales de construcción, la instalación de equipos de instalación permanente y 

demás insumos que deberán otorgar.  

 

Tratándose de servicios relacionados con la obra pública, el otorgamiento del anticipo 

será determinado por la convocante, atendiendo a las características, complejidad y 

magnitud del servicio; en el supuesto de que el Ente Público decida otorgarlo, deberá 

ajustarse a lo previsto en este artículo; 

 

III. El importe del anticipo deberá ser considerado, obligatoriamente, por los licitantes para 

la determinación del costo financiero de su proposición; 

 

IV. Cuando las condiciones de los trabajos lo requieran, el porcentaje del anticipo podrá ser 

mayor, en cuyo caso será necesaria la autorización escrita del titular del Ente Público, o 

de la persona en quien éste haya delegado tal facultad; 
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V. Cuando los trabajos rebasen más de un ejercicio presupuestario y se inicien en el último 

trimestre del primer ejercicio y el anticipo resulte insuficiente, los Entes Públicos podrán, 

bajo su responsabilidad, otorgar como anticipo hasta el monto total de la asignación 

autorizada al contrato respectivo durante el primer ejercicio, vigilando que se cuente con 

la suficiencia presupuestaria para el pago de la obra por ejecutar en el ejercicio 

subsiguiente. 

 

En ejercicios subsecuentes, la entrega del anticipo deberá hacerse dentro de los tres 

meses siguientes al inicio de cada ejercicio, previa entrega de la garantía 

correspondiente. El atraso en la entrega de los anticipos será motivo para ajustar el costo 

financiero pactado en el contrato, y 

 

VI. Los Entes Públicos podrán otorgar anticipos para los convenios que se celebren en 

términos del artículo 72 de esta Ley, sin que pueda exceder el porcentaje originalmente 

autorizado en el contrato respectivo. 

 

Para la amortización del anticipo, en el supuesto de que sea rescindido el contrato, el saldo por 

amortizar se reintegrará al Ente Público en un plazo no mayor de diez días naturales, contados a 

partir de la fecha en que le sea notificada al contratista la resolución que determine la rescisión del 

contrato. 

 

El contratista que no reintegre el saldo por amortizar en el plazo señalado cubrirá los cargos que 

resulten, conforme a lo indicado en el párrafo primero del artículo 68 de esta Ley. 

 

Artículo 63. Los Entes Públicos se abstendrán de recibir proposiciones o adjudicar contrato alguno 

en las materias a que se refiere esta Ley, con las personas siguientes: 

 

I.  Aquéllas en que el servidor público que intervenga en cualquier etapa del procedimiento de 

contratación tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquellas de las que 

pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge o sus parientes consanguíneos hasta el 

cuarto grado, por afinidad o civiles, o para terceros con los que tenga relaciones 

profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor 

público o las personas antes referidas formen o hayan formado parte durante los dos años 

previos a la fecha de celebración del procedimiento de contratación de que se trate; 

 

II.  Las que desempeñen un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o bien, las 

sociedades de las que dichas personas formen parte, sin la autorización previa y específica 

de la Contraloría; 

 

III.  Aquellos contratistas que, por causas imputables a ellos mismos, el Ente Público 

convocante les hubiere rescindido administrativamente un contrato. Dicho impedimento 

prevalecerá ante el propio Ente Público convocante durante un año calendario contado a 

partir de la notificación de la resolución de rescisión; 
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IV.  Las que se encuentren inhabilitadas por resolución definitiva de la autoridad administrativa 

o judicial competente; 

 

V.  Aquéllas que hayan sido declaradas o sujetas a concurso mercantil o alguna figura análoga; 

 

VI.  Los licitantes que participen en un mismo procedimiento de contratación, que se encuentren 

vinculados entre sí por algún socio o asociado común. 

 

Se entenderá que es socio o asociado común, aquella persona física o moral que en el 

mismo procedimiento de contratación es reconocida como tal en las actas constitutivas, 

estatutos o en sus reformas o modificaciones de dos o más empresas licitantes, por tener 

una participación accionaria en el capital social, que le otorgue el derecho de intervenir en 

la toma de decisiones o en la administración de dichas personas morales; 

 

VII.  Las que pretendan participar en un procedimiento de contratación y previamente, hayan 

realizado o se encuentren realizando por sí o a través de empresas que formen parte del 

mismo grupo empresarial, en virtud de otro contrato, trabajos de dirección, coordinación y 

control de obra; preparación de especificaciones de construcción; presupuesto de los 

trabajos; selección o aprobación de materiales, equipos y procesos, así como la 

preparación de cualquier documento relacionado directamente con la convocatoria y las 

bases de licitación, o bien, asesoren o intervengan en cualquier etapa del procedimiento de 

contratación. 

 

Las personas que hayan realizado, por si o a través de empresas que formen parte del 

mismo grupo empresarial, en virtud de otro contrato, estudios, planes o programas para la 

realización de obras públicas asociadas a proyectos de infraestructura en los que se 

incluyan trabajos de preparación de especificaciones de construcción, presupuesto, 

selección o aprobación de materiales, equipos o procesos, podrán participar en el 

procedimiento de licitación pública para la ejecución de los proyectos de infraestructura 

respectivos, siempre y cuando la información utilizada por dichas personas en los 

supuestos indicados, sea proporcionada a los demás licitantes;  

 

VIII.  Aquéllas que por sí o a través de empresas que formen parte del mismo grupo empresarial, 

pretendan ser contratadas para la elaboración de dictámenes, peritajes y avalúos, cuando 

éstos hayan de ser utilizados para resolver discrepancias derivadas de los contratos en los 

que dichas personas o empresas sean partes; 

 

IX.  Las que hayan utilizado información privilegiada proporcionada indebidamente por 

servidores públicos o sus familiares por parentesco consanguíneo y por afinidad hasta el 

cuarto grado, o civil; 

 

X.  Las que contraten servicios de asesoría, consultoría y apoyo de cualquier tipo de personas 

en materia de contrataciones gubernamentales, si se comprueba que todo o parte de las 

contraprestaciones pagadas al prestador del servicio, a su vez, son recibidas por servidores 



  
   

 

  

 
 

 68  

 

C. 

públicos por si o por interpósita persona, con independencia de que quienes las reciban 

tengan o no relación con la contratación, y 

 

XI.  Las demás que por cualquier causa se encuentren impedidas para ello por disposición de 

Ley. 

 

El órgano interno de control del Ente Público, deberá llevar el registro, control y difusión de las 

personas con las que se encuentren impedidas de contratar, el cual será difundido a través de 

Compras Estatal. 

 

 

Capítulo II 

De la Ejecución. 

 

Artículo 64. La ejecución de los trabajos deberá iniciarse en la fecha señalada en el contrato 

respectivo, y el Ente Público contratante oportunamente pondrá a disposición del contratista el o los 

inmuebles en que deban llevarse a cabo. El incumplimiento del Ente Público contratante prorrogará 

en igual plazo la fecha originalmente pactada para la conclusión de los trabajos. La entrega deberá 

constar por escrito. 

 

El programa de ejecución convenido en el contrato y sus modificaciones, será la base conforme al 

cual se medirá el avance en la ejecución de los trabajos. 

 

Artículo 65. En el caso previsto en el artículo 16 de esta Ley, el contratista deberá realizar las 

gestiones conducentes para adquirir los bienes inmuebles o constituir los derechos reales que sean 

necesarios para ejecutar la obra pública, según los términos y condiciones establecidos en el 

contrato. 

 

Una vez formalizada la adquisición de los bienes inmuebles o la constitución de derechos reales, el 

contratista deberá transmitir la propiedad o la titularidad de los derechos al Ente Público contratante. 

 

Artículo 66. Los Entes Públicos contratantes establecerán la residencia de obra o servicios con 

anterioridad a la iniciación de las mismas, la cual deberá recaer en un servidor público designado 

por el Ente Público, quien fungirá como su representante ante el contratista y será el responsable 

directo de la supervisión, vigilancia, control y revisión de los trabajos, incluyendo la aprobación de 

las estimaciones presentadas por los contratistas. La residencia de obra deberá estar ubicada en el 

sitio de ejecución de los trabajos. 

 

Cuando la supervisión sea realizada por contrato, la aprobación de las estimaciones para efectos 

de pago deberá ser autorizada por la residencia de obra del Ente Público contratante. Los 

contratos de supervisión con terceros, deberán ajustarse a los lineamientos que para tal efecto 

determine la Contraloría. 

 

Por su parte, de manera previa al inicio de los trabajos, el contratista designará a un superintendente 

de construcción o de servicios facultado para oír y recibir toda clase de notificaciones relacionadas 
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con los trabajos, aún las de carácter personal, así como tomar las decisiones que se requieran en 

todo lo relativo al cumplimiento del contrato. 

 

Artículo 67.- Las estimaciones de los trabajos ejecutados se deberán formular con una periodicidad 

no mayor de un mes. El contratista deberá presentarlas a la residencia de obra dentro de los seis 

días naturales siguientes a la fecha de corte para el pago de las estimaciones que hubiere fijado el 

Ente Público en el contrato, acompañadas de la documentación que acredite la procedencia de su 

pago; la residencia de obra para realizar la revisión y autorización de las estimaciones contará con 

un plazo no mayor de quince días naturales siguientes a su presentación. En el supuesto de que 

surjan diferencias técnicas o numéricas que no puedan ser autorizadas dentro de dicho plazo, éstas 

se resolverán e incorporarán en la siguiente estimación. 

 

Las estimaciones por trabajos ejecutados deberán pagarse por parte del Ente Público contratante, 

bajo su responsabilidad, en un plazo no mayor a veinte días naturales, contados a partir de la fecha 

en que hayan sido autorizadas por la residencia de la obra de que se trate y que el contratista haya 

presentado la factura correspondiente. 

 

Los pagos de cada una de las estimaciones por trabajos ejecutados son independientes entre sí y, 

por lo tanto, cualquier tipo y secuencia será sólo para efecto de control administrativo. 

 

Los Entes Públicos contratantes deberán realizar el pago a los contratistas a través del sistema 

electrónico bancario. 

 

Artículo 68. En caso de incumplimiento en los pagos de estimaciones y de ajustes de costos, el Ente 

Público contratante, a solicitud del contratista, deberá pagar gastos financieros conforme a una tasa 

que será igual a la establecida por la Ley de Ingresos de la Federación en los casos de prórroga para 

el pago de créditos fiscales. Dichos gastos empezarán a generarse cuando las partes tengan definido 

el importe a pagar y se calcularán sobre las cantidades no pagadas, debiéndose computar por días 

naturales desde que sean determinadas y hasta la fecha en que se ponga efectivamente las 

cantidades a disposición del contratista. 

 

Tratándose de pagos en exceso que haya recibido el contratista, éste deberá reintegrar las 

cantidades pagadas en exceso más los intereses correspondientes, conforme a lo señalado en el 

párrafo anterior. Los cargos se calcularán sobre las cantidades pagadas en exceso en cada caso y 

se computarán por días naturales, desde la fecha del pago hasta la fecha en que se pongan 

efectivamente las cantidades a disposición del Ente Público contratante. 

 

No se considerará pago en exceso cuando las diferencias que resulten a cargo del contratista sean 

compensadas en la estimación siguiente, o en el finiquito, si dicho pago no se hubiera identificado 

con anterioridad. 

 

Artículo 69. Cuando a partir del acto de la presentación y apertura de proposiciones ocurran 

circunstancias de orden económico no previstas en el contrato que determinen un aumento o 

reducción de los costos directos de los trabajos aún no ejecutados conforme al programa convenido, 

dichos costos, cuando procedan, deberán ser ajustados atendiendo al procedimiento de ajuste 
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acordado por las partes en el contrato, de acuerdo con lo establecido por el artículo 70 de esta Ley. 

El aumento o reducción correspondiente deberá constar por escrito. 

 

El procedimiento de ajustes de costos, sólo procederá para los contratos a base de precios unitarios 

o la parte de los mixtos de esta naturaleza. 

 

Cuando el porcentaje del ajuste de los costos sea al alza, será el contratista quien lo promueva, 

dentro de los sesenta días naturales siguientes a la publicación de los índices aplicables al mes 

correspondiente, mediante la presentación por escrito de la solicitud, estudios y documentación que 

la soporten. Si el referido porcentaje es a la baja, será el Ente Público contratante quien lo 

determinará en el mismo plazo, con base en la documentación comprobatoria que lo justifique, salvo 

en el caso del procedimiento de ajuste señalado en la fracción III del artículo 70 de esta Ley, 

conforme al cual, invariablemente el Ente Público deberá efectuarlo, con independencia de que sea 

al alza o a la baja. 

 

Una vez transcurrido el plazo establecido en el párrafo anterior, se perderá la posibilidad de solicitar 

el ajuste de costos por parte de los contratistas y de realizarlo a la baja por parte del Ente Público. 

 

El Ente Público, dentro de los sesenta días naturales siguientes a que el contratista promueva 

debidamente el ajuste de costos, deberá emitir por oficio la resolución que proceda; en caso 

contrario, la solicitud se tendrá por aprobada. 

 

Cuando la documentación mediante la que se promuevan los ajustes de costos sea deficiente o 

incompleta, el Ente Público contratante apercibirá por escrito al contratista para que, en el plazo de 

diez días hábiles a partir de que le sea requerido, subsane el error o complemente la información 

solicitada. Transcurrido dicho plazo, sin que el promovente diera respuesta al apercibimiento, o no 

lo atendiere en forma correcta, se tendrá como no presentada la solicitud de ajuste de costos. 

 

El reconocimiento por ajuste de costos en aumento o reducción se deberá incluir en el pago de las 

estimaciones, considerando el último porcentaje de ajuste que se tenga autorizado. 

 

No darán lugar a ajuste de costos, las cuotas compensatorias a que, conforme a la Ley de la materia, 

pudiera estar sujeta la importación de bienes contemplados en la realización de los trabajos. 

 

Artículo 70. El ajuste de costos directos podrá llevarse a cabo mediante cualesquiera de los 

siguientes procedimientos: 

 

I.  La revisión de cada uno de los precios unitarios del contrato para obtener el ajuste; 

 

II.  La revisión de un grupo de precios unitarios que, multiplicados por sus correspondientes 

cantidades de trabajo por ejecutar, representen aproximadamente el ochenta por ciento del 

importe total del contrato, y 

 

III.  En el caso de trabajos en los que el Ente Público contratante tenga establecida la proporción 

en que intervienen los insumos en el total del costo directo de los mismos, el ajuste 
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respectivo podrá determinarse mediante la actualización de los costos de los insumos que 

intervienen en dichas proporciones. En este caso, cuando los contratistas no estén de 

acuerdo con la proporción de intervención de los insumos ni su forma de medición durante 

el proceso de construcción, podrán solicitar su revisión a efecto de que sean corregidos; en 

el supuesto de no llegar a un acuerdo, se deberá aplicar el procedimiento enunciado en la 

fracción I de este artículo. 

 

Para los procedimientos señalados en las fracciones I y II del presente artículo, los contratistas serán 

responsables de promover los ajustes de costos, a efecto de que el Ente Público contratante los 

revise, en su caso solicite correcciones a los mismos, y dictamine lo procedente. Esto sin perjuicio 

de que el Ente Público contratante pueda realizar los estudios periódicos necesarios. 

 

Artículo 71. La aplicación de los procedimientos de ajuste de costos directos a que se refiere el 

artículo anterior se sujetará a lo siguiente: 

 

I.  Los ajustes se calcularán a partir del mes en que se haya producido el incremento o 

decremento en el costo de los insumos, respecto de los trabajos pendientes de ejecutar, 

conforme al programa de ejecución pactado en el contrato o, en caso de existir atraso no 

imputable al contratista, conforme al programa convenido. 

 

Para efectos de cada una de las revisiones y ajustes de los costos, que se presenten durante 

la ejecución de los trabajos, el mes de origen de estos será el correspondiente al acto de 

presentación y apertura de proposiciones, aplicándose el último factor que se haya 

autorizado; 

 

II.  Los incrementos o decrementos de los costos de los insumos serán calculados con base en 

los índices nacionales de precios al consumidor que mensualmente publica el Instituto 

Nacional de Estadística, Geografía e Informática. Cuando los índices que requieran tanto el 

contratista como el Ente Público contratante, no se encuentren dentro de los publicados por 

el citado Instituto, el Ente Público contratante procederá a calcularlos en conjunto con el 

contratista conforme a los precios que investiguen, por mercadeo directo o en publicaciones 

especializadas nacionales considerando al menos tres fuentes distintas; 

 

III.  Los precios unitarios originales del contrato permanecerán fijos hasta la terminación de los 

trabajos contratados. El ajuste se aplicará a los costos directos, conservando constantes los 

porcentajes de los costos indirectos, el costo por financiamiento y el cargo de utilidad 

originales durante el ejercicio del contrato; el costo por financiamiento estará sujeto a ajuste 

de acuerdo a las variaciones de la tasa de interés que el contratista haya considerado en su 

proposición, y 

 

IV.  A los demás lineamientos que para tal efecto emita la Contraloría. 

 

Una vez aplicado el procedimiento respectivo y determinados los factores de ajuste, éstos se 

aplicarán al importe de las estimaciones generadas, sin que resulte necesario modificar la garantía 

de cumplimiento del contrato inicialmente otorgada. 
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Cuando existan trabajos ejecutados fuera del periodo programado, por causa imputable al 

contratista, el ajuste se realizará considerando el periodo en que debieron ser ejecutados, conforme 

al programa convenido, salvo en el caso de que el factor de ajuste correspondiente al mes en el que 

efectivamente se ejecutaron, sea inferior a aquel en que debieron ejecutarse, en cuyo supuesto se 

aplicará este último. 

 

Artículo 72. Los Entes Públicos contratantes, podrán, dentro de su presupuesto autorizado, bajo su 

responsabilidad y por razones fundadas y explícitas, modificar los contratos sobre la base de precios 

unitario; los mixtos en la parte correspondiente, así como los de amortización programada, mediante 

convenios, siempre y cuando éstos, considerados conjunta o separadamente, no rebasen el 

veinticinco por ciento del monto o del plazo pactados en el contrato, ni impliquen variaciones 

sustanciales al proyecto original, ni se celebren para eludir en cualquier forma el cumplimiento de la 

Ley. 

 

Si las modificaciones exceden el porcentaje indicado, pero no varían el objeto del proyecto, se podrán 

celebrar convenios adicionales entre las partes respecto de las nuevas condiciones, debiéndose 

justificar de manera fundada y explícita las razones para ello. Dichas modificaciones no podrán, en 

modo alguno, afectar las condiciones que se refieran a la naturaleza y características esenciales del 

objeto del contrato original, ni convenirse para eludir en cualquier forma el cumplimiento de esta Ley. 

 

Los convenios señalados en los párrafos anteriores deberán ser autorizados por el servidor público 

que se determine en las políticas, bases y lineamientos del Ente Público de que se trate. 

 

Cuando la modificación implique aumento o reducción por una diferencia superior al veinticinco por 

ciento del importe original del contrato o del plazo de ejecución, en casos excepcionales y 

debidamente justificados, el Ente Público convocante solicitará la autorización de la Contraloría para 

revisar el financiamiento y los indirectos originalmente pactados y determinar la procedencia de 

ajustarlos. 

 

En el caso de requerirse modificaciones en los términos y condiciones originales del contrato, que 

no representen incremento o disminución en el monto o plazo contractual, las partes deberán 

celebrar los convenios respectivos. 

 

Los contratos a precio alzado o la parte de los mixtos de esta naturaleza no podrán ser modificados 

en monto o en plazo, ni estarán sujetos a ajustes de costos. 

 

Una vez que se tengan determinadas las posibles modificaciones al contrato respectivo, la 

suscripción de los convenios será responsabilidad del Ente Público contratante, misma que no 

deberá exceder de cuarenta y cinco días naturales, contados a partir de la mencionada 

determinación. 

 

De las autorizaciones a que se refiere este artículo, por lo que respecta a los convenios que se 

celebren conforme al segundo párrafo del mismo, el titular del área responsable de la contratación 

de los trabajos informará a la Contraloría. Al efecto, a más tardar el último día hábil de cada mes, 
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deberá presentarse un informe que se referirá a las autorizaciones otorgadas en el mes calendario 

inmediato anterior. 

 

Cuando durante la ejecución de los trabajos se requiera la realización de cantidades o conceptos de 

trabajo adicionales a los previstos originalmente, los Entes Públicos contratantes podrán autorizar el 

pago de las estimaciones de los trabajos ejecutados, previamente a la celebración de los convenios 

respectivos, vigilando que dichos incrementos no rebasen el presupuesto autorizado en el contrato. 

Tratándose de cantidades adicionales, éstas se pagarán a los precios unitarios pactados 

originalmente; tratándose de los conceptos no previstos en el catálogo de conceptos del contrato, 

sus precios unitarios deberán ser conciliados y autorizados, previamente a su pago. 

 

Artículo 73. Los Entes Públicos contratantes podrán suspender temporalmente, en todo o en parte, 

los trabajos contratados por cualquier causa justificada. Los titulares de las Dependencias, los 

órganos de gobierno de las Entidades y los Presidentes Municipales designarán a los servidores 

públicos que podrán ordenar la suspensión y determinar, en su caso, la temporalidad de ésta, la que 

no podrá ser indefinida. 

 

Asimismo, podrán dar por terminados anticipadamente los contratos cuando concurran razones de 

interés general; existan causas justificadas que le impidan la continuación de los trabajos, y se 

demuestre que de continuar con las obligaciones pactadas se ocasionaría un daño o perjuicio grave 

al Estado; se determine la nulidad de actos que dieron origen al contrato, con motivo de la resolución 

de una inconformidad o intervención de oficio emitida por resolución de autoridad judicial 

competente, o bien, no sea posible determinar la temporalidad de la suspensión de los trabajos a 

que se refiere este artículo. En estos supuestos, el Ente Público reembolsará al contratista los gastos 

no recuperables en que haya incurrido, siempre que éstos sean razonables, estén debidamente 

comprobados y se relacionen directamente con la operación correspondiente. 

 

Cuando se apliquen los supuestos establecidos en este artículo, invariablemente, deberá estar 

presente, personal que determine para tal fin, la Contraloría. 

 

Artículo 74. Los Entes Públicos contratantes podrán rescindir administrativamente los contratos en 

caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. 

 

El procedimiento de rescisión se llevará a cabo conforme a lo siguiente: 

 

I.  Se iniciará a partir de que al contratista le sea comunicado el incumplimiento en que haya 

incurrido, para que en un término de quince días hábiles exponga lo que a su derecho 

convenga y aporte, en su caso, las pruebas que estime pertinentes; 

II. Transcurrido el término a que se refiere la fracción anterior, el Ente Público contratante 

contará con un plazo de quince días hábiles para resolver, considerando los argumentos 

y pruebas que hubiere hecho valer el contratista, y 
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III. La determinación de dar o no por rescindido el contrato deberá ser debidamente fundada, 

motivada y notificada al contratista dentro de un plazo de diez días hábiles, posteriores a 

su emisión. 

 

Los Entes Públicos podrán, bajo su responsabilidad, suspender el trámite del procedimiento de 

rescisión, cuando se hubiere iniciado un procedimiento de conciliación respecto del contrato materia 

de la rescisión. 

 

Artículo 75. En la suspensión, rescisión administrativa o terminación anticipada de los contratos 

deberá observarse lo siguiente: 

 

I. Cuando se determine la suspensión de los trabajos o se rescinda el contrato por causas 

imputables al Ente Público contratante, éste pagará los trabajos ejecutados, así como los 

gastos no recuperables, siempre que éstos sean razonables, estén debidamente 

comprobados y se relacionen directamente con el contrato de que se trate;  

 

II. En caso de rescisión del contrato por causas imputables al contratista, una vez emitida la 

determinación respectiva, el Ente Público contratante precautoriamente y desde el inicio de 

la misma, se abstendrá de cubrir los importes resultantes de trabajos ejecutados aún no 

liquidados, hasta que se otorgue el finiquito que proceda, lo que deberá efectuarse dentro 

de los treinta días naturales siguientes a la fecha de la comunicación de dicha determinación, 

a fin de proceder a hacer efectivas las garantías. En el finiquito deberá preverse el 

sobrecosto de los trabajos aún no ejecutados que se encuentren atrasados conforme al 

programa vigente, así como lo relativo a la recuperación de los materiales y equipos que, en 

su caso, le hayan sido entregados. 

 

Los Entes Públicos convocantes podrán optar entre aplicar las penas convencionales o el 

sobrecosto que resulte de la rescisión, debiendo fundamentar y motivar las causas de la 

aplicación de uno o de otro; 

 

III. Cuando se den por terminado anticipadamente el contrato, el Ente Público contratante 

pagará al contratista los trabajos ejecutados, así como los gastos no recuperables, siempre 

que éstos sean razonables, estén debidamente comprobados y se relacionen directamente 

con el contrato de que se trate, y 

 

IV. Cuando por caso fortuito o fuerza mayor se imposibilite la continuación de los trabajos, el 

contratista podrá optar por no ejecutarlos. En este supuesto, si opta por la terminación 

anticipada del contrato, deberá solicitarla al Ente Público contratante, quien determinará lo 

conducente dentro de los quince días naturales siguientes a la presentación del escrito 

respectivo; en caso de negativa, será necesario que el contratista obtenga de la autoridad 

judicial la declaratoria correspondiente, pero si el Ente Público no contesta en dicho plazo, 

se tendrá por aceptada la petición del contratista. 

 



  
   

 

  

 
 

 75  

 

C. 

Una vez comunicada por el Ente Público contratante la terminación anticipada de los contratos o el 

inicio del procedimiento de rescisión de los mismos, éste procederá a tomar inmediata posesión de 

los trabajos ejecutados para hacerse cargo del inmueble y de las instalaciones respectivas, y en su 

caso, proceder a suspender los trabajos, levantando, con o sin la comparecencia del contratista, 

acta circunstanciada del estado en que se encuentre la obra. En el caso de entidades, el acta 

circunstanciada se levantará ante la presencia de fedatario público. 

 

El contratista estará obligado a devolver al Ente Público, en un plazo de diez días naturales, contados 

a partir del inicio del procedimiento respectivo, toda la documentación que ésta le hubiere entregado 

para la realización de los trabajos. 

 

Cuando se apliquen los supuestos establecidos en este artículo, deberá estar presente, personal 

que para tal fin determine la Contraloría. 

 

Artículo 76. De ocurrir los supuestos establecidos en el artículo anterior, los Entes Públicos 

contratantes comunicarán la suspensión, rescisión o terminación anticipada del contrato al 

contratista; posteriormente, lo harán del conocimiento de Contraloría, a más tardar el último día hábil 

de cada mes, mediante un informe en el que se referirá los supuestos ocurridos en el mes calendario 

inmediato anterior. 

 

Artículo 77. El contratista comunicará al Ente Público contratante la conclusión de los trabajos que 

le fueron encomendados, para que éste, dentro del plazo pactado, verifique la debida terminación 

de los mismos conforme a las condiciones establecidas en el contrato. Al finalizar la verificación de 

los trabajos, el Ente Público contratante contará con un plazo de quince días naturales para proceder 

a su recepción física, mediante el levantamiento del acta correspondiente, quedando los trabajos 

bajo su responsabilidad. 

 

Recibidos físicamente los trabajos, las partes dentro del término estipulado en el contrato, el cual no 

podrá exceder de sesenta días naturales a partir de la recepción de los trabajos, deberán elaborar 

el finiquito de los mismos, en el que se hará constar los créditos a favor y en contra que resulten para 

cada uno de ellos, describiendo el concepto general que les dio origen y el saldo resultante. 

 

De existir desacuerdo entre las partes respecto al finiquito, o bien, el contratista no acuda con el Ente 

Público para su elaboración dentro del plazo señalado en el contrato, éste procederá a elaborarlo, 

debiendo comunicar su resultado al contratista dentro de un plazo de diez días naturales, contado a 

partir de su emisión; una vez notificado el resultado de dicho finiquito al contratista, éste tendrá un 

plazo de quince días naturales para alegar lo que a su derecho corresponda, si transcurrido este 

plazo no realiza alguna gestión, se dará por aceptado. 

 

Determinado el saldo total, el Ente Público pondrá a disposición del contratista el pago 

correspondiente, mediante su ofrecimiento o la consignación respectiva, o bien, solicitará el reintegro 

de los importes resultantes; debiendo, en forma simultánea, levantar el acta administrativa que dé 

por extinguidos los derechos y obligaciones asumidos por ambas partes en el contrato. 
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Artículo 78. A la conclusión de la obra pública, el Ente Público deberá registrar en las oficinas de 

Catastro y del Registro Público de la Propiedad, los títulos de propiedad correspondientes de 

aquellos inmuebles que se hayan adquirido con motivo de la construcción de la obra pública de que 

se trate. 

 

Artículo 79. Concluidos los trabajos, el contratista quedará obligado a responder de los defectos que 

resultaren en los mismos, de los vicios ocultos y de cualquier otra responsabilidad en que hubiere 

incurrido, en los términos señalados en el contrato respectivo y en la legislación aplicable. 

 

Los trabajos se garantizarán durante un plazo de doce meses por el cumplimiento de las obligaciones 

a que se refiere el párrafo anterior, por lo que previamente a la recepción de los trabajos, los 

contratistas, a su elección, deberán constituir fianza por el equivalente al diez por ciento del monto 

total ejercido de los trabajos o presentar una carta de crédito irrevocable por el equivalente al cinco 

por ciento del monto total ejercido de los trabajos. 

 

Transcurridos los doce meses de vigencia quedara automáticamente cancelada la fianza o carta de 

crédito irrevocable, según sea el caso 

 

Quedarán a salvo los derechos de los Entes Públicos para exigir el pago de las cantidades no 

cubiertas de la indemnización que a su juicio corresponda, una vez que se hagan efectivas las 

garantías constituidas conforme a este artículo. 

 

En los casos señalados en el artículo 50, fracciones VIII y IX de esta Ley, así como cuando se trate 

de servicios relacionados con la obra pública, el servidor público que haya firmado el contrato, bajo 

su responsabilidad, podrá exceptuar a los contratistas de presentar la garantía a que se refiere este 

artículo, lo cual deberá, en su caso, establecerse desde la convocatoria y bases de licitación y en el 

contrato respectivo. 

 

Artículo 80. El contratista será el único responsable de la ejecución de los trabajos y deberá 

sujetarse a todos los reglamentos y ordenamientos de las autoridades competentes en materia de 

construcción, seguridad, uso de la vía pública, protección ecológica y de medio ambiente que rijan 

en el ámbito federal, estatal o municipal, así como a las instrucciones que al efecto le señale el Ente 

Público contratante. Las responsabilidades y los daños y perjuicios que resultaren por su 

inobservancia serán a cargo del contratista. 

 

Artículo 81. Una vez concluida la obra o parte utilizable de la misma, el Ente Público contratante 

vigilará que la unidad que debe operarla reciba oportunamente de la responsable de su realización, 

el inmueble en condiciones de operación, los planos correspondientes a la construcción final, las 

normas y especificaciones que fueron aplicadas durante su ejecución, así como los manuales e 

instructivos de operación y mantenimiento correspondientes y los certificados de garantía de calidad 

y funcionamiento de los bienes instalados. 

 

Artículo 82. El Ente Público bajo cuya responsabilidad quede una obra pública concluida, estará 

obligado, por conducto del área responsable de su operación, a mantenerla en niveles apropiados 
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de funcionamiento. Contraloría vigilará que su uso, operación y mantenimiento se realice conforme 

a los objetivos y acciones para las que fueron originalmente diseñadas. 

 

Título Cuarto. 

De la Administración Directa. 

 

Capítulo Único. 

De la Administración Directa. 

 

Artículo 83. Cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 21 de esta Ley, los Entes Públicos 

podrán realizar trabajos por administración directa, siempre que posean la capacidad técnica y los 

elementos necesarios para tal efecto, consistentes en maquinaria y equipo de construcción y 

personal técnico, según el caso, que se requieran para el desarrollo de los trabajos respectivos y 

podrán: 

 

I. Utilizar la mano de obra local que se requiera, lo que invariablemente deberá llevarse a cabo 

por obra determinada; 

 

II. Alquilar el equipo y maquinaria de construcción complementario; 

 

III. Utilizar preferentemente los materiales de la región, y 

 

IV. Utilizar los servicios de fletes y acarreos complementarios que se requieran. 

 

En la ejecución de los trabajos por administración directa, bajo ninguna circunstancia podrán 

participar terceros como contratistas, sean cuales fueren las condiciones particulares, naturaleza 

jurídica o modalidades que éstos adopten. 

 

Cuando se requieran equipos, instrumentos, elementos prefabricados terminados, materiales u otros 

bienes que deban ser instalados, montados, colocados o aplicados, su adquisición se regirá por las 

disposiciones correspondientes a la Ley de la materia. 

 

Artículo 84. Previamente a la realización de los trabajos por administración directa, el titular del área 

responsable de la ejecución de los trabajos emitirá el acuerdo respectivo, del cual formarán parte, 

entre otros aspectos, la descripción pormenorizada de los trabajos que se deban ejecutar, los 

proyectos, planos, especificaciones, programas de ejecución y suministro y el presupuesto 

correspondiente. 

 

La Contraloría, previamente a la ejecución de los trabajos por administración directa, verificarán que 

se cuente con el presupuesto correspondiente y los programas de ejecución, de utilización de 

recursos humanos y, en su caso, de utilización de maquinaria y equipo de construcción. 

 

Artículo 85. La ejecución de los trabajos estará a cargo del Ente Público a través de la residencia 

de obra; una vez concluidos los trabajos por administración directa, deberá entregarse al área 

responsable de su operación o mantenimiento. La entrega deberá constar por escrito. 
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Artículo 86. El Ente Público correspondiente deberá prever y proveer todos los recursos humanos, 

técnicos, materiales y económicos necesarios para que la ejecución de los trabajos se realice de 

conformidad con lo previsto en los proyectos, planos y especificaciones técnicas; los programas de 

ejecución y suministro y los procedimientos para llevarlos a cabo. 

 

En la ejecución de los trabajos por administración directa serán aplicables, en lo procedente, las 

disposiciones de esta Ley. 

 

Artículo 87. Los Entes Públicos que realicen obra por administración directa deberán considerar la 

aportación del dos al millar, del monto total de los recursos ejercidos, la cual será enterada a su 

respectivo órgano de control interno dentro de un plazo no mayor a veinte días naturales, para 

aplicarse en los servicios de vigilancia, inspección y control de las acciones que refiere el presente 

ordenamiento. 

 

 

Título Quinto. 

Del Padrón de Contratistas de Obra Pública. 

 

Capítulo I 

Del Registro de Contratistas. 

 

Artículo 88. La SECOPE, en coordinación con Finanzas y Contraloría llevará el control y registro del 

padrón de contratistas de obra pública y fijará los criterios y procedimientos para la clasificación de 

las personas, físicas y morales, inscritas en él, con base en su especialidad, capacidad técnica y 

económica. Los Municipios llevarán su propio padrón y podrán compulsarlo con el de la SECOPE y 

auxiliarse de éste para constatar la capacidad, de los contratistas registrados y que coincidan con 

los de sus padrones municipales. 

 

La SECOPE y en su caso, los Municipios entregarán un certificado o constancia de registro a los 

solicitantes de tal trámite que hayan cumplido satisfactoriamente con todos los requisitos exigidos 

por esta Ley, y dicho instrumento será el documento válido para acreditar ante cualquier autoridad 

encontrarse registrado en el padrón de contratistas de obra pública. 

 

La SECOPE y en su caso, los Municipios deberá de tener actualizado y publicado en su página de 

internet oficial, el padrón de contratistas registrados, el cual deberá de contener su especialidad y 

capacidad técnica. 

 

Se determina que el Padrón de Contratistas a cargo de SECOPE, será el único obligatorio para los 

Entes Públicos de nivel estatal que ejecuten obra pública; por lo que ningún otro organismo de esta 

jerarquía podrá exigir su incorporación a un registro diverso, como condicionante para su 

participación en materia de contratación de obra pública y servicios relacionados con la misma. 

 



  
   

 

  

 
 

 79  

 

C. 

Artículo 89. Las personas, físicas y morales, interesadas en la obtención del registro en el padrón 

de contratistas de obra pública deberán solicitarlo por escrito, ante la SECOPE o la dependencia del 

Ayuntamiento que designe el Presidente Municipal; dicha solicitud deberá contener los siguientes 

requisitos mínimos: 

 

I. Datos generales del solicitante; 

 

II. Copia certificada del testimonio notarial que acredite la constitución de la sociedad, 

tratándose de personas morales, pudiéndose presentar copia simple, siempre y cuando 

se exhiba su original, para efectos de cotejo. En el caso de las personas físicas, acta de 

nacimiento y credencial oficial con fotografía; 

 

III. Experiencia y especialidad; 

 

IV. Constancia de Situación fiscal reciente; 

 

V. Cédula profesional del responsable técnico y currículum de su experiencia afín a la o las 

especialidades del registro; 

 

VI. Registro ante el Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto del Fondo Nacional de 

la Vivienda para los Trabajadores; 

 

VII. Declaración anual del ejercicio fiscal del año anterior a la solicitud del registro; 

 

VIII. Acreditación de su capacidad técnica, económica y financiera; 

 

IX. Constancia de validación de los Entes Públicos con las que haya realizado algún trabajo 

en los dos años anteriores a la solicitud, y en su ausencia, la presentación de un escrito 

en el que se manifieste que no realizó actividades de este tipo en el período indicado; 

 

X. Relación de maquinaria y equipo con que cuente el solicitante, así como las constancias 

que acrediten su propiedad y fotografía de las mismas, y 

 

XI. Los demás documentos e información que la SECOPE y los Municipios, en su caso, 

consideren pertinentes. 

 

Artículo 90. SECOPE y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 

resolver sobre la procedencia o no de otorgar el registro, dentro de un plazo que no excederá de 

cinco días hábiles, contados a partir del día siguiente a aquél en que el solicitante cumpla, 

cuantitativamente, con los requisitos previstos en el artículo anterior. Si transcurrido dicho plazo sin 

que se emita una resolución, se entenderá que procedió el registro. En caso de que la resolución 

sea improcedente, ésta deberá ser suficientemente fundada y motivada. 
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Artículo 91. El registro en el padrón de contratistas de obra pública, en el Estado y en los Municipios 

tendrá una vigencia de un año, posterior a la fecha de su emisión. Una vez concluido dicho plazo, el 

contratista contará con un plazo de tres meses para refrendar dicho registro, de no hacerlo dentro 

de tal término, si éste desea seguir formando parte del Padrón de Contratistas, tendrá que iniciar su 

trámite, en los términos del artículo 89 de esta Ley. SECOPE y los municipios en el ámbito de sus 

respectivas competencias podrán verificar en cualquier tiempo la situación del contratista, respecto 

de los requisitos que la presente Ley exige para la obtención de su registro. 

 

 

Capítulo II 

De la Suspensión y Cancelación del Registro. 

 

 

Artículo 92. La SECOPE, Contraloría y los Municipios, dentro del ámbito de sus respectivas 

competencias, están facultados para suspender el registro de los Contratistas de obra pública, 

cuando: 

 

I. Se les declare en estado de quiebra o, en su caso, sujetos a concurso de acreedores, o 

 

II. Incurran en cualquier acto u omisión que les sea imputable y que perjudique los intereses 

de los Entes Públicos contratantes. 

 

Cuando desaparezcan las causas que hubieren motivado la suspensión del registro, el Contratista 

lo acreditará ante la SECOPE o la autoridad municipal respectiva, la que dispondrá lo conducente, a 

fin de que, si lo estima pertinente, el registro del interesado vuelva a surtir todos los efectos legales. 

 

Artículo 93. La SECOPE y los Municipios, en sus respectivos ámbitos de competencia están 

facultados para cancelar el registro de los contratistas de obra pública cuando: 

 

I. La información que hubiesen proporcionado para la inscripción resultare falsa o hayan 

actuado con dolo o mala fe en los procedimientos de contratación o ejecución de obra 

pública que establece la presente Ley; 

 

II. No cumplan, en sus términos, con algún contrato por causas imputables a ellos, y 

perjudiquen con esto, gravemente, los intereses de los Entes Públicos contratantes, o al 

interés general; 

 

III. Se declare su quiebra fraudulenta; 

 

IV. Hayan celebrado contrato en contravención con lo dispuesto en esta Ley, por causas 

que le sean imputables, o  

 

V. Se les declare incapacitados legalmente para contratar. 
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Artículo 94. Contra las resoluciones que nieguen las solicitudes de inscripción o determinen la 

suspensión o cancelación del registro en el padrón de contratistas de obra pública, el interesado 

podrá interponer el recurso de revocación, en los términos de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Durango. 

 

 

Título Sexto. 

De la Información y Verificación. 

 

Capítulo Único. 

De la Información y Verificación. 

 

Artículo 95. La forma y términos en que los Entes Públicos deberán remitir a la Contraloría la 

información relativa a los actos y contratos materia de esta Ley, serán establecidos por la propia 

Contraloría. 

 

Un ejemplar de la convocatoria y las bases de licitación deberá remitirse por el Ente Público 

convocante a la Contraloría, conforme a las disposiciones administrativas que para tal efecto 

establezca la misma. 

 

Artículo 96.- Los Entes Públicos conservarán en forma ordenada y sistemática toda la 

documentación e información electrónica comprobatoria de los actos y contratos materia de este 

ordenamiento por el tiempo que establezca la Ley de Archivos para el Estado de Durango. 

 

Artículo 97. La Contraloría, en el ejercicio de sus facultades, deberá verificar, en cualquier tiempo, 

que las obras públicas y servicios relacionados con las mismas se realicen conforme a lo establecido 

en esta Ley y en otras disposiciones aplicables. Si Contraloría determina la nulidad total del 

procedimiento de contratación por causas imputables a la convocante, el Ente Público reembolsará 

a los Licitantes los gastos no recuperables en que hayan incurrido, siempre que éstos sean 

razonables, estén debidamente comprobados y se relacionen directamente con la operación 

correspondiente. 

 

La Contraloría deberá realizar las visitas e inspecciones que estime pertinentes a los Entes Públicos 

que realicen obras públicas y servicios relacionados con las mismas, e igualmente podrá solicitar a 

los servidores públicos y a los contratistas que participen en ellos, todos los datos e informes 

relacionados con los actos de que se trate. 

 

Artículo 98. La Contraloría podrá verificar la calidad de los trabajos a través de los laboratorios, 

instituciones educativas y de investigación o con las personas que determine, en los términos que 

establece la normatividad aplicable. 

 

El resultado de las verificaciones se hará constar en un dictamen que será firmado por quien haya 

hecho la comprobación, así como por el contratista y el representante del Ente Público respectivo, si 

hubieren intervenido. La falta de firma del contratista no invalidará dicho dictamen. 
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Título Séptimo. 

De las Infracciones y Sanciones. 

 

Capítulo Único. 

De las Infracciones y Sanciones. 

 

Artículo 99. Los licitantes o contratistas que infrinjan las disposiciones de esta Ley, serán 

sancionados por la Contraloría con multa equivalente a la cantidad de cincuenta y hasta mil veces el 

valor de la Unidad de Medida y Actualización, elevada al mes, en la fecha de la infracción. 

 

Artículo 100. La Contraloría, además de la sanción a que se refiere el artículo anterior, inhabilitará 

temporalmente para participar de manera directa o por interpósita persona en procedimientos de 

contratación o celebrar contratos regulados por esta Ley, a las personas que se encuentren en 

alguno de los supuestos siguientes: 

 

I. Los licitantes que injustificadamente y por causas imputables a los mismos no formalicen el 

contrato adjudicado por la convocante; 

 

II.  Los contratistas a los que se les haya rescindido administrativamente un contrato en dos o 

más Entes Públicos en un plazo de tres años; 

 

III. Los contratistas que no cumplan con sus obligaciones contractuales por causas imputables 

a ellos y que, como consecuencia, causen daños o perjuicios graves al Ente Público 

respectivo;  

 

IV.  Las que proporcionen información falsa o que actúen con dolo o mala fe en algún 

procedimiento de contratación, en la celebración del contrato o durante su vigencia, o bien, 

en la presentación o desahogo de una solicitud de conciliación o de una inconformidad; 

 

V.  Los contratistas que se encuentren en el supuesto de la fracción I del artículo 63 de este 

ordenamiento, y 

 

VI.  Aquéllas que se encuentren en el supuesto del segundo párrafo del artículo 114 de esta Ley. 

 

La inhabilitación que imponga no será menor de tres meses ni mayor de cinco años, plazo que 

comenzará a contarse a partir del día siguiente a la fecha en que la Contraloría la haga del 

conocimiento del Ente Público de que se trate y se publique en la página oficial de internet de la 

Contraloría. 

 

Si al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación a que se refiere el párrafo que antecede el 

sancionado no ha pagado la multa que hubiere sido impuesta en términos del artículo anterior, la 

mencionada inhabilitación subsistirá hasta que se realice el pago correspondiente. 
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Los Entes Públicos, dentro de los quince días siguientes a la fecha en que tengan conocimiento de 

alguna infracción a las disposiciones de esta Ley, remitirán a la Contraloría la documentación 

comprobatoria de los hechos presumiblemente constitutivos de la infracción. 

 

Artículo 101. La Contraloría impondrá las sanciones considerando: 

 

I.  Los daños o perjuicios que se hubieren producido con motivo de la infracción; 

 

II. El carácter intencional o no del acto u omisión constitutivo de la infracción; 

 

III. La gravedad de la infracción, y 

 

IV. Las condiciones del infractor. 

 

En la tramitación del procedimiento para imponer las sanciones a que se refiere este Título, la 

Contraloría deberá observar lo dispuesto por el Capítulo IX del Título Primero de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Durango. 

 

Artículo 102. La Contraloría aplicará las sanciones que procedan a los servidores públicos que 

infrinjan las disposiciones de este ordenamiento, conforme a lo dispuesto por la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 

 

Artículo 103. Las responsabilidades y las sanciones a que se refiere la presente Ley, serán 

independientes de las de orden civil, penal o de cualquier otra índole que puedan derivar de la 

comisión de los mismos hechos. 

 

Artículo 104. No se impondrán sanciones cuando se haya incurrido en la infracción por causa de 

fuerza mayor o de caso fortuito, o cuando se observe en forma espontánea el precepto que se 

hubiese dejado de cumplir. No se considerará que el cumplimiento es espontáneo cuando la omisión 

sea descubierta por las autoridades o medie requerimiento, visita, excitativa o cualquier otra gestión 

efectuada por las mismas. 

 

 

Título Octavo. 

De la Solución de Controversias. 

 

Capítulo I 

De la Instancia de Inconformidad. 

 

Artículo 105. La Contraloría conocerá de las inconformidades que se promuevan contra los actos 

de los procedimientos de licitación pública o invitación a cuando menos tres personas que se indican 

a continuación: 

 

I.  La convocatoria a la licitación, y las juntas de aclaraciones. 
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En este supuesto, la inconformidad sólo podrá presentarse por el interesado que haya 

manifestado su interés por participar en el procedimiento, mediante la adquisición de las 

bases de licitación, dentro de los seis días hábiles siguientes a la celebración de la última 

junta de aclaraciones; 

 

II.  La invitación a cuando menos tres personas. 

 

Sólo estará legitimado para inconformarse quien haya recibido invitación, dentro de los seis 

días hábiles siguientes; 

 

III.  El acto de presentación y apertura de proposiciones, y el fallo. 

 

En este caso, la inconformidad sólo podrá presentarse por quien hubiere presentado 

proposición, dentro de los seis días hábiles siguientes a la celebración de la junta pública en 

la que se dé a conocer el fallo, o de que se le haya notificado al licitante en los casos en que 

no se celebre junta pública; 

 

IV.  La cancelación de la licitación. 

 

En este supuesto, la inconformidad sólo podrá presentarse por el licitante que hubiere 

presentado proposición, dentro de los seis días hábiles siguientes a su notificación, y 

 

V.  Los actos y omisiones por parte de la convocante que impidan la formalización del contrato 

en los términos establecidos en la convocatoria a la licitación o en esta Ley. 

 

En esta hipótesis, la inconformidad sólo podrá presentarse por quien haya resultado 

adjudicado, dentro de los seis días hábiles posteriores a aquél en que hubiere vencido el 

plazo establecido en el fallo para la formalización del contrato o, en su defecto, el plazo legal. 

 

En todos los casos en que se trate de licitantes que hayan presentado proposición conjunta, la 

inconformidad sólo será procedente si se promueve conjuntamente por todos los integrantes de la 

misma. 

 

Artículo 106. La inconformidad deberá presentarse por escrito, directamente en las oficinas de la 

Contraloría o a través de Compras Estatal. 

 

La interposición de la inconformidad en forma o ante autoridad diversa a la señalada en el párrafo 

anterior, según cada caso, no interrumpirá el plazo para su oportuna presentación. 

 

El escrito inicial deberá contener: 

 

I.  El nombre del inconforme y del que promueve en su nombre, quien deberá acreditar su 

representación mediante instrumento público. 
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Cuando se trate de licitantes que hayan presentado propuesta conjunta, en el escrito deberá 

designar un representante común, de lo contrario, se entenderá que fungirá como tal la 

persona nombrada en primer término; 

 

II.  Domicilio para recibir notificaciones personales, que deberá estar ubicado en el lugar en que 

resida la autoridad que conoce de la inconformidad. Para el caso de que no se señale 

domicilio procesal en estos términos, se le practicarán las notificaciones por estrados; 

 

III.  El acto que se impugna, fecha de su emisión y notificación o, en su defecto, en que tuvo 

conocimiento del mismo; 

 

IV.  Las pruebas que ofrece y que guarden relación directa e inmediata con los actos que 

impugna. Tratándose de documentales que formen parte del procedimiento de contratación 

que obren en poder de la convocante, bastará que se ofrezcan para que ésta deba remitirlas 

en copia autorizada al momento de rendir su informe circunstanciado, y 

 

V.  Los hechos o abstenciones que constituyan los antecedentes del acto impugnado y los 

motivos de inconformidad. La manifestación de hechos falsos se sancionará conforme a las 

disposiciones de esta Ley y a las demás que resulten aplicables. 

 

Al escrito de inconformidad deberá acompañarse el documento que acredite la personalidad del 

promovente y las pruebas que ofrezca, así como sendas copias del escrito y anexos para la 

convocante y el tercero interesado, teniendo tal carácter el licitante a quien se haya adjudicado el 

contrato. 

 

En las inconformidades que se presenten a través de Compras Estatal, deberán utilizarse medios de 

identificación electrónica en sustitución de la firma autógrafa. 

 

En las inconformidades, la documentación que las acompañe y la manera de acreditar la 

personalidad del promovente, se sujetarán a las disposiciones técnicas que para tales efectos expida 

la Contraloría, en cuyo caso producirán los mismos efectos que las Leyes otorgan a los medios de 

identificación y documentos correspondientes. 

 

La autoridad que conozca de la inconformidad prevendrá al promovente cuando hubiere omitido 

alguno de los requisitos señalados en las fracciones I, III, IV y V de este artículo, a fin de que subsane 

dichas omisiones, apercibiéndole que en caso de no hacerlo en el plazo de tres días hábiles se 

desechará su inconformidad, salvo el caso de las pruebas, cuya omisión tendrá como consecuencia 

que se tengan por no ofrecidas. 

 

En tratándose de la fracción I de este artículo, no será necesario formular prevención alguna respecto 

de la omisión de designar representante común. De igual manera, no será necesario prevenir cuando 

se omita señalar domicilio para recibir notificaciones personales, en términos de la fracción II. 

 

Artículo 107. La instancia de inconformidad es improcedente: 

 



  
   

 

  

 
 

 86  

 

C. 

I.  Contra actos diversos a los establecidos en el artículo 105 de esta Ley; 

 

II.  Contra actos consentidos expresa o tácitamente; 

 

III.  Cuando el acto impugnado no pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado 

de existir el objeto o la materia del procedimiento de contratación del cual deriva, y 

 

IV.  Cuando se promueva por un licitante en forma individual y su participación en el 

procedimiento de contratación se hubiera realizado en forma conjunta. 

 

Artículo 108. El sobreseimiento en la instancia de inconformidad procede cuando: 

 

I.  El inconforme se desista expresamente; 

 

II.  La convocante firme el contrato, en el caso de que el acto impugnado sea de aquéllos a los 

que se refiere la fracción V del artículo 105 de esta Ley, y 

 

III.  Durante la sustanciación de la instancia se advierta o sobrevenga alguna de las causas de 

improcedencia que establece el artículo anterior. 

 

Artículo 109. Las notificaciones se harán: 

 

I. En forma personal, para el inconforme y el tercero interesado: 

 

a) La primera notificación y las prevenciones; 

 

b) Las resoluciones relativas a la suspensión del acto impugnado; 

 

c) La que admita la ampliación de la inconformidad; 

 

d) La resolución definitiva, y 

 

e) Los demás acuerdos o resoluciones que lo ameriten, a juicio de la autoridad instructora 

de la inconformidad; 

 

II.  Por estrados, que se fijará en lugar visible y de fácil acceso al público en general, en los 

casos no previstos en la fracción anterior, o bien, cuando no se haya señalado por el 

inconforme o tercero interesado domicilio ubicado en el lugar donde resida la autoridad que 

conoce de la inconformidad, y 

 

III.  Por oficio, aquéllas dirigidas a la convocante. 

 

Las notificaciones a que se refiere este artículo podrán realizarse a través de Compras Estatal, 

conforme a las reglas que al efecto establezca la Contraloría. Adicionalmente, para el caso de las 

notificaciones personales se dará aviso por correo electrónico. 
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Artículo 110. Se decretará la suspensión de los actos del procedimiento de contratación y los que 

de éste deriven, siempre que lo solicite el inconforme en su escrito inicial y se advierta que existan o 

pudieren existir actos contrarios a las disposiciones de esta Ley o a las que de ella deriven y, además, 

no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. 

 

En su solicitud el inconforme deberá expresar las razones por las cuales estima procedente la 

suspensión, así como la afectación que resentiría en caso de que continúen los actos del 

procedimiento de contratación. 

 

Solicitada la suspensión correspondiente, la autoridad que conozca de la inconformidad deberá 

acordar lo siguiente: 

 

I.  Concederá o negará provisionalmente la suspensión; en el primer caso, fijará las condiciones 

y efectos de la medida, y 

 

II.  Dentro de los tres días hábiles siguientes a que se haya recibido el informe previo de la 

convocante, se pronunciará respecto de la suspensión definitiva. 

 

El acuerdo relativo a la suspensión contendrá las consideraciones y fundamentos legales en que se 

apoye para concederla o negarla. 

 

En caso de resultar procedente la suspensión definitiva, se deberá precisar la situación en que 

habrán de quedar las cosas y se tomarán las medidas pertinentes para conservar la materia del 

asunto hasta el dictado de la resolución que ponga fin a la inconformidad. 

 

En todo caso, la suspensión definitiva quedará sujeta a que el solicitante, dentro de los tres días 

hábiles siguientes a la notificación del acuerdo relativo, garantice los daños y perjuicios que pudiera 

ocasionar, según los términos que se señalen en el Reglamento. 

 

La garantía no deberá ser menor al diez ni mayor al treinta por ciento del monto de la propuesta 

económica del inconforme, y cuando no sea posible determinar dicho monto, del presupuesto 

autorizado para la contratación de que se trate. De no exhibirse en sus términos la garantía 

requerida, dejará de surtir efectos dicha medida cautelar. 

 

La suspensión decretada quedará sin efectos si el tercero interesado otorga una contragarantía 

equivalente a la exhibida por el inconforme, en los términos que señale el Reglamento. 

 

A partir de que haya causado estado la resolución que ponga fin a la instancia de inconformidad, 

podrá iniciarse incidente de ejecución de garantía, que se tramitará por escrito en el que se señalará 

el daño o perjuicio que produjo la suspensión de los actos, así como las pruebas que estime 

pertinentes. 

 

Con el escrito incidental se dará vista al interesado que hubiere otorgado la garantía de que se trate, 

para efecto de que, dentro del plazo de diez días hábiles, manifieste lo que a su derecho convenga. 
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Una vez desahogadas las pruebas, en el término de diez días hábiles, la autoridad resolverá el 

incidente planteado, en el que se decretará la procedencia de cancelar, o bien, de hacer efectiva la 

garantía o contragarantía de que se trate según se hubiere acreditado el daño o perjuicio causado 

por la suspensión de los actos, o por la continuación de los mismos, según corresponda. 

 

Si la autoridad que conoce de la inconformidad advierte manifiestas irregularidades en el 

procedimiento de contratación impugnado, podrá decretar de oficio la suspensión sin necesidad de 

solicitud ni garantía del inconforme, siempre que con ello no se siga perjuicio al interés social ni se 

contravengan disposiciones de orden público. El acuerdo relativo contendrá las consideraciones y 

fundamentos legales en que se apoye para decretarla. 

 

Artículo 111. La autoridad que conozca de la inconformidad la examinará y si encontrare motivo 

manifiesto de improcedencia, la desechará de plano. 

 

Recibida la inconformidad, se requerirá a la convocante que rinda en el plazo de dos días hábiles un 

informe previo en el que manifieste los datos generales del procedimiento de contratación y del 

tercero interesado, y pronuncie las razones por las que estime que la suspensión resulta o no 

procedente. 

 

Se requerirá también a la convocante que rinda en el plazo de seis días hábiles un informe 

circunstanciado, en el que se expondrán las razones y fundamentos para sostener la improcedencia 

de la inconformidad, así como la validez o legalidad del acto impugnado y se acompañará, en su 

caso, copia autorizada de las constancias necesarias para apoyarlo, así como aquéllas a que se 

refiere la fracción IV del artículo 106 de esta Ley. 

 

Se considerarán rendidos los informes aún recibidos en forma extemporánea, sin perjuicio de las 

posibles responsabilidades en que incurran los servidores públicos por dicha dilación. 

 

Una vez conocidos los datos del tercero interesado, se le correrá traslado con copia del escrito inicial 

y sus anexos, a efecto de que, dentro de los seis días hábiles siguientes, comparezca al 

procedimiento a manifestar lo que a su interés convenga, resultándole aplicable, en lo conducente, 

lo dispuesto por el artículo 106 de la Ley. 

 

El inconforme, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que se tenga por recibido el 

informe circunstanciado, tendrá derecho de ampliar sus motivos de impugnación, cuando del mismo 

aparezcan elementos que no conocía. 

 

La autoridad que conozca de la inconformidad, en caso de estimar procedente la ampliación, 

requerirá a la convocante para que en el plazo de tres días hábiles rinda el informe circunstanciado 

correspondiente, y dará vista al tercero interesado para que en el mismo plazo manifieste lo que a 

su interés convenga. 

 

Artículo 112. Desahogadas las pruebas, se pondrán las actuaciones a disposición del inconforme y 

tercero interesado a efecto de que dentro del plazo de tres días hábiles formulen sus alegatos por 
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escrito. Cerrada la instrucción, la autoridad que conozca de la inconformidad dictará la resolución en 

un término de quince días hábiles. 

 

Artículo 113. La resolución contendrá: 

 

I.  Los preceptos legales en que funde su competencia para resolver el asunto; 

 

II.  La fijación clara y precisa del acto impugnado; 

 

III.  El análisis de los motivos de inconformidad, para lo cual podrá corregir errores u omisiones 

del inconforme en la cita de los preceptos que estime violados, así como examinar en su 

conjunto los motivos de impugnación y demás razonamientos expresados por la convocante 

y el tercero interesado, a fin de resolver la controversia efectivamente planteada, pero no 

podrá pronunciarse sobre cuestiones que no hayan sido expuestas por el promovente; 

 

IV.  La valoración de las pruebas admitidas y desahogadas en el procedimiento; 

 

V.  Las consideraciones y fundamentos legales en que se apoye, y 

 

VI.  Los puntos resolutivos que expresen claramente sus alcances y efectos, en congruencia con 

la parte considerativa, fijando cuando proceda las directrices para la reposición de actos 

decretados nulos o para la firma del contrato. 

 

Una vez que cause estado la resolución que ponga fin a la inconformidad, ésta será publicada en 

Compras Estatal. 

 

Artículo 114. La resolución que emita la autoridad podrá: 

 

I.  Sobreseer en la instancia; 

 

II.  Declarar infundada la inconformidad; 

 

III.  Declarar que los motivos de inconformidad resultan inoperantes para decretar la nulidad del 

acto impugnado, cuando las violaciones alegadas no resulten suficientes para afectar su 

contenido; 

 

IV.  Decretar la nulidad total del procedimiento de contratación; 

 

V.  Decretar la nulidad del acto impugnado, para efectos de su reposición, subsistiendo la 

validez del procedimiento o acto en la parte que no fue materia de la declaratoria de nulidad, 

y 

 

VI.  Ordenar la firma del contrato, cuando haya resultado fundada la inconformidad promovida 

en términos del artículo 105 fracción V de esta Ley. 
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En los casos de las fracciones I y II de este artículo, cuando se determine que la inconformidad se 

promovió con el propósito de retrasar o entorpecer la contratación, se sancionará al inconforme, 

previo procedimiento, con multa en términos del artículo 99 de la esta Ley. Para ese efecto, podrá 

tomarse en consideración la conducta de los licitantes en anteriores procedimientos de contratación 

o de inconformidad. 

 

La resolución que ponga fin a la instancia de inconformidad o, en su caso, a la intervención de oficio 

podrá impugnarse por el inconforme o tercero interesado mediante el recurso de revocación previsto 

en el Capítulo X del Título Primero de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Durango, o 

bien, cuando proceda, ante las instancias jurisdiccionales competentes. 

 

Artículo 115. La convocante acatará la resolución que ponga fin a la inconformidad en un plazo no 

mayor de seis días hábiles. Sólo podrá suspenderse la ejecución de las resoluciones mediante 

determinación de autoridad administrativa o judicial competente. 

 

El inconforme y el tercero interesado, dentro de los tres días hábiles posteriores a que tengan 

conocimiento del cumplimiento que haya dado la convocante a la resolución, o bien que haya 

transcurrido el plazo legal para tal efecto y no se haya acatado, podrán hacer del conocimiento de la 

autoridad resolutora, en vía incidental, la repetición, defectos, excesos u omisiones en que haya 

incurrido la convocante. 

 

Con el escrito que se presente en los términos del párrafo anterior, se requerirá a la convocante para 

que rinda un informe en el plazo de tres días hábiles y dará vista al tercero interesado o al inconforme, 

según corresponda, para que en el mismo plazo manifieste lo que a su interés convenga. 

 

Si se acredita que la resolución no fue cumplimentada según las directrices fijadas, la autoridad 

resolutora dejará insubsistente el acto respectivo, y ordenará a la convocante su reposición en un 

plazo de tres días hábiles, de acuerdo a lo ordenado en la resolución que puso fin a la inconformidad. 

Si resultare que hubo una omisión total, requerirá a la convocante el acatamiento inmediato. 

 

El desacato de las convocantes a las resoluciones y acuerdos que emita la Contraloría en los 

procedimientos de inconformidad será sancionado de acuerdo a lo previsto en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 

 

En los casos en que existan contratos derivados de los actos declarados nulos, dichos acuerdos 

serán válidos y exigibles hasta en tanto se da cumplimiento a la resolución, pero será necesario 

terminarlos anticipadamente cuando la reposición de actos implique que debe adjudicarse a un 

licitante diverso, deba declararse desierto el procedimiento o se haya decretado su nulidad total. 

 

Capitulo II 

Del Procedimiento de Conciliación. 

 

Artículo 116. En cualquier momento los contratistas o los Entes Públicos contratantes, podrán 

presentar ante la Contraloría solicitud de conciliación, por desavenencias derivadas del cumplimiento 

de los contratos. 
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Una vez recibida la solicitud respectiva, la Contraloría señalará día y hora para que tenga verificativo 

la audiencia de conciliación y citará a las partes. Dicha audiencia se deberá iniciar dentro de los 

quince días hábiles siguientes a la fecha de recepción de la solicitud. 

 

La asistencia a la audiencia de conciliación será obligatoria para ambas partes, por lo que la 

inasistencia por parte del contratista traerá como consecuencia tener por no presentada su solicitud. 

 

Artículo 117. En la audiencia de conciliación, la Contraloría, tomando en cuenta los hechos 

manifestados en la solicitud y los argumentos que hiciere valer el Ente Público respectivo, 

determinará los elementos comunes y los puntos de controversia y exhortará a las partes para 

conciliar sus intereses, conforme a las disposiciones de esta Ley, sin prejuzgar sobre el conflicto 

planteado. 

 

Artículo 118. En el supuesto de que las partes lleguen a una conciliación, el convenio respectivo 

obligará a las mismas, y su cumplimiento podrá ser demandado por la vía judicial correspondiente. 

La Contraloría dará seguimiento a los acuerdos de voluntades, para lo cual los Entes Públicos 

deberán remitir un informe sobre el avance de cumplimiento del mismo, en términos del Reglamento 

de esta Ley. 

 

En caso de no existir acuerdo de voluntades, las partes podrán optar por cualquier vía de solución a 

su controversia. 

 

Capitulo III 

De Otros Mecanismos de Solución de Controversias. 

 

Artículo 119. Las partes podrán convenir otros mecanismos de solución de controversias para 

resolver sus discrepancias sobre la interpretación o ejecución de los contratos. 

 

Artículo 120. Las controversias que se susciten con motivo de la interpretación o aplicación de los 

contratos celebrados con base en esta Ley, serán resueltas por los tribunales competentes, en los 

casos en que no se haya pactado medio alterno de solución de controversias, o éstas no resulten 

aplicables.  

 

A RT Í C U L O S   T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
del Gobierno del Estado de Durango. 
 
SEGUNDO. Se abroga la Ley de Obras Públicas del Estado de Durango publicada en el Periódico 
Oficial No. 47 de fecha 13 de junio de 1999, aprobada mediante Decreto N°. 146, de la LXI Legislatura 
y se derogan todas las disposiciones que contravengan la presente Ley. 
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TERCERO. Dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley, el 
Ejecutivo Estatal deberá expedir el Reglamento de esta Ley. 
 
 

Las disposiciones administrativas expedidas en esta materia, vigentes al momento de la publicación 
de este ordenamiento, se seguirán aplicando en todo lo que no se opongan a la presente Ley, en 
tanto se expiden las que deban sustituirlas. 
 

CUARTO. Los registros de las personas físicas y morales del Registro de Padrón de Contratistas de 
Obra Pública, inscritas a la fecha de entrada en vigor de esta Ley, son válidos y deberán sujetarse, 
en lo sucesivo, a lo dispuesto en este ordenamiento. 
 

QUINTO. Los procedimientos de contratación; de aplicación de sanciones y de inconformidades, así 
como los demás asuntos que se encuentren en trámite o pendiente de resolución se tramitarán y 
resolverán conforme a las disposiciones vigentes al momento en que se iniciaron. Los contratos de 
obras públicas que se encuentren vigentes al entrar en vigor esta Ley, continuarán rigiéndose por 
las disposiciones vigentes en el momento en que se celebraron. 
 

SEXTO. Los Entes Públicos actualizarán o expedirán los reglamentos y demás disposiciones 
normativas o administrativas necesarias para el cumplimiento de esta Ley, en un plazo que no 
exceda de ciento ochenta días, contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 
 

SÉPTIMO. La Secretaria de Contraloría del Gobierno del Estado, dispondrá de un plazo máximo de 
un año contado a partir de la entrada en vigor de esta Ley, para implementar los lineamientos, bases, 
reglas, medios de comunicación electrónica, así como las disposiciones técnicas y administrativas 
que prevé este ordenamiento. 
 

OCTAVO. En relación con el supuesto previsto por el articulo 5, párrafo segundo, de esta Ley, 
respecto de los residentes de obra que, a la fecha de entrada en vigor de este ordenamiento, ya se 
encuentren desempeñando dicha labor en cualquiera de los Entes Públicos, no les será aplicable tal 
hipótesis normativa. 
 
El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y 
observe. 

 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 16 (dieciséis) días 
del mes de mayo del año 2023 (dos mil veintitrés). 
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LA COMISIÓN DE DESARROLLO  

URBANO Y OBRAS PÚBLICAS 

 
 
 

DIP. MARIO ALFONSO DELGADO MENDOZA 
PRESIDENTE 

 
 
 

 
 

DIP. JOEL CORRAL ALCANTAR 
SECRETARIO 

 
 

 
 

  DIP. ALEJANDRA DEL VALLE RAMÍREZ 
VOCAL 

 
 

 
 
 
 

DIP. GERARDO GALAVIZ MARTÍNEZ 
VOCAL 

 
 
 
 

DIP. ROSA MARÍA TRIANA MARTÍNEZ 
VOCAL 

 
 
 
 

DIP. GABRIELA HERNÁNDEZ LÓPEZ 
                            VOCAL 

 

  



  
   

 

  

 
 

 94  

 

C. 

LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA, 

PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA, QUE CONTIENE REFORMA AL ARTÍCULO 25 

BIS DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL ESTADO 

DE DURANGO, EN MATERIA DE ADQUISICIONES ECOLÓGICAS.   

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, integrada por los CC. diputados Silvia 

Patricia Jiménez Delgado, Luis Enrique Benítez Ojeda, Christian Alán Jean Esparza, Alejandro 

Mojica Narvaez, José Ricardo López Pescador, J. Carmen Fernández Padilla y Alejandra del Valle 

Ramírez, le fue turnada en fecha 20 de abril de 2023 para su estudio y dictamen correspondiente, la 

iniciativa presentada por los CC. diputados Alejandro Mojica Narvaez, Joel Corral Alcantar, Gerardo 

Galaviz Martínez, Silva Patricia Jiménez Delgado, Verónica Pérez Herrera y Fernando Rocha Amaro, 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, de la LXIX Legislatura; que 

contiene reformas al artículo 25 Bis de la LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y 

SERVICIOS DEL ESTADO DE DURANGO, en materia de adquisiciones ecológicas; por lo que, en 

cumplimiento a la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo dispuesto por la fracción I 

del artículo 93, y los diversos artículos 122 fracciones I y II, 183, 184, 187, 188, 189 y demás relativos 

de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos presentar a la 

consideración de esta Honorable Asamblea, el presente Dictamen, con base en los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S  

 

PRIMERO. Para entrar al tema que nos ocupa, cabe hacer mención de los factores a tomar en cuenta 

en la presente iniciativa, considerando así el papel que tiene la industria hoy en día como un aspecto 

fundamental para el desarrollo de la economía debido a que nos ha permitió vivir en condiciones 

más cómodas, seguras y favorables, empero, si bien es cierto es considerada como una de las 

mayores fuentes de contaminación, analizando la evolución del entorno años atrás se ha venido 

concientizado sobre el uso excesivo de ciertos productos, el gran daño y efecto que tienen sobre el 

medio ambiente, así como el impacto que esto llega a tener en el planeta y a su vez en nuestra salud. 
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En un estudio realizado en México por Arturo Gavilán García, Leonora Rojas Bracho y Juan Barrera 

Cordero, en 2009 se estima que el consumo de pilas primarias (son aquellas que se utilizan, y luego 

de su agotamiento son desechadas) en el mercado formal nacional se incrementó en 13 veces para 

el período 1996-2007, ya que pasó de alrededor de 2 500 toneladas a cerca de 32 900 toneladas. El 

incremento también es notorio en términos del consumo per cápita, que pasa de 5.2 pilas por 

habitante en 1996 a 12.6 pilas por habitante en 2007. Estas cifras reflejan un alza considerable a 

pesar de que las estimaciones no incluyen en los cálculos el número de pilas contenidas en aparatos 

electrónicos importados. 

 

Aunado a esto, es importante señalar la composición de las pilas las cuales llegan a contener al 

menos 7 elementos tóxicos para la vida humana: mercurio, cadmio, níquel, litio, manganeso, plomo, 

y zinc, algunos de los daños que provocan son: ceguera, cambios de personalidad, pérdida de 

memoria, daños en riñones y en pulmones, cáncer e incluso a altas exposiciones, la muerte.3 

 

En México, hoy por hoy se carece de una regulación que limite el contenido de mercurio y cadmio 

en las pilas comercializadas en el país. Igualmente, a la fecha no se ha prohibido la venta de pilas 

de óxido de mercurio. Ello se pone en evidencia con los datos de la Secretaría de Economía, que 

indican en 2007 una importación de casi 185 500 piezas, una exportación de menos de 1 100 

unidades y, por lo tanto, un consumo de más de 180 000 piezas.4 

 

SEGUNDO. Los iniciadores tienen a bien plantear que la adquisición de pilas y baterías eléctricas 

se haga de manera exclusiva sobre dispositivos recargables, contemplando que exista excepción 

cuando estas no se encuentren disponibles en el mercado, tomando en consideración que las 

baterías así como pilas son considerados los artículos más utilizados en la vida cotidiana, debido a 

que la mayoría de los aparatos electrónicos funcionan gracias a estas unidades electroquímicas, a 

diario en cualquier aparato electónico; lo que la mayoría de las personas desconoce cuál es el 

impacto, así como lo dañino que pueden llegar a ser las baterías y pilas en el medio ambiente. 

 

 
3 https://cceea.mx/blog/sustentabilidad/el-impacto-de-las-baterias-en-el-medio-ambiente  
4 Disponible en: https://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/libros2009/CD001028.pdf  

https://cceea.mx/blog/sustentabilidad/el-impacto-de-las-baterias-en-el-medio-ambiente
https://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/libros2009/CD001028.pdf
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Las pilas, así como las baterías recargables tiene cierta función positiva en el medio ambiente, 

cuando las pilas desechables se tiran, acaban en los vertederos y liberan los productos químicos 

peligrosos y tóxicos en el medio ambiente, a diferencia de las baterías recargables estas se pueden 

reutilizar cientos de veces en lugar de una sola vez y luego se desechan. 

 

Diversos estudios realizados a las baterías recargables, señalan que algunas de las ventajas que 

presentan, es menor contaminación, debido a que contaminan el aire por ozono 12 veces menos, 

emiten 28 veces menos gases de efecto invernadero y consumen 23 veces menos los recursos 

naturales no renovables, a su vez, hablando sobre la contaminación del agua resulta ser 12 veces 

menor y tiene un impacto de 9 veces menos en la acidificación del agua. 

 

TERCERO. De igual forma, es importante mencionar que, además de lo anterior, las investigaciones 

realizadas a fin de emitir el presente dictamen, damos cuenta que el tiempo de 

degradación de una pila va entre quinientos y mil años, aclarando, de una sola, pila, y 

como podemos observar, la mayoría de estas siempre van a dar a los vertederos, y es ahí 

donde se exponen al medio ambiente, ocasionando con ello la contaminación a nuestro 

planeta y sobre todo a todo ser vivo. 

 

Se estima que el tiempo de degradación de una pila está comprendido entre 500 y 1000 años, 

una vez que estas empiezan a descomponerse primero se degrada la capa protectora que recubre 

todos los metales pesados que componen las pilas, y posteriormente estos metales se liberan siendo 

muy tóxicos y peligrosos para el medio ambiente y todos los tipos de vida que forman parte de él. 

 

Algunos de los metales que se pueden encontrar en la composición de las pilas son el plomo, el 

cromo, el mercurio, el zinc, el arsénico, el cadmio, entre otros. El metal más contaminante es el 

mercurio. 

 

La degradación de las pilas en la basura domiciliaria, o en ámbitos naturales, tiene como 

consecuencia grandes impactos para el medio ambiente: 

 

• Una sola pila de botón, es decir, esa pila pequeña que suele usarse para el funcionamiento 

de objetos como un reloj, está dentro de las pilas más dañinas y contaminantes para el 
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medio ambiente. Se estima, que una sola puede llegar a contaminar toda el agua que forma 

el volumen de una piscina olímpica. 

• Las pilas que acaban en vertederos o entornos naturales se van descomponiendo 

lentamente hasta que se destruye la capa protectora que envuelve a todos los metales 

pesados que la componen. Estos se liberan y se distribuyen por el entorno natural a través 

del ciclo del agua, contaminando así todos los cuerpos de agua como mares, ríos y 

acuíferos y también los suelos. 

• Si las pilas son incineradas estás serán mucho más tóxicas, pues el cadmio y el mercurio, 

entre otros metales, al entrar en combustión se convierten en grandes generados de gases 

de efecto invernadero. 

• También tienen un efecto perjudicial para la vida, ya que estos metales acaban entrando en 

la cadena alimenticia, ya que se ven contaminados los cuerpos de agua y el suelo por lo 

que todos aquellos alimentos que crecen en cultivos pueden verse contaminados teniendo 

posteriormente consecuencias en la salud afectando a los pulmones, los riñones, pudiendo 

provocar la pérdida de visión y sordera. Además, los metales pueden acumularse en la 

placenta de las embarazadas teniendo efectos dañinos en el cerebro de los neonatos. 5 

 

CUARTO. En tal virtud, los suscritos apoyamos el presente dictamen, a fin de que el mismo sea 

elevado al Pleno a fin de conseguir su aprobación, toda vez que somos los trabajadores de los tres 

Poderes del Estado y sus dependencias; los Órganos Constitucionales Autónomos; los Organismos 

Descentralizados del Gobierno del Estado y los Ayuntamientos y sus Organismos Descentralizados, 

quienes debemos poner la muestra en cuanto al uso y reciclado del material utilizado para el trabajo 

que realizamos a diario en nuestros centros de trabajo, y con ello también se reflejará el ahorro en 

cuanto a los gastos que nuestras dependencias realizan para dotarnos de material para operatividad. 

 

 

QUINTO. A fin de que los suscritos, así como las autoridades que aplican esta ley, le sea más fácil 

ubicar las diferencias de la reforma contenida en el presente dictamen, emitimos la comparativa entre 

la ley vigente y la propuesta del dictamen: 

 

 

 
5 https://www.ecologiaverde.com 

https://www.ecologiaverde.com/contaminacion-por-metales-pesados-en-el-agua-1452.html
https://www.ecologiaverde.com/contaminacion-por-metales-pesados-en-el-agua-1452.html
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LEY VIGENTE 

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Estado de Durango, 

PROPUESTA 

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Estado de Durango 

ARTÍCULO 25 Bis. Los tres Poderes del 
Estado y sus dependencias; los Órganos 
Constitucionales Autónomos; los Organismos 
Descentralizados del Gobierno del Estado y los 
Ayuntamientos y sus Organismos 
Descentralizados, establecerán como 
obligación el uso de papel reciclado para la 
emisión de los documentos, así como la 
papelería utilizada en las oficinas, para trámites 
y todo tipo de comunicación que realicen los 
entre mencionadas y los particulares.   
 
En las adquisiciones de papel a que se refiere 
el párrafo anterior, éste deberá contener un 
mínimo de cincuenta por ciento de fibras de 
material reciclado, o de fibras naturales no 
derivadas de la madera, o de materias primas 
provenientes de aprovechamientos forestales 
manejados de manera sustentable en el 
territorio nacional, que se encuentren 
certificados por las autoridades competentes, o 
de sus combinaciones y elaborados en 
procesos con blanqueado libre de cloro. 
ADICIONADO POR DEC. 403 P.O. 50 DEL 24 

DE JUNIO DE 2018. 
 
 

ARTÍCULO 25 Bis. Los tres Poderes del 
Estado y sus dependencias; los Órganos 
Constitucionales Autónomos; los Organismos 
Descentralizados del Gobierno del Estado y los 
Ayuntamientos y sus Organismos 
Descentralizados, establecerán como 
obligación el uso de papel reciclado para la 
emisión de los documentos, así como la 
papelería utilizada en las oficinas, para trámites 
y todo tipo de comunicación que realicen los 
entre mencionadas y los particulares.   
 
En las adquisiciones de papel a que se refiere 
el párrafo anterior, éste deberá contener un 
mínimo de cincuenta por ciento de fibras de 
material reciclado, o de fibras naturales no 
derivadas de la madera, o de materias primas 
provenientes de aprovechamientos forestales 
manejados de manera sustentable en el 
territorio nacional, que se encuentren 
certificados por las autoridades competentes, o 
de sus combinaciones y elaborados en 
procesos con blanqueado libre de cloro. 
ADICIONADO POR DEC. 403 P.O. 50 DEL 24 

DE JUNIO DE 2018. 
Para el caso de pilas y baterías eléctricas, las 
adquisiciones se harán de manera exclusiva 
sobre dispositivos recargables, salvo cuando 
por estricta necesidad y por las características 
requeridas no exista dicha posibilidad en el 
mercado. 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión que dictamina, estima que la iniciativa 

cuyo estudio nos ocupa es procedente, con las adecuaciones realizadas a la misma, lo 

anterior, con fundamento en lo que dispone el artículo 189 último párrafo de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado de Durango, en virtud de considerar que las mismas, 

obedecen al mejoramiento de forma y fondo jurídicos. Asimismo, se somete a la 

determinación de esta Honorable Representación Popular, para su discusión y 

aprobación, en su caso, el siguiente: 
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PROYECTO DE DECRETO 

 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE 

Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO DECRETA:  

 

ARTÍCULO ÚNICO.  Se reforma el artículo 25 Bis de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Estado de Durango, para quedar de la siguiente manera: 

 

ARTÍCULO 25 Bis.. . . .  

. . . . . 

Para el caso de pilas y baterías eléctricas, las adquisiciones se harán de manera exclusiva sobre 

dispositivos recargables, salvo cuando por estricta necesidad y por las características requeridas no 

exista dicha posibilidad en el mercado. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango.  

 

SEGUNDO. - Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan a la presente. 

 

 

El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, 

circule y observe. 
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Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 22 

(veintidós) días del mes de mayo de 2023 (dos mil veintitrés). 

 

 

LA COMISIÓN DE HACIENDA,  
PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA 

 
 
 

DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO 
PRESIDENTA 

 
 
 

DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 
SECRETARIO 

 
 

DIP. CHRISTIAN ALÁN JEAN ESPARZA 
        VOCAL 

 
 
DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

VOCAL 
 

DIP. JOSÉ RICARDO LÓPEZ PESCADOR 
        VOCAL 

 
 
DIP. J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA 

VOCAL 
 

 
 

DIP. ALEJANDRA DEL VALLE RAMÍREZ 
 VOCAL 
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C. 

LECTURA AL DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA, 

PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA, QUE CONTIENE REFORMA AL TERCER 

PÁRRAFO DEL ARTICULO 14 Y LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 17 DE LA LEY DE 

PRESUPUESTO CONTABILIDAD Y GASTO PÚBLICO DEL ESTADO, EN MATERIA DE 

DERECHOS HUMANOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES.  

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, integrada por los CC. diputados Silvia 

Patricia Jiménez Delgado, Luis Enrique Benítez Ojeda, Christian Alán Jean Esparza, Alejandro 

Mojica Narvaez, José Ricardo López Pescador, J. Carmen Fernández Padilla y Alejandra del Valle 

Ramírez, le fue turnada en fecha 26 de abril de 2023 para su estudio y dictamen correspondiente, la 

iniciativa presentada por los CC. Diputados Alejandro Mojica Narvaez, Joel Corral Alcantar, Gerardo 

Galaviz Martínez, Silva Patricia Jiménez Delgado, Verónica Pérez Herrera y Fernando Rocha Amaro, 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, de la LXIX Legislatura; que 

contiene reformas a los artículos 14 y 17 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad, y Gasto Público 

del Estado, en materia de derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes, por lo que, en 

cumplimiento a la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo dispuesto por la fracción I 

del artículo 93, y los diversos artículos 122 fracciones I y II, 183, 184, 187, 188, 189 y demás relativos 

de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos presentar a la 

consideración de esta Honorable Asamblea, el presente Dictamen, con base en los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S  

PRIMERO. Los suscritos al entrar al estudio y análisis de la iniciativa en el proemio del presente 

dictamen, damos cuenta que con la misma se pretende reformar los artículos 14 y 17 de la Ley de 

Presupuesto, Contabilidad, y Gasto Público del Estado, en materia de derechos humanos de las 

niñas, niños y adolescentes, y con ello establecer las bases para que año con año se establezcan 

dichas disposiciones en el Presupuesto de Egresos del Estado de Durango, considerando que esta 

última Ley su vigencia es anual, en aras de proteger los derechos humanos de las niñas, niños y 

adolescentes. 
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SEGUNDO. La promoción de los derechos de las niñas, niños y adolescentes consiste en buscar 

que la sociedad sea más justa, es influir en la manera de pensar, sentir y actuar de las personas 

respecto a las niñas, niños y adolescentes para que en nuestra comunidad se adopten prácticas y 

se asuman decisiones a favor del ejercicio de sus derechos. Se trata de producir cambios en la 

comunidad a favor de la niñez y la adolescencia, cambiar una situación negativa a una positiva, con 

el objetivo de incorpora la sensibilización sobre el ejercicio de un derecho. 

 

TERCERO. La Comisión Nacional de Derechos Humanos en su artículo “El interés superior de niñas, 

niños y adolescentes, una consideración primordial” señala que México ratificó la CDN en 1990, sin 

embargo, fue hasta 2011 que incorporó el principio del interés superior de la niñez en el artículo 4o. 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al especificar que:  

“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 

interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las 

niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación 

y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez”.6 

Cabe traer a colación las disposiciones establecidas en el artículo 4º y el artículo 73 la fracción XXIX-

P ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dicen: 

Artículo 4º En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el 

principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los 

niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 

educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 

diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el 

cumplimiento de estos derechos y principios. 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los 

derechos de la niñez. 

 

 
6 Disponible en: 

https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Programas/Ninez_familia/Material/cuadri_interes_superior_NNA.pdf  

https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Programas/Ninez_familia/Material/cuadri_interes_superior_NNA.pdf
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Artículo 73 XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Federación, las 

entidades federativas, los Municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la 

Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de derechos 

de niñas, niños y adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los 

mismos, así como en materia de formación y desarrollo integral de la juventud, cumpliendo 

con los tratados internacionales de la materia de los que México sea parte;7 

Una vez analizando los artículos antes citados se contempla como el derecho que tienen todas las 

niñas, niños y adolescentes de ser considerados como una prioridad en todas aquellas acciones o 

en su caso decisiones que puedan llegar a afectar ya sea en el aspecto individual o a un cierto grupo, 

tomándolo también como una obligación para todas las instancias públicas y privadas en relación a 

las medidas que adopten e impacten a este grupo de la población, determinando así que la intención 

de los iniciadores resulta ser atinada al buscar la consolidación del interés superior de las niñas, 

niños y adolescentes, a través de la consideración de difusión y recomendaciones de los derechos 

humanos de los mismos en las políticas públicas. 

 

CUARTO. Se reitera, el Capítulo denominado “Atención Niñas, Niños y Adolescentes” ya se 

encuentra contemplado en el Anexo XXIV de la Ley de Egresos del Estado de Durango, sin embargo, 

la intención de emitir el presente dictamen, es sentar las bases en la Ley de Presupuesto, 

Contabilidad y Gasto Público del Estado, ya que es en esta ley, donde se norman y regulan, el 

Presupuesto, la Contabilidad y el Gasto Público Estatal que será aplicada por el Ejecutivo del Estado 

a través de la Secretaría de Finanzas. 

 

QUINTO. A fin de tener una claridad respecto de las reformas propuestas en los artículos 14 y 17 de 

la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, nos permitimos realizar las comparativas entre 

la Ley vigente y las propuestas contenidas en el presente dictamen: 

 

LEY VIGENTE 

LEY DE PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y 
GASTO PÚBLICO DEL ESTADO 

 

PROPUESTA DE REFORMA 

LEY DE PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y 
GASTO PÚBLICO DEL ESTADO 

 

ARTÍCULO 14. El Presupuesto de Egresos del 

Estado, comprenderá las previsiones de gasto 

público que habrán de realizar las Entidades a 

ARTÍCULO 14. .  . . .  

 
7 Disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf  

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf
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que se refieren las Fracciones I a IV del Artículo 

2o. 

 

El Presupuesto de Egresos del Estado 

comprenderá también, en Capítulo especial, las 

previsiones de gasto público que habrán de 

realizar las Entidades señaladas en las 

Fracciones V a VII del propio Artículo 2o, 

cuando se determine que sus erogaciones 

deben incluirse en dicho presupuesto. 

Así mismo, deberá integrar en un capítulo 

especial las previsiones del gasto público que 

habrán de realizarse para el logro de la igualdad 

sustantiva entre mujeres y hombres y la 

erradicación de la discriminación por condición 

de género. 

ADICIONADO POR DEC. 344 P.O. 68 DEL 23 

DE AGOSTO DE 2020 

 

 

 

.  . . .  

 

 

 
 
Así mismo, deberá integrar en un capítulo 
especial las previsiones del gasto público que 
habrán de realizarse para el logro de la igualdad 
sustantiva entre mujeres y hombres y la 
erradicación de la discriminación por condición 
de género, además de la difusión y observancia 
de los derechos humanos de las niñas, niños y 
adolescentes. 

ARTÍCULO 17. El proyecto de Presupuesto de 

Egresos del Estado se integrará con los 

documentos que se refieren a: 

I. Descripción de los programas que sean 
la base del proyecto, en los que se 
señalen objetivo, metas y unidades 
responsables de su ejecución, así 
como la valuación estimada por 
programa. Considerando para ello, las 
erogaciones para la igualdad sustantiva 
entre mujeres y hombres y la 
erradicación de la discriminación por 
condición de género; 

REFORMADO POR DEC. 344 P.O. 68 DEL 23 

DE AGOSTO DE 2020 

II. Explicación y comentarios de los 
principales programas y en especial de 
aquellos que abarquen dos o más 
ejercicios fiscales; 

 

ARTÍCULO 17.  . . .  

I. Descripción de los programas que sean la 
base del proyecto, en los que se señalen 
objetivo, metas y unidades responsables de su 
ejecución, así como la valuación estimada por 
programa. Considerando para ello, las 
erogaciones para la igualdad sustantiva entre 
mujeres y hombres y la erradicación de la 
discriminación por condición de género, 
además de los destinados a la promoción y 
observancia de los derechos humanos de las 
niñas, niños y adolescentes; 
 
De la II. a la X … 
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III. Estimación de ingresos y proposición 
de gastos del ejercicio fiscal para el que 
se propone, con la indicación de los 
empleos que incluye; 

 

IV. Ingresos y gastos reales del último 
ejercicio fiscal; 

 

V. Estimación de los ingresos y gastos del 
ejercicio fiscal en turno; 

 

VI. Situación de la Deuda Pública al fin del 
último ejercicio fiscal y estimación de la 
que se tendrá al fin de los ejercicios 
fiscales en turno e inmediato siguiente; 

 

VII. La solicitud de endeudamiento neto 
para el ejercicio fiscal siguiente y el 
programa financiero respectivo; 

 

VIII. Situación de efectivo disponible al fin 
(sic) último ejercicio fiscal y estimación 
de lo que se tendrá al fin de los 
ejercicios fiscales en curso e inmediato 
siguiente; 

 

IX. Comentarios sobre las condiciones 
económicas, financieras y hacendarias 
actuales y las que se prevén para el 
futuro y 

 

X. En general toda la información que se 
considere útil para mostrar la 
proposición en forma clara y completa. 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y considerado, esta Comisión que dictamina, estima que la iniciativa 

cuyo estudio nos ocupa es procedente, con las adecuaciones realizadas a la misma, lo 

anterior, con fundamento en lo que dispone el artículo 189 último párrafo de la Ley 

Orgánica del Congreso del Estado de Durango, en virtud de considerar que las mismas, 

obedecen al mejoramiento de forma y fondo jurídicos. Asimismo, se somete a la 
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determinación de esta Honorable Representación Popular, para su discusión y 

aprobación, en su caso, el siguiente: 

 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE 

Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL 

ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO DECRETA:  

 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se reforman el tercer párrafo del artículo 14 y la fracción I del artículo 17 de la 

Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del Estado, para quedar de la siguiente manera: 

 

ARTÍCULO 14.  . . .  

. . . . . 

Así mismo, deberá integrar en un capítulo especial las previsiones del gasto público que habrán de 

realizarse para el logro de la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres y la erradicación de la 

discriminación por condición de género, además de la difusión y observancia de los derechos 

humanos de las niñas, niños y adolescentes. 

 

ARTÍCULO 17.  . . .  

I. Descripción de los programas que sean la base del proyecto, en los que se señalen objetivo, metas 

y unidades responsables de su ejecución, así como la valuación estimada por programa. 

Considerando para ello, las erogaciones para la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres y la 

erradicación de la discriminación por condición de género, además de los destinados a la promoción 

y observancia de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes; 

De la II. a la X … 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. - El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango.  

 

SEGUNDO. - Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan a la presente. 

 

El Ciudadano Gobernador del Estado, sancionará, promulgará y dispondrá se publique, 

circule y observe. 

 

 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 22 

(veintidós) días del mes de mayo de 2023 (dos mil veintitrés). 
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LA COMISIÓN DE HACIENDA,  
PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA 

 
 
 

DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO 
PRESIDENTA 

 
 
 

DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 
SECRETARIO 

 
 

DIP. CHRISTIAN ALÁN JEAN ESPARZA 
        VOCAL 

 
 
DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

VOCAL 
 

DIP. JOSÉ RICARDO LÓPEZ PESCADOR 
        VOCAL 

 
 
DIP. J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA 

VOCAL 
 

 
DIP. ALEJANDRA DEL VALLE RAMÍREZ 

 VOCAL 
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LECTURA, DISCUSIÓN Y APROBACIÓN, EN SU CASO DEL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA, EN LA QUE SE ACEPTA LA 

RENUNCIA AL CARGO DE MAGISTRADO SUPERNUMERARIO DEL H. TRIBUNAL 

SUPERIOR DE JUSTICIA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE DURANGO, DEL C. 

DR. MANUEL VALADEZ DÍAZ.  

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Justicia, le fue turnado oficio S/N en fecha 16 de mayo de 2023, y recibido en este H. 

Congreso el día 15 del mismo mes y año, signado por el C. DR. MANUEL VALADEZ DÍAZ, Magistrado 

Supernumerario del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial del Estado de Durango, mediante el cual 

comunica su renuncia al cargo de Magistrado Supernumerario del Poder Judicial del Estado, el cual le fue 

conferido por Acuerdo de este H. Congreso del Estado; por lo que, conforme a la responsabilidad 

encomendada y con fundamento en lo  dispuesto por los artículos 82 fracción III inciso f) de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, 93, fracción I, 123, 183, 184, 186, 

187, 188, 189, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, nos permitimos someter 

a la determinación de esta Asamblea, el presente Dictamen de Acuerdo con base en los siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Este H. Congreso del Estado, en fecha 15 de mayo de 2023, recibió el oficio S/N signado por el C. 

DR. MANUEL VALADEZ DÍAZ, Magistrado Supernumerario del Tribunal Superior de Justicia del Estado 

de Durango, mediante el cual presenta su renuncia al cargo de Magistrado Supernumerario del Tribunal 

Superior de Justicia, el cual le fue conferido mediante Acuerdo por este H. Congreso del Estado. 

 

SEGUNDO. Ahora bien, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango faculta al 

Congreso del Estado para resolver sobre las renuncias que presenten las magistradas y los magistrados, lo 

anterior al tenor de lo señalado en el inciso f) de la fracción III del artículo 82 así como en la parte relativa del 

diverso 108, los cuales disponen que: 
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ARTÍCULO 82.- El Congreso del Estado tiene facultades para legislar en todo aquello que no esté 

expresamente establecido como atribución del Congreso de la Unión o alguna de sus cámaras; 

además tiene las siguientes: 

 

III. De nombramiento y ratificación de servidores públicos: 

 

f) Resolver sobre las renuncias o licencias que presenten la Gobernadora o el Gobernador del 

Estado, las diputadas y los diputados, las magistradas y los magistrados y las comisionadas y los 

comisionados, consejeras y consejeros de los órganos constitucionales autónomos, en los términos 

de esta Constitución y de la ley. 

 

ARTÍCULO108……………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………… 

 

………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………… 

………………………………………………………………………………………… 

La renuncia de las magistradas y los magistrados se presentará ante el Congreso del Estado, quien, 

de encontrarla procedente notificará a la persona titular del Poder Ejecutivo, a efecto de que envíe 

la propuesta para la sustitución del mismo. En este caso, se observará el procedimiento señalado 

en el presente artículo, para los efectos de la nueva designación, la que, de presentarse después 

del transcurso de cuatro años del periodo previsto en esta Constitución, lo será para uno nuevo. 

………………………………………………………………………………………… 
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TERCERO. Este H. Congreso del Estado tiene cierto que el C. DR. MANUEL VALADEZ DÍAZ fue 

designado Magistrado Supernumerario del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial del Estado para 

cubrir el periodo del 05 de octubre de 2022 al 04 de octubre de 2028, lo anterior según consta en el acta 

de la sesión del día 05 de octubre de 2022 celebrada por el H. Congreso del Estado de Durango y en el 

Acuerdo publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango número 82 del mes de octubre 

de 2022. 

 

 

CUARTO. En el escrito remitido por el C. DR. MANUEL VALADEZ DÍAZ, el cual patentiza mediante firma 

autógrafa, se deja claro su deseo de renunciar al cargo de Magistrado Supernumerario del Tribunal 

Superior de Justicia, que le fue conferido, situación a la que el Poder Legislativo no se opone y otorga la 

anuencia para hacerla efectiva legalmente. 

 

 

La Mesa Directiva de la Sexagésima Novena Legislatura habrá de comunicar de inmediato el 

presente  Acuerdo al Titular del Poder Ejecutivo del Estado, a fin de que haga llegar la propuesta del 

profesionista que ocupe el cargo de Magistrado Supernumerario del Tribunal Superior de Justicia del Poder 

Judicial del Estado de Durango, propuesta que atenderá a los mandatos constitucionales invocados en esta 

determinación. 

 

 

Por lo anteriormente considerado, esta Comisión que dictamina, eleva a consideración de este Honorable 

Pleno para el trámite legislativo correspondiente, el siguiente: 

 

 

DICTAMEN DE ACUERDO 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 

82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO ACUERDA: 
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PRIMERO. Se acepta el escrito de fecha 15 de mayo del año 2023 y recibido en este H. Congreso del Estado, 

en la misma fecha, signado por el C. DR. MANUEL VALADEZ DÍAZ, el cual contiene renuncia al  cargo de 

Magistrado Supernumerario del H. Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial del Estado de Durango. 

 

SEGUNDO. Comuníquese el presente Acuerdo al Gobernador del Estado, a fin de que envíe a este Poder 

Legislativo la propuesta para ocupar el cargo de Magistrado Supernumerario del H. Tribunal Superior de 

Justicia del Poder Judicial del  Estado de Durango. 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación por el Pleno de la Sexagésima 

Novena Legislatura del H. Congreso del Estado. 

 

SEGUNDO. Comuníquese el presente Acuerdo al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, por 

conducto de su Presidenta para los efectos a que haya lugar. 

 

 

TERCERO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Acuerdo. 

 

 

CUARTO. Publíquese el presente Acuerdo en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado  

de Durango. 

 

Sala de Comisiones del Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 17 (diecisiete) 

días del mes de mayo del año de 2023 (dos mil veintitrés). 
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LA COMISIÓN DE JUSTICIA 

 

DIP. RICARDO FIDEL PACHECO RODRÍGUEZ 

PRESIDENTE 

 

               DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

            SECRETARIO 

                                                                                  DIP. MARISOL CARRILLO QUIROGA                                      

                                                                                             VOCAL    

              DIP. FRANCISCO LONDRES BOTELLO CASTRO 

   VOCAL         

                                                                                  DIP. VERÓNICA PÉREZ HERRERA 

                                                                                                VOCAL   

             DIP. MARIO ALFONSO DELGADO MENDOZA 

   VOCAL    
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LECTURA, DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN SU CASO AL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA, PRESUPUESTO Y CUENTA 

PÚBLICA, POR EL CUAL SE DESESTIMA INICIATIVA QUE CONTIENE ADICIÓN DE UN 

SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 62 BIS DEL CÓDIGO FISCAL MUNICIPAL.  

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, integrada por los CC.  diputados Silvia 

Patricia Jiménez Delgado, Luis Enrique Benítez Ojeda, Christian Alán Jean Esparza, Alejandro 

Mojica Narvaez, José Ricardo López Pescador, J. Carmen Fernández Padilla y Alejandra del Valle 

Ramírez, le fue turnada para su estudio y dictamen correspondiente, la iniciativa presentada en fecha 

19 de abril del año 2023, por el C. DIPUTADO MARIO ALFONSO DELGADO MENDOZA 

INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO, DE LA LXIX 

LEGISLATURA, que contiene adición de un segundo párrafo al artículo 62 del Código Fiscal 

Municipal; por lo que, en cumplimiento a la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo 

dispuesto por la fracción I del artículo 93, y los diversos artículos 122 fracción I, 183, 184, 185, 187, 

188, 189 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos 

presentar a la consideración de esta Honorable Asamblea, el presente Dictamen de Acuerdo, con 

base en los siguientes: 

 
C O N S I D E R A N D O S  

 
PRIMERO. Los suscritos al entrar al estudio y análisis de la iniciativa descrita en el proemio del 

presente dictamen, damos cuenta que con la misma se pretende adicionar un segundo párrafo al 

artículo 62 del Código Fiscal Municipal, con la finalidad de que los ayuntamientos de nuestra entidad 

federativa, fomenten la cultura del medio ambiente, mediante el mecanismo de la plantación de 

árboles, otorgándoles por ello, descuentos que van de un 2% hasta un 40% en los créditos fiscales 

relativos al impuesto predial y al impuesto sobre traslación de dominio de bienes inmuebles por cada 

árbol plantado. 

 
SEGUNDO. Si bien es cierto, es importante concientizarnos todos los pobladores de este planeta 

sobre su buen uso y cuidado, ya que a futuro nuestro medio ambiente estará más deteriorado que a 

la fecha y por consecuencia les dejaremos a las generaciones venideras un mundo por demás 

contaminado, lo cual les acarreará muchas más enfermedades como las que estamos padeciendo 
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ahora; sin embargo, como es sabido, los municipios de todo el país y no se diga de nuestra entidad 

federativa, se sostienen más que nada de las participaciones federales, las cuales se les reparten 

de conformidad con su recaudación, y en este caso, el impuesto predial en los municipios de nuestra 

entidad federativa, es de donde más recaudan, por lo que de otorgar dichos descuentos estaría 

mermando el ingreso municipal y por consecuencia las participaciones federales correspondientes a 

cada uno de los municipios de nuestra entidad. 

 
TERCERO. Ahora bien, como bien sabemos, la obligación de todo ciudadano mexicano, es contribuir 

para los gastos públicos, así de la Federación, como de los Estados, de la Ciudad de México y del 

Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, ello de 

conformidad con el artículo 31, fracción IV de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, tal disposición se materializa, cuando se da cumplimiento a lo que el municipio tiene 

como una obligación con los ciudadanos, de acuerdo al artículo 115 también de nuestra Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir otorgarnos los servicios públicos tales como agua 

potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; alumbrado 

público, limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos; mercados y 

centrales de abasto, panteones, rastro, calles, parques y jardines y su equipamiento; seguridad 

pública, policía preventiva municipal y tránsito; y las demás que las Legislaturas locales determinen 

según las condiciones territoriales y socio-económicas de los Municipios, así como su capacidad 

administrativa y financiera. 

Sin embargo, si los ayuntamientos no ingresan por los servicios que nos prestan, no podrán 

otorgarnos los servicios que muchas de las veces exigimos, por lo tanto, debemos de entender que 

tanto las obligaciones como los derechos son mutuos, entre el ayuntamiento-ciudadano, ciudadano-

ayuntamiento. 

CUARTO. De igual forma, es menester aclara que, si bien es cierto, la iniciativa que sostiene el 

presente acuerdo, menciona que: “La presente iniciativa tiene como finalidad el otorgamiento de 

incentivos fiscales a las personas físicas que por cada árbol que planten, se les haga un descuento 

en el pago del impuesto predial y en el pago del impuesto de traslado de dominio y en adeudos 

anteriores que tengan de los mismos”. 

Sin embargo, como podemos dar cuenta, del impuesto predial es de donde más recaudan los 

municipios para hacer obra pública, para otorgar los servicios públicos municipales, entre otras 

obligaciones que tienen el municipio con la ciudadanía, más, en la misma iniciativa, el iniciador no 

hace mención de qué forma se le dará seguimiento a aquellas personas que sean beneficiadas por 
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los ayuntamientos, cuando planten un árbol; tampoco se menciona en qué parte específicamente se 

plantarán los árboles; de igual forma, como ya sabemos el ayuntamiento es el encargado de dar 

mantenimiento a los parques y jardines, pero como no se especifica si los árboles serán plantados 

en áreas verdes, en parques o jardines, afuera de la vivienda del ciudadano que pague dichos 

impuestos, o en el jardín de su casa, es decir, no se establecen por parte del iniciador las reglas de 

operación para la plantación de los árboles, su cuidado y su preservación, porque no solo es plantar 

árboles para hacerse acreedores a los beneficios, sino que se debe estar al pendiente de que ese o 

esos árboles crezcan y se reproduzcan para que se cumpla el fin de la iniciativa. 

 
QUINTO. En tal virtud, los suscritos, consideramos que dicha iniciativa tiene buen propósito, sin 

embargo, es necesario que tomemos en cuenta que para los ayuntamientos es muy difícil en 

ocasiones estar otorgando descuentos, porque es muy sabido que con los ingresos que obtienen no 

completan para sufragar sus gastos internos, así como para los servicios que por ley deben otorgar 

a la ciudadanía y que a veces sin aportar lo que es obligación como contribuyente exigimos los 

servicios públicos municipales y obra pública de calidad. 

 
SEXTO. Ahora bien, además de lo anterior, es importante manifestar que en lugar de “premiar” a los 

morosos, se debería fomentar la recaudación, y buscar en consecuencia apoyos para aquellos 

contribuyentes que son cumplidos, porque aquellos contribuyentes que tienen adeudos de ejercicios 

anteriores, el Código Fiscal Municipal en su artículo 14, ya les otorga el beneficio, al pagar solo cinco 

ejercicios fiscales, quedando en consecuencia el resto sin materia. 

 
SÉPTIMO. Además, es importante manifestar que en fecha 21 de febrero del año que cursa, la 

presidenta de esta Comisión dictaminadora envió oficio a la Secretaria de Finanzas y de 

Administración del Gobierno del Estado, para que, en base a lo establecido en los artículos 16 de la 

Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y de los Municipios, 21 de la Ley de 

Disciplina Financiera y de Responsabilidad Hacendaria del Estado de Durango y sus Municipios y el 

184 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, brindara apoyo a este Poder Legislativo, con la 

realización del impacto presupuestario, para lo cual en fecha 23 de marzo del presente año, fue 

recibido oficio enviado por el Procurador Fiscal, a la suscrita presidenta de esta Comisión, en donde 

se nos informa que: se determina impacto presupuestario, ya que se estaría dejando de percibir 

ingresos para el estado los cuales detendrían la ejecución de programas en beneficio de la población. 
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Por lo antes expuesto, lo procedente es dejar sin efectos la iniciativa aludida en el proemio del 

presente acuerdo, por lo que se somete a la determinación de esta Honorable Representación 

Popular, para su discusión y aprobación, en su caso, el siguiente: 

 

PROYECTO DE ACUERDO 

 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO ACUERDA: 

 

PRIMERO. Por las razones expuestas, se deja sin efectos la iniciativa presentada por el C. Diputado 

que se menciona en el proemio del presente Acuerdo, mediante la cual se pretende adicionar un 

segundo párrafo al artículo 62 del Código Fiscal Municipal. 

 

SEGUNDO. Archívese el asunto como definitivamente concluido. 

 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a 22 

(veintidós) días del mes de mayo de 2023 (dos mil veintitrés). 
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LA COMISIÓN DE HACIENDA, 
PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA 

 
 
 
 

DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO  
PRESIDENTA 

 
 
 
DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 

SECRETARIO 
DIP. CHRISTIAN ALÁN JEAN ESPARZA 

                                     VOCAL 
 
 
DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

        VOCAL 
 

DIP. JOSÉ RICARDO LÓPEZ PESCADOR 
                                                VOCAL 

  
DIP. J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA 
                   VOCAL 
 
  

DIP. ALEJANDRA DEL VALLE RAMÍREZ 
                              VOCAL 
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LECTURA, DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN SU CASO AL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA, PRESUPUESTO Y CUENTA 

PÚBLICA, POR EL CUAL SE DESESTIMA INICIATIVA QUE CONTIENE ADICIÓN DE UN 

SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 60, FRACCIÓN I DE LA LEY DE HACIENDA DEL 

ESTADO DE DURANGO.  

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, integrada por los CC.  diputados Silvia 

Patricia Jiménez Delgado, Luis Enrique Benítez Ojeda, Christian Alán Jean Esparza, Alejandro 

Mojica Narvaez, José Ricardo López Pescador, J. Carmen Fernández Padilla y Alejandra del Valle 

Ramírez, le fue turnada, para su estudio y dictamen correspondiente, la iniciativa presentada en 

fecha 02 de mayo de 2023, por el C. DIPUTADO MARIO ALFONSO DELGADO MENDOZA 

INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO, DE LA LXIX 

LEGISLATURA, que contiene reforma al artículo 60, fracción I, de la Ley de Hacienda del Estado de 

Durango; por lo que, en cumplimiento a la responsabilidad encomendada y de conformidad con lo 

dispuesto por la fracción I del artículo 93, y los diversos artículos 122 fracción I, 183, 184, 185, 187, 

188, 189 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, nos permitimos 

presentar a la consideración de esta Honorable Asamblea, el presente Dictamen de Acuerdo, con 

base en los siguientes: 

 
C O N S I D E R A N D O S  

 
PRIMERO. Los suscritos al entrar al estudio y análisis de la iniciativa descrita en el proemio del 

presente dictamen, damos cuenta que con la misma se pretende reformar la fracción I del artículo 

60 de la Ley de Hacienda del Estado de Durango, a fin que el pago por el servicio de control en la 

dotación de placas, por canje o replaqueo, deberá realizarse cado ocho años, y no en seis como 

está establecido en la Ley vigente. 

 

SEGUNDO. El iniciador en su exposición de motivos de la iniciativa que sostiene el presente 

acuerdo, argumenta que se debe reformar en respeto a la retroactividad de la Ley, y además porque 

un Juez de Distrito en el Estado, concedió el amparo a cientos de quejosos por la aplicación de dicha 

norma, sin embargo, es importante aclarar, que un Juez de Distrito emite una sentencia, más esta 
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puede ser recurrida por quien o quienes consideren que dicha resolución no les ha favorecido, 

entonces, este Congreso señalado como autoridad responsable en dichos juicios de amparo, puede 

recurrir dichas sentencias, y será el Tribunal Colegiado de Circuito, quien determine si el Juez de 

Distrito emitió la sentencia de un modo razonable a favor de los quejosos o en su caso, determinará 

si el Congreso del Estado, de acuerdo a sus facultades establecidas en el artículo 124 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 14 de la misma 

Constitución Federal, violentó los derechos de los quejosos. 

 

TERCERO. Ahora bien, este Congreso como autoridad ordenadora, y con las facultades conferidas 

por el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 

82 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, legisló en dicha materia, 

porque consideró que era viable disminuir la temporalidad por la expedición de las placas de ocho a 

seis años, a fin de que el Gobierno del Estado se allegara de recursos, y con ello dar cumplimiento 

a las demandas de la ciudadanía. 

 

CUARTO. De igual modo, es menester señalar que si bien es cierto, el servicio por replaqueo que 

presta el Estado, es un servicio que se encuentra dentro de los derechos tributarios y que estos 

deben cobrarse en relación al servicio que presta el Estado, sin embargo, el iniciador, no ha tomado 

en cuenta, que no solo se cobra el trámite por realizar el pago de las placas, sino también al Estado 

le cuesta desde la emisión de la convocatoria, para la licitación de la empresa que deberá realizar el 

trabajo de la impresión de las placas, y todo eso obviamente que lo cobrará la empresa al Gobierno 

del Estado, pero aunado a ello, también se cobra todo lo correspondiente a insumos que utiliza la 

recaudación de rentas del Estado para proporcionar dicho servicio, como lo son impresoras, 

computadoras, hojas de máquina, toner, tinta, y demás útiles de oficina, así como también, pago de 

renta de edificios para oficinas de las recaudaciones, luz, agua, internet, de igual modo, también se 

cobra lo correspondiente a capacitación de personal y sueldos de los trabajadores; por lo que a juicio 

de esta dictaminadora, la proporcionalidad entre el servicio prestado por concepto de replaqueo y 

refrendo prestado por el Gobierno del Estado a favor del contribuyente si existe. 

 
Aunado a ello, desde el momento que se emite la placa al propietario de un vehículo, se le está 

garantizando la seguridad de transitar libremente por todo el país, lo cual no se puede considerar 

elementos extraños al tributo, toda vez que todo ello va relacionado a los egresos que realiza el 

Estado para poder prestar un servicio al particular que es dueño de un vehículo. 
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QUINTO. Además de lo anterior, como bien sabemos la obligación de todo ciudadano mexicano, es 

contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de los Estados, de la Ciudad de 

México y del Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las 

leyes, ello de conformidad con el artículo 31, fracción IV de nuestra Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, tal disposición cuando se materializa, en este caso cuando el ciudadano 

adquiere sus placas para circular.  

 
SEXTO. En tal virtud, esta Comisión dictaminadora, consciente de la situación económica por la que 

está pasando la ciudadanía duranguense, apoyó en su momento al Titular del Poder Ejecutivo del 

Estado, a fin de que en la Ley de Ingresos del Estado de Durango, para el ejercicio fiscal 2023, 

estableciera los beneficios a favor de los contribuyentes por pronto pago, lo cual, muchos de los 

ciudadanos se apegaron a dichas disposiciones, cumpliendo lo establecido por el artículo 31, fracción 

IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
SÉPTIMO. Por último, consideramos que, el que un Juez de Distrito haya emitido una resolución 

favorable a los quejosos en los juicios de amparo por el concepto de replaqueo y refrendo, aún no 

está emitida una sentencia por el Colegiado de Distrito en el Estado, a fin de que confirme o niegue 

tales resoluciones, por lo que, consideramos además que tal como lo expone el iniciador, son cientos 

de juicios de amparos que se resolvieron a favor de los quejosos, pero fueron miles de ciudadanos 

que realizaron el pago de sus nuevas placas, por lo que no podemos hablar que la mayoría de los 

duranguenses están en desacuerdo en pagar dichos derechos. 

 

Por lo antes expuesto, lo procedente es dejar sin efectos la iniciativa aludida en el proemio del 

presente acuerdo, por lo que se somete a la determinación de esta Honorable Representación 

Popular, para su discusión y aprobación, en su caso, el siguiente: 

 

PROYECTO DE ACUERDO 

 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO ACUERDA: 
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PRIMERO. Por las razones expuestas, se deja sin efectos la iniciativa presentada por el C. Diputado 

que se menciona en el proemio del presente Acuerdo, mediante la cual se pretende adicionar un 

segundo párrafo al artículo 60, fracción I de la Ley de Hacienda del Estado de Durango. 

 

SEGUNDO. Archívese el asunto como definitivamente concluido. 

 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a 22 

(veintidós) días del mes de mayo de 2023 (dos mil veintitrés). 

 
 

LA COMISIÓN DE HACIENDA, 
PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA 

 
 
 

DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO  
PRESIDENTA 

 
 
 
DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 

SECRETARIO 
DIP. CHRISTIAN ALÁN JEAN ESPARZA 

                                     VOCAL 
 
 
DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

        VOCAL 
 

DIP. JOSÉ RICARDO LÓPEZ PESCADOR 
                                                VOCAL 

  
DIP. J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA 
                   VOCAL 
 
 
  

DIP. ALEJANDRA DEL VALLE RAMÍREZ 
                              VOCAL 
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LECTURA, DISCUSIÓN Y APROBACIÓN EN SU CASO AL DICTAMEN DE ACUERDO 

PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE HACIENDA, PRESUPUESTO Y CUENTA 

PÚBLICA, POR EL CUAL SE DESESTIMA INICIATIVA QUE CONTIENE REFORMA AL 

NUMERAL 1 DE LA FRACCIÓN I DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 60 DE LA LEY DE 

HACIENDA DEL ESTADO DE DURANGO.  

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, integrada por los CC. diputados Silvia 

Patricia Jiménez Delgado, Luis Enrique Benítez Ojeda, Christian Alán Jean Esparza, Alejandro 

Mojica Narvaez, José Ricardo López Pescador, J. Carmen Fernández Padilla y Alejandra del Valle 

Ramírez, les fue turnada en fecha 03 de octubre de 2022, para su estudio y dictamen 

correspondiente, la iniciativa presentada por CC. DIPUTADOS CHRISTIAN ALÁN JEAN ESPARZA, 

ALEJANDRA DEL VALLE RAMÍREZ, OFELIA RENTERÍA DELGADILLO, EDUARDO GARCÍA 

REYES, SANDRA LILIA AMAYA ROSALES, MARISOL CARRILLO QUIROGA Y BERNABÉ 

AGUILAR CARRILLO, INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE 

MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL, (MORENA), que contiene reformas y adiciones a 

la Ley de Hacienda del Estado de Durango; por lo que, en cumplimiento a la responsabilidad 

encomendada y de conformidad con lo dispuesto por la fracción I del artículo 93, y los diversos 

artículos 122 fracción I, 183, 184, 185, 187, 188, 189 y demás relativos de la Ley Orgánica del 

Congreso del Estado de Durango, nos permitimos presentar a la consideración de esta Honorable 

Asamblea, el presente Dictamen de Acuerdo, con base en los siguientes: 

 
C O N S I D E R A N D O S  

 
PRIMERO. Los suscritos al entrar al estudio y análisis de la iniciativa aludida en el proemio del 

presente Acuerdo, damos cuenta que con la misma se pretende reformar el numeral 1, de la fracción 

I, del apartado B, del artículo 60 de la Ley de Hacienda del Estado de Durango, a fin de emitir la 

licencia de manejo de forma permanente y no con una vigencia de tres años. 

 

SEGUNDO. Ahora bien, como bien sabemos, es obligación de todo ciudadano mexicano, de 

contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de los Estados, de la Ciudad de 

México y del Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las 
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leyes, ello de conformidad con el artículo 31, fracción IV de nuestra Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, tal disposición se materializa cuando los ciudadanos acuden a las 

recaudaciones de rentas a cumplir con su obligación constitucional, de la misma forma se materializa 

cuando el Estado, da cumplimiento a las demandas de la ciudadanía, reflejadas en obra pública, en 

atención a las escuelas, a los centros de salud, dentro de otras obligaciones no menos importantes. 

 
TERCERO. Po lo que, es importante mencionar que los artículos 16 de la Ley de Disciplina 

Financiera de las Entidades Federativas, 16 de la Ley de Disciplina Financiera y de Responsabilidad 

Hacendaria del Estado de Durango y sus Municipios contemplan que: “El Ejecutivo de la Entidad 

Federativa, por conducto de la secretaría de finanzas o su equivalente, realizará una estimación del 

impacto presupuestario de las iniciativas de ley o decretos que se presenten a la consideración de 

la Legislatura local; así como también la Ley Orgánica  del Congreso del Estado de Durango, en su 

artículo 184 replica el contenido de estos dispositivos, pero además, en dado caso que la Secretaría 

de Finanzas y de Administración no remita el análisis en el plazo de treinta días naturales previsto 

en el presente artículo, el Centro de Investigaciones y Estudios Legislativos emitirá la opinión 

correspondiente”. 

 
 
CUARTO. Por lo que, es significativo hacer mención, que el oficio de solicitud de impacto 

presupuestario, fue enviado a la Secretaría de Finanzas y de Administración, por parte de la 

presidenta de esta Comisión, en fecha 21 de febrero del año 2023, solicitando emitiera el dictamen 

de impacto presupuestario respecto de la iniciativa que sostiene el presente Acuerdo, por lo que, en 

fecha 23 de marzo del año en curso, se recibió el oficio signado por el Procurador Fiscal, de la 

Secretaría de Finanzas y de Administración, en donde da contestación de la siguiente forma: se 

determina impacto presupuestario ya que Gobierno del Estado dejara de percibir dichos ingresos 

con los cuales se verán afectados programas en beneficio de la sociedad. 

 

QUINTO. De lo que se concluye entonces, que de aprobar dicha iniciativa en los términos que la 

presentan los iniciadores, estaremos afectando las finanzas del Estado, considerando además, que 

es por todos sabidos que la situación financiera de nuestra entidad federativa no está pasando por 

un buen momento, y lo que la mayoría de los que integramos esta Sexagésima Novena Legislatura 

es que nuestro estado repunte en empleos, y de ser así, nuestra economía crecerá, viniendo a dar 

una mejor estabilidad financiera a las familias duranguenses. 
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SEXTO. Además, también es de considerarse que aún y cuando no tenemos un número exacto del 

padrón vehicular dentro de nuestra entidad federativa, podemos dar cuenta que al eliminar el cobro 

de manera permanente por la adquisición de la licencia de manejo, el ingreso estatal disminuiría 

considerablemente, y traería como consecuencia que las participaciones federales que le 

corresponden a nuestro estado, también disminuyan, y ello nos daría un resultado negativo para que 

el Gobierno del Estado, realice obra pública, dentro de la capital, así como en los municipios, y 

además deje de cumplir con otras obligaciones con la ciudadanía duranguense. 

 

SÉPTIMO. Ahora bien, los iniciadores, en su exposición de motivos, hacen alusión a que en algunos 

estados la expedición de la licencia de manejo es permanente, es decir no se requiere ser renovada 

como en nuestro estado, cada tres años, sin embargo, también mencionan que los accidentes de 

tránsito en nuestra entidad se dan alrededor de 550 al mes, y que la mayoría de los accidentes viales, 

vienen acompañados del hecho de que los involucrados no cuentan con la licencia de conducir; sin 

embargo, es importante mencionar que desafortunadamente carecemos de cultura vial, y porque 

precisamente al tramitar nuestra licencia, hacemos todo lo posible porque no se nos realicen los 

exámenes a los cuales estamos obligados por ley, para poder tener acceso a nuestra licencia de 

conducir, sin ser conscientes de los riesgos que corremos al no tener una cultura o educación vial. 

 

También es menester hacer mención que desafortunadamente, a medida que vamos entrando en 

más edad, nuestros reflejos, nuestra vista, nuestro sentido del  oído, nuestro sistema locomotor, van 

disminuyendo, y al no acudir a la instancia correspondiente a renovar nuestra licencia, obviamente 

no nos realizarán los exámenes establecidos en esta Ley y por consecuencia, corremos el riesgo de 

que, al conducir un vehículo, cuando nos empieza a fallar alguno de nuestros sentidos, podemos 

causar más accidentes viales. 

 

Es por eso que, los suscritos consideramos, que el hecho de desestimar la iniciativa además de que, 

le causa una disminución a las finanzas estatales, también causa que los que poseemos algún 

vehículo al no acudir a la instancia autorizada por el Gobierno del Estado a fin de tramitar la licencia, 

no nos efectúen los exámenes que nos deben de realizar y declarar si somos aptos para seguir 

manejando un vehículo automotor. 

 

Por lo antes expuesto, lo procedente es dejar sin efectos la iniciativa aludida en el proemio del 

presente Acuerdo, por lo que se somete a la determinación de esta Honorable Representación 

Popular, para su discusión y aprobación, en su caso, el siguiente: 
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PROYECTO DE ACUERDO 

 

LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 

CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANDO DE DURANGO, A NOMBRE DEL PUEBLO ACUERDA: 

 

 

PRIMERO. Por las razones expuestas, se deja sin efectos la iniciativa presentada por los CC. 

diputados que se mencionan en el proemio del presente Acuerdo, mediante la cual se pretende 

reformar el numeral 1, de la fracción I, del apartado B del artículo 60, de la Ley de Hacienda del 

Estado de Durango. 

 

 

SEGUNDO. Archívese el asunto como definitivamente concluido. 

 

 

Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, en Victoria de Durango, Dgo., a los 22 

(veintidós) días del mes de mayo de 2023 (dos mil veintitrés). 
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LA COMISIÓN DE HACIENDA, 
PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA 

 
 
 
 

DIP. SILVIA PATRICIA JIMÉNEZ DELGADO  
PRESIDENTA 

 
 
 
 
DIP. LUIS ENRIQUE BENÍTEZ OJEDA 

SECRETARIO 
DIP. CHRISTIAN ALÁN JEAN ESPARZA 

                                     VOCAL 
 
 
DIP. ALEJANDRO MOJICA NARVAEZ 

        VOCAL 
 

DIP. JOSÉ RICARDO LÓPEZ PESCADOR 
                                     VOCAL 

 
 
 
DIP. J. CARMEN FERNÁNDEZ PADILLA 
                   VOCAL 
 

DIP. ALEJANDRA DEL VALLE RAMÍREZ 
VOCAL 
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C. 

PUNTO DE ACUERDO DENOMINADO “ACCIDENTES VIALES” PRESENTADO POR 

LAS Y LOS CC. DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL.  

 

 

PUNTO DE ACUERDO 

 

ÚNICO.- LA SEXAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE 

DURANGO EXHORTA CON TOTAL RESPETO A SU AUTONOMÍA, A LOS 39 AYUNTAMIENTOS 

DE LA ENTIDAD, PARA QUE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES INSTRUYAN A LAS 

DIRECCIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA O SIMILARES, PARA QUE REFUERCEN SUS 

PROGRAMAS DE PREVENCIÓN DE ACCIDENTES, PARA EVITAR EL USO DEL CELULAR 

CUANDO SE MANEJE, EXIGIR EL USO DEL CINTURÓN Y QUE DENTRO DE SUS 

POSIBILIDADES CONSIDEREN UTILIZAR NUEVAS TECNOLOGÍAS PARA EVITAR EL EXCESO 

DE VELOCIDAD, CON EL PROPÓSITO DE REDUCIR Y EVITAR ACCIDENTES VIALES. 
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C. 

PRONUNCIAMIENTO DENOMINADO “SEMBRANDO VIDA” PRESENTADO POR LA C. 

DIPUTADA SUSY CAROLINA TORRECILLAS SALAZAR.  
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C. 

PRONUNCIAMIENTO DENOMINADO “DÍA DEL ESTUDIANTE” PRESENTADO POR 

LA C. DIPUTADA SUGHEY ADRIANA TORRES RODRÍGUEZ.   
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C. 

PRONUNCIAMIENTO DENOMINADO “PARTICIPACIÓN CIUDADANA” PRESENTADO 

POR LAS Y LOS CC. DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 
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C. 

PRONUNCIAMIENTO DENOMINADO “GOBIERNO” PRESENTADO POR LAS Y LOS CC. 

DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN 

NACIONAL. 
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C. 

PRONUNCIAMIENTO DENOMINADO “GOBIERNO DE MÉXICO” PRESENTADO POR 

LOS CC. DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA DEL 

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA.  SE RETIRÓ EN EL TRANSCURSO DE 

LA SESIÓN ORDINARIA. 

 

SE RETIRÓ EN EL TRANSCURSO DE LA SESIÓN ORDINARIA.  
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C. 

PRONUNCIAMIENTO DENOMINADO “GOBIERNO DE MÉXICO” PRESENTADO POR 

EL C. DIPUTADO MARIO ALFONSO DELGADO MENDOZA. SE RETIRÓ EN EL 

TRANSCURSO DE LA SESIÓN ORDINARIA.   

 

SE RETIRÓ EN EL TRANSCURSO DE LA SESIÓN ORDINARIA.  
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C. 

PRONUNCIAMIENTO DENOMINADO “DÍA INTERNACIONAL DE LA HOMOFOBIA” 

PRESENTADO POR LOS CC. DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MORENA.  

  



  
   

 

  

 
 

 136  

 

C. 

CLAUSURA DE LA SESIÓN 

 

 

 


